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INTRODUCCION. 

Al iniciar mis estudios profesionales, me interesó sobremanera 
saber cual era la finalidad perseguida por el derecho. Es por ello 
que dedico en la primera parte de mi tesis dos capítulos, estudiando 
el orden jurídico en función de su aspecto teieológico, para ver como 
obtiene su validez filosófica el derecho por medio de los fines que 
persigue. 

En fa actualirlad, debido a la preponderancia del tecnicismo por 
el que está atravezando la humanidad, se ha relegado a segundo 
término el estudio de los valores humanos y su observancia, lo que 
ha traído como consecuencia la decadencia de las bellas artes, y 
también la de lns ciencias humanas dentro de las cuales se compren· 
de el derecho. 

Mi trabajo ccnstituye una tentativa de regresar a los viejos cá­
nones que han sido siempre la materia y contenido del derecho. Es 
decir, la fundamentación de la disciplina jurídica, en la idea del va· 
lor. 

En la segunda parte de mi tesis, estudio el artículo 14 Consti· 
tucional, por considerar que es uno de los preceptos que mayor 
importancia tiene en nuestra vida jurídica v social, pues los valores 
comprendidos en cada una de sus garantías son de vital impo'Ctancia 
para que el hombre no sea afectado en forma arbitraria por las au­
toridades, dándo:,ele a la persona, en ésta forma, estabilidad en sus 
relaciones jurídicas. 

Me queda sm embargo, la duda acerca de la calidad de mi tra· 
bajo, principalmente cuando expongo mi punto de vista, pero esa du­
da ha servido para generar un propósito firme; el cor:stante 1;studio 
con miras a mi 3uperación. 

Rurierto Palma Gar.cía. 
Ciudad Universitaria, Otoño 1959 . 
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CAPITULO I 

EL CONCEPTO DEL ORDEN JURIDICO. 

SUMARIO. 

a)Generalidades: 1.-Concepto de normas y su diferen· 
cía con la ley natural. 2.-Diferencias entre norma ju· 
rídica y norma moral. 3.-Unila\eralidad de la moral y 
bilateralidad del derecho. 4.-Legalidad del derecho y 

moralidad de In moral. 5.-Autonom'a de la moral y 
heteronomía del derecho. 6.-Coercibilidad del derecho 
e incoercibilidad de la moral. b) Derecho Positivo. c) 
Teorías sobre la validez formal del derecho: !.-Teoría 
de la jerarquía de las normas. 2.-Crítica. 3.-Tesis de 
Bcrgbohm. 4.-Crítica. 5.-Tesis de Kelsen. 6.-Critica. 
d) La Validez Material del Derecho: !.-Tenía lnstitu· 

cional de Hauriou. 



a) GENERALIDADES.-

Consideramos que la idea de orden en general, es la de COOR· 
DINACION O ARMONIA de medios o causas para llegar a deter­
minados fines o efectos. El orden jurídico por lo tanto está integrado 
por un conjunto armónico de normas jurídicas destinadas a realizar 
sus propios fines. 

1.-CONCEPTO DE NORMA Y SU DIFERENCIA CON LA 
LEY NATURAL.-Norma es toda regla de conducta de observancia 
obligatoria, que implica un deber ser, o sea, que postula una conduc­
ta que debe ser realizada, pero que entraña la posibilidad de que 
no llegue a actualizarse por su destinatario. Esta es una de las di· 
ferencias entre la norma y la ley natural que es un juicio enuncia· 
tivo, en que se expresan las relaciones necesarias existentes entre 
los fenómenos. Relaciones que constituyen un vínculo entre causa Y 
efecto. Además podemos decír, que la norma impera, es decir, obli· 
ga a que se realire una conducta, en cambio la ley natural es nece· 
saria, pues enuncia una relación que tiene que realizarse entre los 
fenómenos. 

La ley natural es válida cuando es verdadera, o sea, cuando las 
relaciones que postulan se verifican en la realidad. sin que exista 
excepción de ninguna especie, pues de otra manera fallaría y dejaría 
de ser verdadera. 

La norma. en sentido filosófico estricto. es válida cuando exige 
un proceder intrínsecamente obligatorio. Esta obligatoriedad se ex­
plica en función de un valor. PUl'!S el deber ser, es válido cuando pos· 
tula fa realización de un valor o un bien. De esta manera vemos que 
la norma vale ir.dependientemen+,, n~ la experiencia, en cambio la 
ley natural siempre está supeditac'!n a lo empírico. 



':' -DTFEPENCL.l\S ENTI?F. NORMA .TIJRIDTCA Y NORMA 
MORAL.-Antes de seguir ac~elante e<> preciso establecer las dife­
rencias y relaciones que pueden tener las normas morales y las jurí­
dicas, para ir formando el co:-icepto de la naturaleza de éstas últimas, 
que son las que nos interesan. 

Tanto las normas morales como las jurídicas postulan un deber 
a la concluct[l de los hombres. pues quieren la realización de valores 
en beneficio de IR persona, con la diferencia de que la moral quier~ 
la realización de todos aquellos v~lores que sirvatt para el perfeccio­
nam1ento clel hombre en forma indivio:bal, e::: ut:cir interior. v en 
cambio el derecho postula la reaEzación de un valor. r:ero de c'lrác­
ter social, pues desea ante todo el perfeccionamiento de la co:iviven­
cia humana en su forma más avanzada. De ahí sacamos, como con· 
secuencia. que entre estos dos órdenes hay una relación muy e~tre­
cha, pues el derecho debe dar la libertad suficiente a los hombres 
para la realización de su perfecc!onamiento ind~vidual v estos l)reci­
~amente son los DERECHOS FUNDAMENTALES DEL HOMBRE. 
Por tanto, si el derecho persigue el perfeccwnamiento de la vida so­
cial a través de sus normas en forma inmediata; en forma m2dhtn 
persigue a su vez el perfeccionamiento individnal del hombre. Pue.:; 
como dice Radbruch: "Si el clererho e-:: distinto de la moral por ~u 
contenido, se halla consiguientemente unido a ella por un cloble 
vínculo: la moral es el fundamento sohre P.l que d::isc-insa Ja valid~z 
del derecho, porque el hacer posible la moral co~stituye una meta 
del orden jurídico." (1) . 

El derecho, por buscar el orcen en la convivenc'a human::i. v ~o 
en la conciencia, es de validez externa, en con•ra de la moral que es 
interior, pues al derecho sólo le interesa \~ cond11ct,, humana ci.tand·'l 
trasciende al mundo exterior, es dPcir, cu~n'io se re'1Hza el ricto. nero 
ello no significa aue no se interec:p en la 1ntencirm. tenernos un e]em· 
plo de esto cuando en el caso de haberse cometido un delito. ve s\ 
éste fué realizado con culra o do1osamente. La Jl'Oral no oor ser 
interior creamos que no se ocupa del aspecto exterior del acto, nues 
para valorar un acto lo hace recorriendo la conducta de Sll lnterio­
riclad a su exterioridad. En cambio el derecho va de la exterioridad 
a la interioridad. 

3.-UNILATERALIDAD DE LA MORAL Y BILATEP.ALIDAD 
D~L DERECHO.-La moral es unilateral, por implicar deberes en 

1.--GUST AV RADBRUCH. Introducción a la Filosofía del Derecho. Pág. 5 6, 
Cap, IV. Fondo de Cultura Económica. Primera Edición. 
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las personas para consigo mismo, es decir, considera la conducta del 
hombre en forma individual, en cambio en el derecho, como su na­
turaleza f>S regir las relaciones sociales, los d~beres que postula son 
para no interferir la esfera de otro sujeto, de donde deriva ia exis­
tencia de derechos subjetivos de la otra parte para exigir la obli­
gación que se le 1mpone al sujeto pasivo. Es decir, que la relación 
jurídica surge bajo la razón formal de deuda, pues ésta relación 
siempre es medida por un objeto. que es el objeto de la pre5tación. 

4.-LEGALIDAD DEL DERECHO Y MORALIDAD DE LA 
MORAL.-Kant, dice Radbruch, opone la legalidad del derecho a la 
moralidad del orden moral que consiste, en que al primero sólo le 
interesa que sus órdene-s sean obedecidas, sin que esa obediencia 
surja por respeto a la norma jurí':lica; ea camb:o a la moral le intere­
sa que se cumpla con sus normas por convicción. Radbruch dice 
que. si esa obediencia fuera en la forma que dice Kant, el orden ju­
rídico sería muy inseguro, pues éste renunciaría a exigir y a alentar 
las intenciones jurídicas, así por ejemplo, cuando el estado imr;one 
una pena, persigue fines de corrección o educación, pues quiere, no 
sólo una conducta ajustada al derecho, sino la formación en el hom­
bre de intenciones jurídicas. 

5.-AUTONOMIA DE LA MORAL Y HETERONOMIA DEL 
DERECHO.-Otra diferencia que se establece entre la 'moral y el 
rlerecho. e3 que la primera es autónoma y el segundo heterónomo. 
El sentido de autonomía no debe ser tomado en el concepto de .darse 
su propia ley en forma caprichosa, sino en el reconocimiento que se 
hace de una conducta valiosa, para llegar a nue~tro perfeccionamiento 
to. Es decir, que esta autonomía surge por la naturaleza racional 
y libre del hombre para conocer lo bueno y seguirlo; en el derecho, 
las normas se nos dan por el Estado en forma de derecho legislado 
o de derecho consuetudinario, pero tanto en uno, como de otro caso, 
según Radbruch, tiene que haber la conciencia en los hombres de 
aceptar esas normas, pues éstas tienen que pasar a formar parte· de 
nuestra conciencia para que se justifiquen. De donde se deriva que 
la tradicional diferencia consistente en oponer la autonomía de la 
moral a la heteronomía del derecho es muy relativa en los .dos ór­
denes. · · · 

6.-COERCIBILIDAD DEL DERECHO E INCOERCIBILIDAD 
DE LA MORAL.-La última distinción que se hace consiste en ·la 
incoercibilidad de la moral y la coercíbilidad del derecho. la cual 
deriva de la naturaleza de los firies que persigue cada uno' de estos 
órdenes. · 
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La moral. por perseguir la realización del bien personal del hom· 
bre. deja a éste, a su sólo esfuerzo consciente y libre para que pueda 
realizarlo. En cambio, el derecho por perseguir un fin social, no 
puede permitir que el hombre haga lo que quiera, sino que lo hace 
entrar a su orden. recurriendo en muchas oca:>iones a la fuerza. 

De éste último elemento es del cual, Kelsen deriva la definición 
científica del derecho, pues dice que "el derecho es un orden coacti· 
vo", o sea, una técnica social que consiste en provocar la conducta 
socialmente deseada a través de la amenaza de una medida coercitiva 
que debe aplicarse en caso de un comportamiento contrario. 

A Kelsen los fines del derecho no le interesa, pues dice que son 
metajurídicos y que corresponde FU estudio a Ja política; estos fines 
-continúa diciendo- son estudiados para justificar el derecho, pero 
un estudio clentífico del derecho sólo se cfobe ocupar de lo que es dere­
cho, es decir. de la realidad, pues los criterios de valor que ponen 
romo fines del derecho son subjetivos y por tanto contingentes. así 
por ejemplo la propiedad, que es com;iderada p~r los Jus naturali­
~at.a.s como un derecho natural al hombre. es decir. como ese"!cial a 
la vida del hombre. pues los preceptos "no debes codiciar" y "no 
debes robar" (2) son los mandamientos divinos que declaran invio­
lable el derecho de propiedad. Pero nosotros, dice Kelsen. vemos 
que en las sociedades primitivas no existió la nropiedad privada, 
sino aue era la comunidad la que cuidaba de las tierras, y en la actuali­
dad tenemos a un estado poderoso f'TJ donde no se reconoce éste 
derecho. 

Esos estados oue han abolidn a la propiedad privada también 
han dado una iustificación naturalista de su sMema. pues dicen que 
ia propiedad privada es contraria a la naturalez::i.; por lo que, con 
semeiante método. es posible sostener v en apariencias probar pos· 
tulados contradictorios. De estn manera, dice Kelsen que, vara pro· 
bar la validez de un orden jurídico tenemos que acudir a un criterio 
subjetivo, desprovisto de objetiv!dad y sujeto a las cambiantes del 
tiempo. 

En cambio, tenemos un criterio objetivo que nunca ha cambiado 
a través del tiempo y en las diferentes sociedades; es el de la coac­
cción, pues tanto la sociedad más primitiva en el Africa como el 

2.-HANS KELSEN. Teoría General del Derecho y del Estado. Pág. 11. Parte 
Primera. Imprenta Universitaria, 1949 . 
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estado más avanzado de la actualidad tienen un elemento C'Omún, en 
su orden jurídico y es el de la coacción en su sistema. 

Continúa diciendo Kelsen, que el criterio de justicia que se ha 
puesto como fin justificativo del derecho, es un criterio irracional, 
pues es una noción subjetiva que varía según nuestros intereses. 
Asi decimos que un orden jurídico es justo o injusto, según esté de 
acuerdo con nuestros intereses o en contraposición con ellos. El 
conocimiento sólo puede revelar la existencia de un orden positivo 
mostrado por una serie de actos subjetivos. 

De esta realidad es de la que se debe ocupar la Teoría Pura del 
Derecho, sin defenderlo o rechazarlo. 

Pero. cuando Kelsen dice que otra de las afirmaciones a que 
llega la Teoría Pura por medio de la experiencia, es la de que: "Uni­
camente un orden jurídico que no satisface los intereses de uno en 
perjuicio de los otros, sino que ec;;tablece entre los intereses contra­
puestos un compromiso, a fin de reducir el mínimo de las fricciones 
posibles, puede aspirar a una existencia relativamente larg-a. Pues 
sólo un orden de éste tipo podrí?.. asegurar a sus sometidos una paz 
sobre bases relativamente permanentes" (3). Vemos aquí. cómo 
Kelsen se contradice al acudir al criterio de justicia y segurídad 
que antes había desechado por considerarlos como subjetivos. pues 
precisamente la primera implica un trato igual y proporcional de 
todas las personas para llegar a un estado de seguridad, que son los 
fines que persigue el derecho, los que vemos no pueden ser excluidos 
de un estudio filosófico jurídico. ya que entonces sólo tf'ndríamo> 
una idea incompleta de lo que es ésta ciencia. 

Kelsen ve en el elemento real de autoridad sólo su carácter 
coactivo, sin tom::ir en consideración que lo que la cc:iracteriza es su 
función de dir~cción, pues tiene que ordenar todos los datos reales 
e ideales de la sociedad que organiza para llegar a su .<.J.rmonía o 
mejor convivencia. El elemento coactivo viene a ser una derivación 
de su función orientadora y no esencial del derecho, pues en primer 
término se debe conocer al pueblo y conocer cuales son sus ideales 
para llee:ar a realizarlos. La autoridad tiene que definir estos de­
seos en forma clara y dirigir a los gobernados por el camino que Je 
marcan estas ideas y llegar así a los valores sociales que pretende 
el derecho. 

El concepto de Democracia nos puede dar la pauta para probar 

3 .-HANS KELSEN. Pág. 14 (párrafo 2. Op. Cit.) . 
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que, la coacción no es el elemeno esencial de la autoridad. Este con­
cepto, consiste en el gobierno del pueblo por y para el pueblo; él nos 
viene a resolver Pl contraste o la oposición que podría existir entre 
la' libertad y el orden, pues hace coincidir la voluntad individual con 
la voluntad total del Estado . 

. Dentro de la Democracia encontramos que todas lac; person:is, 
a pesar de estar unidas en sociedad, se siguen obedeciendo a sí mis­
mas. y por lo tanto, guardan en esta forma su libertad. T,i;t auto· 
r~e+.e1mhación, es por lo tanto. una nota característica de la demo­
ér?cia; el concento de Democrac!a, como vemm, es el gob'erno d" 
todos para beneficio de todos. pero si todos deben recibir por ig•Jal 
los efectos beneficiosos del gobierno. no es posible que en las gran-'.le> 
poblaciones que existen hoy, sea pos!ble oue todos particinen e'1 ~l 
gopierno. necesitandose por Jo tnnto. autoridades que dirifan ::i. Ja 
colectivid::id. De donde sur.ie el concento de DEMOCRACIA REPRE­
SEN'l' A TJV A. que es el régimen oue en México tenemos. Así hi 
participHción que todcs los mex•canos tenemos por igual en la desig­
nación de gobernantes. nos da el concepto de democracia representa­
tiva,., la que es substituída en algunos países como Suiza. en donde el 
I?Ueb1o interviene en forma d'.recta par::i la formulación de las leyes. 

, ·El Plebiscito y el Referendum son las únicas formas de manlfes­
tación de democracia. directa, oue se practic::m en la actualidad. 

,· Podemos· concluír oue la democracia direch no existe en nues· 
t.r.os· tiempos;. en: una forma pura, pues sólo. existen algunos antece­
dentes de··e1la- como son:. el Plebiscito v el Referend11m que ya cita­
mos, los cuales no son usac'los-.en nuestro país, que adopta el régimen 
deJa democrqcia representativa . 
. . , Déspués de. e~ttidiar la democracia, podemos percibir claramen­
t~· que la· coacción no es el elemeno que le de valqr filosófico a h 
autoridad; sino oue es su cap'.lcidad de dirección lo imnortante par'l 
OQtenerJo. pués 8€ debe a las grandes masas de oob1ac:ón QUe e'SÍS­
ten,' la. necesidad de que alguien las dirija en una forma correcta: 
Los· f!Obernantec; debPn adaph1r""e a. los, gobernados y estos a )os 
gobernantes. Es la diferenciación entre gobernantes y P-o'Jernados 
de' que nos habl:;i. Dugit. la que engendra a la sociedad denom'nada: 
ESTADO. Pero a su vez para que exista un orden en él. es necesa­
rio que se encuentre en armonía. Pues lo esencial en el derecho n0 
es la coacción. sino el dirigir a la condncta por su debido di;senvolvi· 
miento, para llegar así a realizar el bien común de la sociedad. 

b) DERECHO POSilTIVO.-

Un ordenamiento jurídico, es positivo no sólo cuando es impues-
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to por un poder previamente establecido y de acuerdo con la Norma 
Suprema (Constitución), sino que es necesario que a tales normas 
responda una conducta. en consonancia con el deber que postulan. 
Esta observancia es más o menos general, pues de hecho, existe la 
posibilidad de ser violada en cuanto a su facticidad, pero no en 
cuanto al deber que postulan .. él que nunca dejará de serlo ;:i.unque no 
sea observado. 

Del Vecchio dice: "El derecho positivo es un conjunto de reglas 
jurídicas que regulan efectivamente la vida de un pueblo en un de­
terminado momeHto histórico". (4). 

e) 'l!'EORJAS SOBRE LA VALIDEZ FORMAL DEL DERECH0.-

1.-TEORIA DE LA JERARQUIA DE LAS NORMAS.-Pása­
mos con el tema éle derecho positivo a la validez formal del derecho; 
el que García Máynez funda en la Teoría Jerárnuica de las normas. 
Esta teoría surgió en la Edad Media v fué reelaborada por los juris;, 
tai; de la Escuela de Viena, encabezados por Adolfo Merkl que es el. 
primer exponente de ella y nos dice: 

"Anteriormente se tenía un concepto estático del orden jurídi. 
co, pues sólo consideraban a los preceptos generales como los únicos 
que lo constituían y ahora nosotros vemos que el orden jurídico es 
un proceso incesante de creación y aplicación de· derecho, en síntesis 
vemos que el orden jurídico tiene un carácter dinámico, pues está 
e'1 continuo movimiento ya que va desde la norma limite o suprema,· 
Ji::ista el acto concreto de ejecución de la norma individualizada" 
(5). ' 

De ahí deriva para ellos el. fundamento de validez form.al ·ae las 
:ri_ormas. pues. tienen que estar refacionadas unas con otras para que 
valgan. · 

Adolfo Merkl de su anterior exposición da los siguientes prin~ 
cipios: 

I.-Un acto jurídico es válido si representa la aplicación de 
norma válida. 

una 

4 .-Cita de Gt..RCIA MA YNEZ. "El Problema Filosófi~o Jurídico de la Validez 
Formal del Derecho". Pág. 487.--Cap. L Revista Gral: de Derecho y Juris· 
prudencia. Porrúa Hnos. 1933 .. 

5.-Cita de GARCIA MAYNEZ. Pág. 493 (Cap. l. Op. Cit.). 



II.-Una norma individualizada es válida, si es apl!cación de U'."la 
norma general válida. 

III.-Una norrna general es válida, si constituye una aplicación 
d~ una norma suprema. 

IV.-La validez de la norma fundamental no depende de nin· 
guna norma superior". (6). 

La Teoría Jerárquica de las normas, considera a la norma su­
prema no como un acto, sino como un principio límite, como una 
norma sobre la que no existe ningún precepto de superior jerarquía 
que le sirva de base. 

Esta Teoría nos parece precisa dentro de una técnica jurídica, 
pues efectivamente el orden jurídico forma una unidad, que en 
constante dinami&mo va, desde la norma limite o Constitución, hasta 
eJ acto más simple de ejecución. La norma límite ciertamente no oh· 
tiene validez formal de ningún otro precepto, pues ella es la q ~e 
va a marcar como quedará organizado el estado o comunid'ld que 
ha de regir, es ella también la que va a servir de base para el desen­
volvimiento de un determinado orden jurídico. 

2.-CRITICA.-Esta teoría sirve para darnos un concepto técnico 
o formal de lo que es orden jurídico, pero no nos da el concepto esen':'.ial 
de lo que es el orden jurídico, no nos dice cuáles son los fines que 
justifican a ese orden.. ni cuáles son los ideales que debe tomar en 
consideración la norma jerárquica superior para tener validez ma· 
terial. 

3.-TESIS DE BERGBOHM.-García Maynez, cita al jurista 
Bergbohm. que trata de justificar la validez del derecho en un crite­
rio fáctico de positividad, diciendo que el derecho es un fenómeno his­
tórico, y que este fenómeno se convierte en jurídico cuando ap"trece 
lJajo la forma de derecho. Pero aue para que aparezca como tal, el 
derecho· histórico o positivo necesita recurrir al concento de compe­
tencia, pues "toda norma creada por un poder competente es jurídica". 
(7). 

4.-CRITICA.-Consideramos con García Maynes que él mis­
mo destruye su tesis, ya que la competencia no es un fen5meno 

6.-Cita de GARCIA MAYNEZ. Pág. 497, Cap. l. Op. Cit. 
7 .-Cita de CARCIA MA YNEZ. Pág. 496. Cap. l. Op. Cit . 
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natural, sino una creación normativa, que viene a dar validez a los 
actos que ejecuta el poder que es competente. 

5.-TESIS DE KELSEN.-Kelsen nos dice, que la validez del 
orden jurídico se deriva de la Constitución y que la validez de ésta 
Constitución se basa a su vez en otra Constitución, más antigua, 
para llegar finalmente a la primera Constitución, qué es el postula· 
do de donde depende la validez de todas las normas de un sistema 
jurídico. 

Dice "que debe uno conducirse en la forma en que lo mandaron 
el individuo o individuos que establecieron la primera Constituc1ón 
(8) ésta es la norma Hipotética Fundamental de donde deriva Kel· 
sen. la validez de la primera Constitución que viene a dar el funda­
mento de todo un orden jurídico. 

La norma Hipotética Fundamental -expresa Kelsen- es una 
hipótesis lógica de validez, que existe en el pueblo, por considerar 
a la primera Constitución válida. 

Si aceptamos el orden internacional -continua diciendo Kel· 
sen- los diferentes órdenes nacionales se encontrarán fundados en 
la norma general de derecho internacional, y entonces la norma bá­
sica del orden jurídico nacional no será ya un simple supuesto del 
pensamiento jurídico, sino una norma jurídica positiva. Se tratará 
de una norma del derecho internacional, aplicada al orden jurídico 
de un estado concreto. Si aceptamos la supremacía del orden inter· 
nacional sobre el nacional, el problema de la norma básica se desvía 
del orden jurídico nacional al internacional. Entonces la única nor­
ma básica. no creada por un procedimiento lecral, sino supuesta en el 
pensamjento jurídico, será la norma Hipotética del Derecho lnter· 
nacional. 

6.-CRITICA.-En ambos casos ya sea que se trate de afirmar 
la supremacía del orden Internarional o el N:tcional. la dificultad 
de la validez o fundamentación del derecho subsiste. pues en ambas 
hipótesis se trata como dice García Me.ynes. d~ normas límites que 
es imposible justificar jurídicamente. 

Kelsen trata de justificar el derec11o positivo, por el mismo de· 
recho positivo a través de su Norma Básica Fundamental, haciendo 
a un lado los problemas fundamentales de la Filosofía del Derecho 

8.-HANS KELSEN. Pág. 1 19. El orden juridico. Op. Cit . 
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por considerarlos metajurídicos, y desconociendo también Ja realidad 
de los problemas sociales, que el derecho va a re~1lar. es decir, M 
trata de la validez del derecho positivo en un sentido formal, consi­
derándolo como un problema de. técnica jurid'ca, pues para resolver­
lo, dice, no hace falta traspasar los límites de la legislación vigente. 

Consideramos. en contra de Ke1sen, que es esencial p3.ra lle<:?;ar 
a un concepto verdadero del derecho, el recurrir tanto a la Filosofía 
del Derecho como a la Sociología, pues la primera nos va a dar la 
esencia, el ideal del derecho y la segunda la base real sobre la cual 
descansa éste concepto. 

d) LA VALIDEZ MATERIAL DEL DERECHO.-

Estamos de acuerdo con Radbruch en que el concepto de Derecho 
se basa, en primer término, sobre la Naturaleza del Hombre v en 
segundo sobre la Naturaleza de las Cosas. La naturaleza del hombre 
la integra un elemento inmutable que es, su ser racional, la que le 
sirve para descubrir sus ideales, para llegar a su perfeccionamiento 
o degradación. 

La naturaleza de las cosas. el significado cosa, dice Radbruch es 
el de "materia o sea factores reales de la l~slación" (9) son los 
e:-·.toclos naturales, sociales y jurídicos que el lei?islador se encuentra 
y que somete a su reglamentación. 

Las cosas por lo tanto son la materia, el objeto que va a regular 
el derecho, y su naturaleza es el sentido que se debe dar en formq ob· 
jetiva a las relaciones que surgen entre las cosas. Este sentido debe ir 
orientado hacia la realización de los ideales que marca la ra7.ón hu· 
mana, que es inmutable. La naturaleza de las coc;:as- continúa d\· 
ciendo Radbruch- es la respuesta de, como una relación de vida pue­
e ser pensada como realización de una determinada idea de valor. (10) 

La naturaleza de las cosas ve la posibilidad de realizar en d~ter­
minado ambiente los ideales jurídicos que nos van a llevar a una ar­
moniosa convivencia. De esta manera vemos aue al adantarse ~stos 
jdeales, el derecho tiene que llev8r en sí las "huellas del ambiente 
hi~tórico" (11) que va a regular. Toda idea de valor está destin::tda 
a una determinada materia y se halla también, por tanto, determinada 

9.-GUSTAV RADBRUCH. Pág. 26. Cap. l. Op. Cit. 
1 0.-GUST AV RADBRUCH. Pág. 26. Cap. l. Op. Cit. 
t 1.-CUSTAV RADBRUCH. Pág. 29. Cap. l. Op. Cit . 
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por eUa. La idea de justicia, dice Radbntch, se refiere a la conviven· 
cia y acusa claramente en su esencia misma éste destino. 

Por lo anterior, concluimos que el derecho positivo no por el 
sólo hecho de tener el apoyo del poder, puede ser considerado como 
tal, sino que para que tenga validez es necesario que no desconozca 
la realidad social que va a regular y además debe regirla en la me­
jor forma posible :oara realizar los fines que se propone. 

El derecho positivo. creemos que por una parte es una regla de 
la vida social y por otra U!la obra de !a razón. Pues es como dice 
Delos "obra de la razón del legislador esclarecida por la ley natural 
e instruida por las necesidades sociales de un pueblo y en una época 
determinada". (12). 

El hombre. como ente social que es, forma a la sociedad y una 
de las creaciorn~s dE' ésta es el derecho. así la creación derecho posi­
tivo la hace para realizar los fines que le son propios 

La sociedad por encontrarse en constante dinamismo se da sus 
propias leyes para regular su a~tividad y por esto Duguit nos dice 
que "el fundamento de todo derecho es la solidaridad social", (13), 
pues negando el f!erecho subjetivo no conoce más que un derecho 
objetivo creado por las reacciones del medio social y por las "masas 
de los esníritus" (14). Lo que anima a esas reacciones son los fines 
que persigue la utilidad colectiva que viene a ser el origen del dere· 
cho. . 

1.-TEORIA INSTITUCIONAL DE HAURIOU.-A continua· 
ción estudiaremos la Teoría Institucional de Hauriou, que nos da un 
concepto sobre la personalicad de las sociedades, para desnués ver la 
adaptación que hace de ella Renard, al enfocarla al estudio del orden 
jurídico y su normas. 

Hauriou nos dice que "el elemento integrante de cualquier insti· 
tución es el fin que ésta persigue, pues todo cuerpo constituíclo lo es 
para la realización de una obra o de una empresa. Así el elemento 
más imoortantP de teda institución corporativa es aquél de la IDEA 
DE OBRA A REALIZAR en un grupo social en provecho de PSe gru­
po". (15). 

12.-IOSE T. DELOS. Los Fines del Derecho de Daniel Kuri B. Pág. 49 - l. 
Imprenta Universitaria. Segunda Edición. 

13.-Cita de JOSE T. DELOS. Pág. 51·1. Op. Cit. 
14.-Cita de JOSE T. DELOS. Pág. 51·1. Op. Cit. 
15 .-Cita de JOSE. T. DELOS. Pág. 5 7·II. Op. Cit. 
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La idea de oora a realizar e::> la idea madre de la fundación, pues 
viene a ser el fin perseguido no sólo por los fundadores, sino por la 
sociedad misma, durante todo el tiempo que dura su existencia. Es 
el principio de organización que se da a sí misma, el fun:1amento de 
leyes que se impone. 

Hauriou distingue "la idea directriz de la empresa" y el "fin". 
(16). Pues, dice: el fin puede :::er considerndo como exterior a la 
empresa y en cambio la idea directriz es interior. Delos considera 
en contra de la opinión de Hauriou, que el fin y la idea directriz 
forman una sola cosa, pues según éste autor, lo que sucede es que 
ejerce una doble función; la idea directriz existe antes que el grupo, 
y es precisamente ella Ja que le proporciona un fin y un programa 
a los fundadores. Una vez hecha la fundación y habiendo entrado el 
grupo en la categoria de la "continuidad y de la duración" (17) 
-agrega Delos- la idea directriz conserva su superioridad porque 
permanece siendo el principio vital de las instituciones sociales, es 
ella dice Hauriou, la que les comunica una vida propia, separable de 
aquella de los individuos que la integran. 

Renard transporta estas ideas al derecho positivo y dice. que 
.toda ley positiva es una actualización de un pensamiento y voluntad 
del cuerpo social que la engendra. Cada regla de derecho es una 
idea encaminada hacia la realización del fin del Estado; así cada 
üna ·de estas reglas forma parte de la concepc\ón de orden jurídico, 
que como dijimos. al principiar nuestro estudio, es el conjunto ar­
mónico de normas jurídicas destinadas a realizar sus propios fines. 
Pues los fines a que tiende cada una de las leyes cuando se relacio­
nan y forman un conjunto coherente, vienen a constituir el orden 
jurídico de una sociedad. 

1 6.-Cita de JOSE T. DELOS. Pág. 5 7-11. Op. Cit. 
17.-Cita de JOSE T. DELOS. Pág. 59-11. Op. Cit . 
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CAPITULO 11 

LA TELEOLOGIA JURIDICA. 

SUMARIO. 

a) La justicia: 1.-La justicia general o legal: 2.-La 
justicia distributiva: 3.-La justicia conmutativa: 4.-La 
equidad. b) La seguridad jurídica. c) El bien común. 



Dijimos en nuestro C'apítulo anterior que el orden jurídico queda 
constituido, cuando los fines de cada una de las leyes que lo integran 
se relacionan y forman un conjunto coherente en una sociedad de­
terminada. Por lo que ahora vamos a ver cuales son los fines a los 
que tienden estas normas, para obtener una validez objetiva inde­
pendintemente de su validez formal, 9or estar derivadas de la ley 
Suprema (Constitución) y no encontrarse en contradicción con 
ella. · · 

Son tres los fines a los cunles tiende el derecho para obtener 
validez: LA JUSTICIA, LA SECURIDAD JURIDICA y EL BIEN 
COMUN. 

Vamos a estu.diar cada uno de estos fines para ver la fol'ma en 
que funcionan .orientando al derecho, y cual es la jerarquía que Em· 
tre ellos existe. 

a) LA JUSTICIA, 

La justicia es un valor al que tiende el derecho para regir las 
relaciones humanas con un criterio de igualdad y coordinar las ac· 
ciones al bien común de una sociedad. 

La noción de igualdad que implica la justicia -dice el Maes­
tro Preciado HernándeZ- no es una noción convencional. sino que 
está fundada en la naturaleza sociable, racional y l;bre del hombre, 
y por tanto -continúa diciendo- constituye esta noción la expre­
sión objetiva del orden ontológico referido al hombre en su doble 
aspecto individual y social. (1). 

· 1.-RAF AEL PRECIADO HE.RNANDEZ. Lecciones ele Filosofía clel Derech<;> 
Págs. 217 y 219. Cap. XV. Editorial Jue. Segunda Edición. · 
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La esencia de la justicia es la igualdad. la que pued2 ser, una 
igualdad absoluta que es la que impera en las operaciones de cam­
bio regidas por la justicia conmutativa, en la que sólo se toman en 
cuenta los objetos de la relación, haciendo abstracción de las per· 
&onas, o una igualdad proporcional cuando toma en consideración 
no sólo lo<; objebs de la relación, sino también a las personas que 
en ella intervienen, viendo sus notas individuantes, que se tradu­
cen en desigualdades de capacidad, riqueza, poder, etc. 

Platón consideraba a la justicia no sólo como un valor exclusi­
vamente social, sino también como un valor individual, pues decía, 
que ésta .última <;>ra la medida de la conducta estrictamente indivi· 
dual, ya que regula la armonía entre las distintas partes o poten­
cias del alma, sujetando los apetitos sensibles a la voluntad v ésta 
a su vez se encuentra subordinada a la razón o sabiduría. Ec; de· 
cir, que ésta justicia establece la jerarquía entre las tres facultades 
del alma y al ser observada ésta en la vida interior del hombre, 
hace de él un c;er armonioso y por tanto una persona justa. 

Aristóteles calificaba de metafórica la idea de justicia indivi· 
dual, .de Platón. pues dice, qt,Ie !a justicia implica s~empre relación 
a otro. Santo Tomás de Aquino al respecto de éste tem,a dice, que 
la justicia significa, ajustamiento en las cosas, q:ue iguala las cosas 
y esa igualdad siempre es en relación a otro. 

Estos dos fHósofos sin embargo aceptan que analógicamente, 
la justicia regula los actos internos del hombre, o sea, que establece 
la jerarquía entre las diversas facultades del alma, haC'iendo así 
al hombre justo. 

Por el momento sólo nos ocuparemos del estudio de la justicia 
como valor sociaI. que es el que le interesa al jurista conocer, por 
ser el derecho una relación social y la justicia uno de los fines que 
persigue . 

. La justicia social. se divide en: Justica general o legal, justi· 
cia distributiva y justicia conmutativa. 

1.-LA .JUSTICIA GENERAL O LEGAL.-Se realiza en rela­
ciones de integración de la sociedad y no en relaciones interindividua· 
·les, ya que exige que cada uno de Jos miembros de la comunidad, 
ordene sus actos adecuadamente al bien común. Esta justicia es la 
que integra al individuo en el cuerpo social y lo liga a él. 

La justicia general exige la ordenación de los actos al bien co· 
mún, en una forma de igualdad proporcional, pues ve la situación 
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de cada uno de los miembros de la sociedad, para exigirles adecua­
damente, dentro de su capacidad la forma de cooperación a que ha 
de estar obligado. Es decir, que el criterio de igualdad que ha de 
regir en la justicia legal, es el de igualdad proporcional. 

En la justicia general o legal el sujeto activo de la relación es la 
sociedad. y el sujl-'to pasivo son tanto los particulares como la<:: auto­
ridades, y estas últimas por encontrarse también sus actos orienta­
dos a la realizacic',n del bien común de la sociedad. 

2.-LA JUSTICIA DISTRIBUTIV A.-La justicia legal o gene· 
ral tiene como contraparte a la justicia distributiva, que es la que 
asegura a caña uno de los mi.embros clp la !'O~iedad, 10'3 beneficios 
que les correspm;den en el bien ~omún. 

La justicia legal aseg11ra la trascendenda del bien común; la 
Justicia distributiva asegura su retorno al hombre, en quien se rea­
lizan los valores sociales. 

La justicia distributiva rige también en las relaciones con un 
criterio cte igualdnd proporcionaL por ver la ca!)acidad con que cada 
individuo contribuyó al bien común y de esta manera regir la parti­
cipación que les corresponde en aquél bien. Aquí el suieto activQ 
de la relación es cada uno de los miembros de la soc~edad y el 
sujeto pasivo es la autoridad, como rep1.·esentante que es de la comu­
nidad. 

Vemos, por lo anterior. que la misma relación social se encuen­
tra regida por la justicia general y por la distributiva, según se to­
me como sujeto r:iasivo n los m;embro<; df' ia ~nciPdad o a l='l comu­
nidad como persona jurídica colectiva. Y esto lo comproharemos 
mediante un ejemplo: en la relación tributaria. se exige que los par· 
ticulares contribuyan con lo.;; impuestos, en 1a forma oror:orc;onal 
que marquen las leyes. seQ;lln la c~nacidad contributiva de cada 
persona. Así vemos, que si. la autoridad impone una carga trib•tta­
ria mayor a una persona, de acuerdo con su caoacidad contributiva, 
se encuentra violando la .iusticia c'listributiva. aue es la que imnone 
una igualdad proporcional a lo.;; narticnlare':l en la participac:ón del 
bien común (tanto en los beneficios como en la-; cargas), y de acuer· 
do con ella la persona individual esh'i facultada para reclamarle a 
Ja autoridad que observe la justicia distributiva que le proteje. En 
cambio, si el particular defrauda al fisco, mHnifestn.nrlo qua. su ca­
pacidad contributiva. es inferior a Ja nue en realidad tiene para con­
tribuir con Jos impuestos. la autoridad tiene derec1,o para exigirle 
su contribución exacta. de acuerdo con su ca;Jac:dad contributiva, 
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por encontrase protegida por la justicia legal o general, que da de­
recho a la sociedad para exigir en forma proporcional a Jos particu­
lares su contribudón al bien común. 

Vemos, así que las relacione<> que rigen la justicia general y la 
distributiva, son relaciones que podemos lla.inar de inte.-:;ración y 
subordinación, por no encontrarse las personas colocadas en un mis· 
mo plano. 

3.-LA JUSTICIA CONMUTATIVA-Esta justicia rige las ope­
raciones de cambio, pues ella sólo compara !os objetos de la relación 
que regula, sin oruparse de la situación de las personas, es decir, 
que el criterio que la rige es el de una igualdad absoluta y no de una 
igualdad proporcional, como es el criterio que impera en la justicia 
legal y distributiva. 

La justicia conmutativa ve la equivalencia entre la prestación y 
la contraprestación, entre Ja infracción y la sanción. sin importarle 
la situación de las personas que intervienen en la relac:ón. 

Las relaciones que rige ésta justicia son re1aciones de coordina· 
ción, por considerar en un mismo plano a las personas que en ella 
intervienen. 

Los anteriores criterios de justicia son los que le sirven de guía 
al derecho para regir todas las relaciones sociales que se encarga 
de regular para realizar, en ésta forma una perfecta armonía en la 
vida racional y llegar así al bien com(m que busca la naturaleza so­
cial del hombre. 

4.-LA EQUIDAD.-La justicia, como Ja norma jurídica a la 
cual sirve de guía tiene carácter general. Así. cuando vamos a 
aplicar un precepto jurídico a determinada sfü1ac;ón de hecho, debe­
mos analizar el caso concreto y las personas que en ella intervienen, 
para aplicar adecuadamente el precepto dentro del cual encaja la 
situación que él rige, en forma de hipótesis. Al hacer lo anterior, 
o sea, al estudiar el caso concreto y aplicar la norma que adecuada· 
mente rige esa situación, surge el criterio de equidad, él que presu­
pone a la justicia, pues es Ia aplicación prudente de las normas ju· 
rídicas al caso concreto, tomando en cuenta las circunstancias parti­
culares del mismo. con miras a asegurar los fines esenciales {justi­
cia, seguridad jurídica y bien común) del derecho, para que preva­
lezcan sobre las exigencias de la técnica jurídica. 

Después de hacer el estudio de Ja justicia y la equidad, y ver que 
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estos dos criterios no se deben confundir, pues una tiene carácter 
general y el otro particular, así como también que la equidad i:>re· 
supone a la justicia, vamos a estudiar el criterio de seguridad jurí· 
di ca. 

b) LA SEGURIDAD JURIDICA. 

Es el fin del derecho que se relaciona más con su aspecto posi­
tivo técnico y sociológico, que con su aspecto racional o ético. Debido 
a lo anterior es por lo cual se le ha considerado como el fin espe­
cífico del derecho, como así lo afirma el jurista Italiano Giorgio 
Del Vecch!o en s:J Filosofía del Derecho. pues dice: "el hombre tan· 
to en su relación con la naturaleza, como en sus relaciones sociales 
desea "el saber a que atenerse" o sea la certeza en lo que pueda 
hacer o en lo que puedan hacer en su contra" (2). 

Esta certeza en el orden social -continúa diciendo Del Vec­
chio- sólo la puede determinar el derecho, que es el que sirve para 
asegurar la situación de la persona en la vida relacional. Por lo 
que se !lega a concluir que la s2guridad jurídica es el "fin funcio­
nal fundamental del derecho" (3) ya que el1a es la que da certeza 
en los fines que se pretenden en el derecho. los que pueden ser jus· 
tos o injustos. Pues la justicia, que es el valor supremo del derecho, 
sirve sólo para justificar un orden jurídico, y no porque deje de ser 
justo deia éste orden de ser jurídico, pues la esencia de lo jurídico 
no se afecta porque el ordenamiento sea iniusto, ya que lo jurídico 
consiste, para Del Vecchio~ en el aseguramiento de un orden en los 
hombres. 

Consideramos, efectivamente, que la seguridad jurídica es un fin 
esencial del dererho, pues sin ella las reladone.:; entre los hombres 
no serían regu!adas con firmeza. sino que, dejaría a cada inrUviduo 
actuar como ffi(>jcr le conviniera. pasando de una vida social organi­
zada a la anarquía; pero t::i.mbién debemos ver que sí sólo quedara 
la seguridad jurídica sin la justicia, el orden que hubiera en In socie­
dad. serín un orden injusto. imp1·csto por la fuerza y por tanto, no 
se encontraría encaminado a rea1i2ar la at'monía social que es a lo 
que aspira la justicia, por medio de su critt?rio esenc;al de ieualdad, 
quedando por eso, sujeto éste orden a ser roto por medio de una 

2.-GlORGIO DEL VECCHIO. Filosofía del Derecho. Pág. 236·XI. Editorial 
VT'EHA. 1946. 

3.-GIORCIO DEL VECCHIO. Pág. 237-Xl. Op. Cii . 
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revolución y también sus normas serían combatidas por la resisten· 
cia de las personas a quienes ella rija. 

Radbruch nos dice, que el problema del fin del derecho, plantea· 
do con rebción a los bienes éticos. tenía que desembocar en el rela· 
tivísmo. Pues, la justicia es un criterio formal, que carece de con· 
te;:iido, ya que ésta da la forma a las normas jurídicas, es decir, 
proporciona el criterio de igualdad en el trato para todos y además 
exige la generalidad de la reglamentación legal. El contenido de la 
norma jurídica se determina en cambio, por otro principio, que for­
ma parte también de la idea del derecho y es el del principio de la 
adecuación a fin. (4). 

La justicia -continúa diciendo Radbruch- para poder de ella 
derivar las normas jurídicas, tiene qu.e complementarse con otro 
factor: la finalidad. La idea de finalidad encierra lo que debe ser. 
(5). 

La idea del rleber ser es tomada por el derecho de la ética, la 
que se encuentra dividida en dos partes: La toría de los bienes y la 
teoría del deber ser. Los bienes son los va.lores que forman el con· 
tenido de los deberes. (6). 

La teoría de los birnes distinrrue tres clases de valores con arre­
glo a lR naturnleza dE> sus soportes: la personalidad individual, la 
personalidad colectiva y la obra cultural. Según la jerarquía de 
ec;;ta"'. tre<: cla.ses de valores. se d!stinq;nen tres sistemas de valores: 
El individualista, el supraindividualista y el transpersonarsta. (7). 

Las formas de convivencia que corresponden a estos exo1:ientes 
de valor son: La sociedad, la colectividad y la comunidad. (81. 

Los ideales de estas formas sociales son: la libertad, el poder y 
la cultura. Dentro del ideal JibP.ral han surgido: el liberalismo, el 
socialismo y la democracia. La democracia confiere al hombre una 
libertad formal y el socialismo una libertad material (libertad eco­
nómica). (9). 

4.-GUSTAV RADBRUCH. Introducción a la Filosofía del Derecho. Pág. 35· 
11. Fondo de Cultura Económica. Primera Edición. 

5.-GUSTAV RADBRUCH. Pág. 35-II. Op. Cit. 
6.-GUSTAV RADBRUCH. Pág. 35-11. Op. Cit. 
7.-GUSTAV RADBRUCH. Pág. 36·ll. Op. Cit. 
8.-GUST AV RADBRUCl-1. Pág. 36·11. Op. Cit. 
9.-GUSTAV RADBRUCH. Pág. 36-11. Op. Cit. 
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La teoría orgánica, supraindividualista cuyo ideal es el. pcx:ler, 
es la base de los poderes autoritarios o conservadores. Los miembros 
del estado existen gracias a éste último. 

La concepción transpersonalista, cuyo ideal es la cultura, ha 
cobrado fuerza en la actualidad para unificar a los diferentes pue­
blos. El orden jerarquico de estas tres clases de valores no se puede 
establecer en forma inequívoca. Sino que. la decisión la tiene que 
tomar el individuo, como asunto privativo de su conciencia. La cien· 
cia se limita a presentar estos valores ~ara que el hombre los conoz­
ca y contribuye a su decisión de tres maneras: a) desaITollando ;qe 
un modo sistemático y completo !as posibles valoraciones; b) expo­
nienrln l~ medios para su realización e indirectamente. las conse­
cuencia 8. rme condncen: e) poniendo al descub:erto l~s particula­
res concepciones del mundo que sirve de base a toda actitud valora­
dora. Este relativismo -dice Radbruch- enseña al individuo por 
tre~ caminos. si no a conocer lo que debe hacer. si a saber lo gue 
re8Jmente quiere, lo que debe querer. siempre y cuando que se some­
ta a Ja ley de la consecuencia en sus actos. 

' ·'!. 

El. problema de los bienes del derecho nos obliga, a una resigila. 
cic'n relativista de Ja teoria sobre la esencia general del deber. El 

' derecho tiene por misión hacer posible el· cumplimiento de fos · dé­
. beres éticos. El cumplimiento de estos deberes tiene su fuerza 'en ·i el 
mismo concepto y surge por la voluntad libre del hombre, por ló que 
el derecho no debe impedir esta libertad, sino ~arantizarla; en esto 
es donde radica la esencia de los derechos del hombre. ·' · .·. · 

Con esto r:;e justifica y demuestra la necesidad del. libeiralismo 
como factor necesario de la concepción democrática o socialista,· e 
incluso de la concepción autoritaria del estado. 

El relativismo, al cual desemboca el problema de los fines del 
derecho, hace imposible definir al derecho justo y por és?. razón 
......:continúa diciendo Radbruch- sólo lo nodemós estatuir cuando 
aparece un poder con suficiente fuerza· para imponer lo estatuido. 
La seguridad jurídica se cumple sólo mediante ·la positividad :. ·ael 
derecho. (10). 

La seguridad jurídica se puede concebir en tres formas: .H. 
Seguridad .por el derecho, que es la que se tiene contra el )lomic~dio, 
los peligros de la calle, etc. Esta seguridad -dice· Radb'rueh- es 

10.-GUSTAV RADBRUCH. Pág. 40-11. Op. Ci~ . 
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elemento del blen común, pero· a la vez im:;>lica una certeza en el 
dereoho. 2) La certidumbre en el derecho exige la perceptibilidad 
cierta de la norma de derecho, o sea, el conocer el contenido del de­
recho en ·vigor. Esta certeza para que no resulte ficticia se necesita 
apoyar P.n la tercera forma de seguridad; 3) Que la seguridad vaya 
contra las modificaciones arbitrarias del derecho. (11). 

· La S(lguridad jurídica reclama la vigencia del derecho positivo; 
pero, la necesidaá a que responde puede hacer que, estados de hecho 
se conviertan .(ln estados jm·ídicos y hasta que el desafuero cree 
derecho. 

La seguridad jurídica exige la generalidad de las normas, . por 
Jo que llega a encontrarse y confundirse con Ja justicia. 

EJ valor de !a seguridad jurídica resulta de su utilidad para el 
bien común y no es un valor absoluto como la justicia. 

Bentham rlice que !a seguridad jurídica es el signo decisivo de 
la civilización, ya que la seguridad es la que une nuestra vida pre­
sente con nuestrq yida futura. 

Radbruch expresa que hay Ja posibilidad que-se presenten con­
f]jctos entre Ja seguridad jurídica y la justicia, pero que su c;;olución 
i;lebe ser cuestión de grado, pues como la seguridad es una forma de 
la justicia, cuando hay un conf!icto, éste es de la justicia consigo 
misma. Y el conflicto no puede resolverse unívocamente: "allí donde 
la injusticia del derecho positivo alcance tales proporciones que la 
seguridad jurídica garantizada por el derecho no represente ya nada 
en ·comparación con aquel grado de injusticias, el derecho positivo 

· .deberá ceder el paso a la justicia. Sin embargo por regla general 
la seguridad juridica que el derecho positivo confiere justificará, en 
cuanto forma. menor de la j1'sticia, la validez del derecho positivo 
en cierta medí.da injusto". (12). 

Al referirse Radbruch a la validez del der(lcho, dice~ que ésta 
no la podemos basar en normas de derecho positivo, sino en un valor 
suprapositivo que es: la segurid1:l.d jurídica. (13). 

Consideramos que en el punto anterior, el jurista de Heidelberg 

. 11.-GUSTAV RADBRUCH. Los Fines del Derecho por Daniel Kuri B. Pág. 
· 106. Imprenta Universitaria.· Segunda Edición. 
12.--GUSTAV RADBRUCH. Introducción a la Filospfía del Derecho. Pág. 44-

11. Fondo de Cultura Económica. Primera Edición. 
13.--GUSTAV RADBRUCH. Pág. 5 l ·111. Op. Cit . 
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está equivocado; pues, la seguridad jurídica es un valor esencialmen· 
te positivo y no un valor suprapositivo, ya que se basa fundamental-
• mente en la efectividad del derecho. 

En nuestro concepto, la seguridad jurídica viene a garantizar 
.el valor supremo del derecho, que es la justicia, fin hacía el cual 
tiende el ordenamiento jurídico, para alcanzar su validez objetiva. 

Continuando el examen de la tesis de Radbruch, éste dice que la 
seguridad jurídica a veces se vuelve contra el derecho positivo para 
imponer un ordenamiento jurídico nuevo. por Ejem: en las revolucio­
nes o por la fuerza de la costumbre. (14). 

Así, si es verdad que la segu!idad jurídica da validez al derecho 
positivo en la mayoría de los casos, no es menos cierto que, en casos 
excepcionales, tratándose de leye~ extraordinariamente injustas, ca· 
be también la posibilidad de de~conocer la validez de tales leyes, 
por razón de su injusticia. 

Consideramos que la Teoría de Radbruch interpretada en forma 
moderada es verdadera, pero vemos que, desgraciadamente puede 
quedar sujeta, a ser manejada para la justificación de regímenes 
despóticos y como él dice "lo más que podemoq hacer es estatuir el 
derecho cuando existe un poder suficientemente fuerte que imponga 
lo estatuido". (15). Esto lo afirma, por considerar que el criterio 
de las personas sobre la justicia es variable. "pues como· éste es un 
criterio formal puede cambiar de acuerdo con las condiciones per· 
sonales de cada sujeto. Así nos dice. que es necesario que el órgano 
que tiene el poder, diga que es lo que considera como justo de acuer· 
do con las condiciones de vida del pueb!o que va a regir. Creemos en 
contra de Radbru.ch, que la persona que detenta el poder. no puede 
decir que es lo justo, pues éste Ps un valor absoluto al cual tiende 
el. hombre en su dimensión social, para vivir en ar.moní::i. con. sus 
semejantes. así que el gobernante lo que tiene que hacer, es observar 
éste valor para que exista paz en la sociedad que rije. 

Las convicciones de la vida del pueblo, son los fines· a los cua­
. les tiende una organización social, los que son tres según la natura· 
· ieza del soporte en que descansa el fin a perseguir: Ja personalidad 
individual, la personalidad colectiva y la obra cultural. 

Radbruch como vimos hace el análisis de cada .uno de estos fi· 
nes y nos dice. que de acuerdo con ellos existen tres clases de valores: 

14 ,.:.._GUST AV RADBRUCH. Pág. 41-Il. Op. Cit. 
15.-GUSTAV RADBRUCH. Pág. 40-11. Op. Cit. 
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el individualismo, el supraindividualismo y el traspersonafümo; y 
~~.formas_ que corresponden a cada uno de estos valores son: la so-­
c'eclncl la colectMdad y la comunidad. Los ideales de estas formas 
son: la libertad, etpoder y la cultura. Dentro de la libertad, que es el 
ideal que persegtiimos en la actualidad, han surgido las teorías y 
organizaciones que se han llamado: el liberalismo, el socialismo y 
la: democracia. . . 

Así que consideramos, que de acuerdo con el fin al cual tiende 
nuestra sociedad, de acuerdo con el fin que persiga el pueblo, sí te­
nemos Una idea clara de la justicia que debe regir las relaciones so­
ciales y no como dice Radbruch, que es imposible definir el derecho 
justo, pues podemos darnos cuenta de cuando un poder está obran­
do injustamente en detrimento de nuestros derechos, pudiendo en 
ésta forma organizar la resistencia en contra del poder que obre 
despóticamente. 

Y a vimos como funciona la justicia legal o general y la distri­
butiva, que son las que llevan a la integración del bien común y tam­
bién a la participación a la cual tenemos derecho de ese bien común; 

·así la segliridad jurídica viene a ser el elemento de hecho que sirve 
para garantizar, que· el criterio racional de la justicia sea cumplido, 

. tanto por los particulares como por las autoridades. 

De esta m~nera, vemos que la seguridad jurídica viene a garan­
tizar la situación del individuo en sociedad, impidiendo la modifica­
ción de su derechos, personas, bienes, etc. sólo mediante procedi-
·mientos societarios. La seguridad jmidica presupone un ordena­
miento jurídico eficaz; y está ligada a un hecho de organización so­
cial. 

: , · . La certeza q~e tenemos de que nuestra situación no será modi­
fic~da, nos .da a la seguridad jurídica en sentido subjetivo, la que 
til:me que estar fundada en el estado social que nos protege, o sea, 
en la seguridad jurídica en senttdo objetivo. Por eso. dice Radbruch, 
la seguridad· jurídica y la justicia son generales, pues sólo regulan 

· las relaciones y además se encuentran destinadas a proteffer las 
'personas. Sólo que la justicia es el valor absoluto que persigue el 
derecho y la seguridad jurldica es un valor que sirve para garanti­
zar. la justicia. Pues la seguridad es la que da el elemento positivo 

. dela eficacia. c}el .derecho. . 

Debido a lo anterior consideramos, que cuando la seguridad ju­
rídica se opone a la justicia, o sea. que cuando una norma que efec· 
tivamente es impuesta por ~l estadq y resulta ser i~justa, propiamen-
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te no encontramos un estado de seguridad en ella ya oue esa norma 
se e.ncuentra contra1:iando el valor suprem~ del d~recho y por tanto, 
los ideales de la sociedad. Encontramos mas bien en esa norma un 
estado de inseguridad jurídica, destinado a ser destruido por l~ re­
sistencia de los particulares y quizá por las mismas autoriades. 

Lo que decimos de una norma particular lo podemos aplicar tam­
bién, para todo un ordenamiento jurídico; pues es evirlente- que cuan­
do éste no realiza el criterio de igualdad, que persigue la justicia, es­
tará sujeto a ser abolido mediante una revolución. Por esto conclui­
mos que no puede haber oposición entre los criterios de justicia y 
seguridad, sí se toman cada uno de estos conceptos en la verdadera 
función que desempeñan, sirviendo de fines al derecho y no a la fuer­
za que va en contra de la naturaleza misma del hombre, que es ma­
teria y espíritu a la vez. 

e) EL BIEN COMUN. 

Santo Tomás de Aquino dice., que el b1en común, no está forma­
do por el conjunto de bienes individuales de las personas, sino que es 
un bien específico de la sociedad, constituído por el esfuerzo coor­
dinarfo de toéloc:; los miembros quP. intc~ran a. 1ma comunidad. O sea, 
que comprende valores que no pueden ser realizados por un individuo 
sólo, sino por una actividad conjunta de los miembros de una socie­
dad, tales como son: el orden social, el derecho, la autori?ad, el ré­
gimen político, la unidad nacional de un pueblo, la paz social, etc. 

La definición que dá Delos de bien común, a la cual nos adheri­
mos, es la siguiente: "El bien común es el conjunto organizado de 
las condiciones sociales, gracias a las cuales la persona humana pue­
de cumplir su destino natural y espiritual". (16). 

El b!en común consiste en la conservación de la unidad social y 
todo lo aue a ella concierne; realizando también la conservación y 
el perfecéionamiento de todos y cada uno de los indiv!duos por me­
dio de la sociedad, pues es la socied<J<l P.l flmbiente donde vive y se 
desarrolla el hombre, de manera que el bien común, como dice Delos 
es el "conjunto de condiciones sociales", (17) que sirven al indivi­
duo para facilitarle y ayudarle a realizar su perfeccionamiento ma­
terial y espiritual. 

16.-JOSE T. DELOS.-Los Finea del Derecho por Daniel Kuri B. Pág. 64·111. 
Imprenta Universitaria. Segunda Edición. 

17.-JOSE T. DELOS. Pág. 64-III. Op. Cit. 
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El bien común no sólo aprovecha, á tódos, sino que además para 
constituirse requiere el esfuerzo conjunto de todos los miemhros de 
la sociedad, y así e! criterio conforme al cual se regula la forma en 
la ·que han de cooperar para la constitución del bien común, es la 
justicia, la que sirve también para distribuir éste bien común entre 
los particulares, asignando la p2.rte que les corresponde en él. de 
acuerdo con el esfuerzo con que cooperaron para constituirlo. 

Lo anterior no nos debe llevar a confundir al bien común con la 
justicia, pues el primero comprende objetos que no están sometidos 
a la justicia como son: el lenguaje, la ciencia, las tradiciones patrió· 
ticas. Estos bienes comunes no son obra de un sólo hombre, sino de 
generaciones, y aprovecha a todos los miembros de una sociedad. 

,-,, ', 
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FL ARTICULO 14 CONSTITUCIONAL. 
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a) GENERAIJDADES. 

Es preciso conocer la historia de nuestro articulo 14 constitucio­
nal, para comprender su razón de ser. La garantía que engendra 
la segunda p:uie del artículo 14 (garantía de Legalidad) en la 
Constitución de 1857, no es encontrada en ninguna otra constitución 
del mundo, es decir, no existen antecedentes de ella ni en la doctrina, 
ni en ninguna otra legislación. 

La garantía de Legalidad viene a dar perfiles especiales a nues- ·. 
tro Juicio de Amparo, cuyo objetivo clác:;ico es velar por el respeto 
y cumplimiento de la Consfüución; nuestro amparo, po),' ésta gara~­
tía no llena sólo el anterior cometido, sino que va mlis. allá, pues 
extiende su tutela a todo el sistema legislativo tanto F.ederal como. 
Local, y por esto último se ha aí'irmado, que más bien que un aHado 
del Federalísmo, lo es del Centrnlismo, por intervenir . examinando 
los actoc; de todas las autoridad2s, y especialmente de las judiciales; 
lesionando como decían Vallarta y Rabasa la soperanía de los. :Estaf 
dos. · " >: ;·.::::. -' 

Veamos como surgió la gar~rntía rle la exacta aplicación de las 
leyes, en la Constitución de 1857 y a su vez las demás garantías di( 
nuestro artículo 14. 

El provecto de Constitución que presentó la Comisión al Con-. 
greso de 1856. contenía los siguientes artíéulos: 

Art. 4.-"No se podrá expedir ninguna ley retroactiva, ex post· 
facto, o que alterP la naturaleza de los contratos". (1). 

1.-FELIPE TENA RAMIREZ. Leyes Fundamentales de México. 1808·1957. 
Pág. 555. Porrúa, S. A. Primera Edición. 
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Art. 21.-"Nadie puede ser despojado de sus propiedadei;; o de­
rechos, ni proscr¡to, desterrado o confinado, smo por sentencia ju­
dicial pronunciada según las formas y bajo las cond!ciones ('Stable­
cidas en las leyes del país". (2). 

Art. 26.-"Nadie puede ser privado de la vida, de la libertad 
o de la propiedad. sino en virtud de sentencia dictada por autoridad 
competente y según las formas expresamente fijadas en la ley y 
exactamente aplicadas al caso". (3). 

El artículo 4 del proyecto, que fue tomado de la Constitució!l 
Americana, no fuE> adoptado en sus términos, por considerarse re­
dundante, toda vez que la enunciación de la primera parte era la 
misma en su eontenido, que la de la segunda. El precepto en su 
última parte, no hacía sino prohibir en latín lo que ya había prohi­
bido en español. "El ~eñor Guzmán -dice Vallarta- defendió en­
tonces el artículo diciendo: "La Comisión ha empleado las palabras 
retroactiva y ex post facto no como una repetición inútil, ni para 
hablar en latín y en castellano, sino para hacer el artículo extensivo 
a toda clase d<' leyes, porque en el uso moderno se usa la palabra 
retroactiva, cu:mdo se trata de los negocios civiles y ex post facto, 
cuando c;e trata de los criminales". (4). 

La expresión latina defendida por el señor Guzmán, que contie­
ne el artículo 4 del proyecto y que fue tomada de la Constitución 
Norteamericana, Rrranca de la Carta Magna Inglesa, que se encuen­
tra redactada en latín. 

Pese a la defensa hecha por el señor Guzmán el artículo defini­
tivo sólo conservó la siguiente frase: Art. 14 "No se podrá expedir 
ninguna ley retroactiva ... "(5) quitándose la locución latina que 
contenía el articulo 4 del proyecto . 

. El artículo 21 del proyecto fue tomado del capítulo XXIX de 
la Carta Magna foglesa, que establece la garantía de la Ley de la 
Tierra, ésta es la garantía de Se:;uridad Jurídica más antigua de que 
se tiene noticias, ya que fué otorgada en 1215 por el Rey Juan Sin 
Tierra; la Carta Magna ha venido a ser el fundamento de las liberta­
des inglesas y la hase de su sistema democrático. 

2.-FE'LIPE TENA RAMlREZ. Pág. 557. Op. Cit. 
3.-FELIPE TENA RAMlREZ. Pág. 557. Op. Cit. 
4.-IGNACIO L. VALLARTA. Votos. Pág. 325. Tomo J. Imprenta Díaz de 

León. México, 1879. 
5.-EMlLIO RABASA. El Artículo 14 y el Juicio Constitucional. Pág. 3. Cap. 

l. Editorial Porrúa, 19 5 5. 
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Dice Rabasa citando una interpretación dada por Webster, en 
el caso Dartmonth College que: "Por ley de la tierra claramente 
se designó la ley general; una ley que oye antes de condenar; que 
procede por inve3tigación y que no dicta sentencia sino después de 
un juicio Significa que todo ciudadano conservará su vida. su li­
bertad,p su propiedad y sus inmunidades baio la protección de las 
reglas generales que gobiernan a la sociedad". (6). 

El artículo 26 del proyecto fue tomado de la enmienda quinta 
de la Constitución Norteamericana, que se introdujo en esa Constitu­
ción como una exigencia de las colonias para adherirse a la federa­
ción, dice en forma sencilla: "Nci.die puede ser privado de la vida, . 
de la libertad o dP su propiedad sin el debido proceso legal''. (7). 

La garantía del debido proceso legal fue definida por nuestros 
miembros de la Comisión, en el artículo 26 del proyecto. 

Al discutirse los artículo 21 y 26 del proyecto de Constitución 
varios diputados observaron que se trataba de la misma garantía, 
la consagrada en los dos artículos, sólo que mencionada con palabras 
diferentes, y considerando más claro el artículo 26, suprimieron el 
21. . 

El día 21 de Agosto de 1856, se presentó el artículo 26 del pro­
yecto al Congreso para discutirlo. En esa sesión el Diputado Gam­
boa manifestó que no podría aprobari::e el artículo 26, porque pre­
juzgaba ~obre la pena de muerte, problema todavía no resuelto, pues. 
su solución dependía de aproLarse o reurobarse el artículo 33 del 
proyecto, oue trataba de ella. Varios diputados apoyaron la oposi-, 
ción del Diputado Gamboa, por lo cual, el Diputado Cerqueda pro­
nunció un discurso, proponiendo ~e suplieran las palabras aue hacian 
mención de los bienes específicos obieto de la garantía del Debido 
Proceso Legal consagrada en el artículo 26, para suplirse por una 
fórmula general. eme dijera: "en materia civil o criminal no !':e pue­
den dictar fallos, sino acatando las garantías oropuestas por la Co­
misión". (8). Después de éste discurso la Comisión Re retiró a deli· 
berar y volvió con un artículo oue en vez de decir: "Nadie puede ser_ 
privado de la vida. de la libertad o de la propiedad. _ . " decíq: "Nadie 
puede ser juzgado ni sentenciado ... " La fórmula oue CPrqueda 
proponía, la tomaron los miembros de Ja Comisión del artíc.;ulo 9 

6.-EMILIO RABASA. Pág. 276. Cap. XIV. Op. Cit. 
7.-EMILIO RAB,\SA. Pág. 3. Cap. l. Op. Cit. 
8.-EMILI ORABASA. Pág. 1 1. Capj. 11. Op. Cit. 
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Fracción VIII de Las Bases Orgánicas de 1843, que era una Consti­
tueión Centrali<;ta, y es por ello que más adelante se ve en el Juicio 
de Amparo, cuando regula el artículo 14, que es más bien un aliado 
del Centralismo que del Sistema Federal. 

El artículo 14 quedó en forma definitiva, de la siguiente manera 
"No se podrá expedir ninguna ley retroactiva. Nadie puede 

ser juzgado ni sentenciado, sino por leyes dadas con anterioridad al 
hecho y exactamente aplicadas a él, por el tribunal que previamen­
te haya establecido la ley". (9). 

·. La reforma del artículo 26 como dijimos, se hizo queriendo sal­
var la oposición que hubo de parte de los diputados abolicionistas 
de la pena de muerte, dándose la fórmula general que comprendiera 
los diferentes bienes que se queria proteger en ese artículo, sin ha­
cer mención directa de ellos, y para esto como vimos. la Comisión 
se retiró a deli'herar, y en ec:;e intérvalo la tomó de las Bases Orgáni­
cas, dándose por terminada, en ~sta forma la oposición. 

Promulgada !a Constitución de 1857, con su artículo 14, no 
tuvo ésta en un principio aplicacion práctica, debido a los disturbios 
por los que atravezaba el país en ese tiempo. No fué sino hasta el 
aijo de . .1861 cnando se comenzó a acatar nuestra anterior Constitu­
ciq~;-:y en esá époc~ sé dieron cuenta al aplicar el artículo 14, que és­
ti;fj:!órisign_aba una garantía nueva. distinta a las anteriormentP. cono­
cjc;Ias, que ~era: La .Garantía de la Exacta Aplicación de la Ley. De­
b1cto a ec:;to, Rabasa le_ da el calificativo de espurio a éste artículo, 
pues dice que l~ com.isión a! irse a buscar la fórmula general, en una 
Constitución Centralista para evitar Ja oposición de los dinutado3 
a,bd1icionistas, qui:> contra el artículo 14 hacia, vino a consagrar una 
ga;I-antia distinta de la que perseguían, o sea. la garantía Del Debido 
Proceso Legal (Americana) o ac1tamiento di' Jp~ forrnalidade<; esen­
ciales cieJ ·procedimiento. en otrac;; palabras La Garantía de Audien-
cia., · · 

· El anterior ~rror de los constituyentes a que hace alusión Ra­
basa, ·como dijimos, vino a consagrar. una garantía nueva, n'l.cional, 
que descubriero11 lbs postulantei; en la aplicación del artículo 14. 
Surgió entonces !a controversia entre los diferentes juristas, pues 

.. unos decían, que la Constitución estaba consagrando una garantía 
contra la inexacta aplicación de las leyes, v otros se ononian a ello. 
afirmando, que nunca . el Con~tituyente hahía pensando en esa ga~ 

9.-FELIPE TENA RAMIREZ. Pág. 608. Op. Cit. 
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rantía, como asi lo confirmó Don José MRría del Castillo Velazco, 
que al sP.r intenogado, sobre si habían querido los Constituyentes 
incluir tal garantía, respondió negativamente. 

Don José María Lozano externa su opinión respecto del proble­
ma que plantea el artículo 14, en su libro titulado "Los Derechos 
del Hombre", criterio que más tarde es adoptado y ampliado por 
Dn. Ignacio L. Va!larta, cuando fué Ministro de Ja Suprema Corte 
y que Jodió a conocer en sus famosos Votos. 

Los argumentos dados por Lozana- Vallarta son cuatro: 1.­
El argumento gramatical; 2.-El argumento Auténtico Interpreta· 
tivo; 3.-El argumento Constitucional; y 4.-El argumento Filosó· 
fico. Estos se oponen o combaten la aplicación del artículo 14 en 
materia civil, aceptando la garantía de éste artículo sólo para la 
materia penal (criminal). 

b) TESIS LOZANO-VALLARTA: 

1.-ARGUMENTO GRAMATICAL.-El pronombre ''nadie" 
(10) se usa siempre en lugar de !as personas y no de las cosas, éste 

;:¡10 puede referirse nunca a las acciones, derechos y obligaciones ob­
jeto de los juicios civiles, sino sólo puede aplicarse a las personas 
responsables del derecho penal. 

Afirma Vallarta, que el Corn;tituyente no ignoró su idioma, cre­
yendo que "nadie" es sinónimo de "ninguno", pronombre substitu­
tivo de personas y cosas". (11). 

La frase "ser juzgado y sentenciado" (12) de nuestro artículo 
14, se refiere sólo a las causas penales, y no como otros suponen, 
que comprende también a los juicios civiles. Estos últimoc;; sostienen 
que "en todo juicio la persona es siempre la juzgada, ya se trate de 
delitos o de contratos, porque estos no forman entidades metafísicas, 
sino que tiene por necesidad que afectar á alguna persona". (13). 

El argumento de Lozano, al cual se adhiere Vallarta y que va 
en contra de lo f!nterior, es el siguiente: "Las palabras de que se 
sirve nuestro artículo 14, en la parte que analizamos (ser juzgado y 

10.-IGNACIO L. VALLARTA. Pág. 318. Tomo l. Op. Cit. 
11.-IGNACIO L. VALLARTA. Pág. 318. Tomo l. Op. Cit. 
12.-IGNACIO L. VALLARTA. Pág. 319. Tomo l. Op. Cit. 
13.-ICNACIO L. VALLARTA. Pág. 319 Tomo l. Op. Cit . 

• 47 . 



sentenciado) demuestran, a nuestro juicio, que se trata de materia 
criminal y no de negocios civiles. Se dice con propiedad que alguno 
es juzgado, cuando es sometido a juicio para averigm.r y d2cidir so· 
bre su responsabilidad criminal. Si se trate de negocio civil. ora se 
hable del actor o del demandado, no son estos los que son juzgados 
sino el negocio y los encontrados derechos que se controvierten". 
(14). 

En los juicios de orden criminal, sostienen esto;; autores, que el deli­
to se identifica con el responsable en tal forma, que al desaparecer 
la persona se suspende automáticamente el juicio. En cambio, en los 
juicios civiles lo .iuzgado es un negocio, o sea, los derechos contro­
vertidos, haciéndose abstracción de las personas que en el juicio 
intervienen, así pues, si desaparece e! demandado o el actor son 
substituidos por sus representantes. 

En los negocios civiles no puede decirse con propiedad que es 
"juzgada la persona" sino el negocio. menos puede decirse que aque­
lla es sentenciada. Se dice, un juicio civil ha sido sentenciado. pero 
no se puede decir que las personas que intervienen en él han sido 
sentenciadas". (15). 

En materia penal la persona es la sentenciada y no el delito, la 
persona es la que soporta la pena a que se le condena y no el delit0. 
Es absurdo e impropio decir que en una causa de homicio ha sido 
juzgado y sentenciado el delito y no el reo. 

2.-ARGUMENTO AUTENTICO INTERPRETATIVO.-La 
"exacta" (16) aplicación de la ley al hecho, de que habla el artículo 
14, rige sólo para la materia criminal y no la civil, disciplina en que 
se permite una interpretación racional. 

La aplicación exacta de la ley, es la que se hace resolviendo un 
caso comprendido en suc;; "literales" (l7) preceptos, sin élmpliarlo, 
par sujetar a su imperio otro caso que el!os no comprenrlen. En 
materia penal es O.onde sucede esto. pues se prohibe imponer por ana· 
logia y aún por mayoría de razón pena alguna que no esté de"!retada 
en una ley. y exactamente aplicable al hecho de que se trate: o sea, 
en el derecho penal, es en donde debe aplicarse la ley literalmente, 

14.-Cita de Ignacio L Vallarta. Pág. 319. Tomo l. Op. Cit. 
15.-ICNACIO L. VALLARTA. Pág. 320. Tomo l. Op. Cit. 
16.-ICNACIO L. VA'LLARTA. Pág. 336. Tomo l. Op. Cit. 
17.-ICNACIO L. VALLARTA. Pág. 332. Tomo l. Op. Cit . 
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incurriendo el juez en un atentado contra la libertad, la honra, o la 
vida del hombrE:, sino obedece lo anterior. 

Si en materia civil aplicáramos el sistema de la exacta aplica· 
ción de la ley, asentaríamos un "principio subversivo de la vida so­
cial" (18) pues la gran mayoría de los casos que se presentaren a 
los tribunales, quedarían sin resolver, por falta de ley adecuada 
exactamente al caso, y en ese mismo instante se abrirían las puertas 
al régimen de lu ~utodefensa., que ha sido abolido en los países civi· 
liza dos. 

Si por el codrario, pensamos que una ley es exactamente apli­
cable, cuando la interpretamos racionalmente, y que éste sistema 
puede ser usado en la materia penal, tendríamos la vuelta a los tiem­
pos de Carlos III en que, una ley mandaba a los jueces lo siguiente: 
''a los reos cuyos delitos según la expresión literal o equivalente de 
razón de las leyes penales del reino, corresponda la pena capital, les 
impusieren esta con toda exactitud" (19) en ese artículo, lo mismo 
en lo civil que en lo criminal se permite la interpretación judicial de 
la ley, o sea, puede ser suplido el silencio de la ley con los principios 
generales del derecho, haciendo depender la libertad y la vida del 
individuo, del arbitrio del juez. · 

El sistema de interpretación racional, ha sido desechado en la 
época modern'.l en materia penal, para evitar las arbitrariedades que 
constantemente se hacen, ata::!ando a la integridad de Ja persona. 
Prefiriéndose que en caso de cometerse un acto repugnante a la 
sociedad y no tipificado como d21ito, se dejase a la persona sin cas­
tigo, a vivir en una constante inseguridad, bajo el peligro de ser ata­
cado en nuestro ser, por realizar algún hecho que según el arbitrio 
judicial, c:;e noc; impute romo delito, sin estar prohibido por ninguna 
ley; éste era el pPligro que corrieron las personas en otros tiempos, 
en que se cometían las mas atroces injusticias. 

El sistema de la exacta aplicación de la ley y el sistema de la 
interpretación racional, son opuestos y por lo tanto, no pueden aco: 
gerse los dos en el artículo 14, pues se destruyen mutuamente. Por 
adoptar éste artículo, el primer sistema c:;eguido por el derecho pe­
nal, queda desechada la materia civil, regida por el sistema de inter­
pretación judicial o racional, en donde es necesario suplir el silencio 
de la ley por los principios generales del derecho. que son calificados 
por el arbitrio judicial. 

18.-IGNACIO L. VALLARTA. Pág. 315. Tomo l. Op. Cit. 
19.-Cita de IGNACIO L. YALLARTA. Pág. 330. Tomo l. Op. Cit 
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La interpretación del artículo 14, debe ser limitada, es decir, se 
refiere sólo a la excepción que marca la materia penal, al principio 
de interpretación judicial. 

Por otra parte, considera Vallarta, que dándose una interpre­
tación amplia ~I precepto, éste C'ontraría artículos Constitucionales 
prohibitivos de la exacta aplicación de la ley en materia civil, como 
es el artículo 17: "Nadie puede ejercer vioiencia para reclamar su 
derecho" y para que esta máxima sea obedecida -dice Vallarta­
nuestra ley añade: "Los tribunales estarán siempre expeditos para 
administrar justicia" (20). 

3.-ARGUMENTO CONSTITUCIONAL.-Si el artículo 14 se 
interpretara en forma amplia, comprendiendo la exacta aplicación 
en materia civil, "se mataría de un solo gol9e la soberanía de los es­
tados" (21) es decir, se terminaría con el sistema Federal, princi­
pio fundamental de nuestra organización politica. Por lo anterior, 
vemos que la interpretación amplia de éste artículo, no sólo contra­
ría a un precepto aislado de la Constitución, sino a todo el pensa­
miento polítiC'o que presidió la formación de nuestra Suprema Ley . 

. La gran absorción que llevaría la exacta aplicación de la ley en 
materia civil, de la administración de justicia local por la Fed::!ración 
llegaría a ser "monstruosa" (22). 

La Constitución, dice, las facultades quE> a los poderes Federales 
no estén expresamente concedidas, se entienden reservadas a los 
Estados, Por eso, Vallarta considera, que no existe un texto expreso 
en la Constitución que faculte al Poder Judicial Federal, para exa­
minar la forma y el fondo de mm causa civil de la competencia de 
1os tribunales Estatales. En lo penal por lo contrario, existen textos 
expresos que dan facultades al Poder Judical Federal para juzgar, 
en la vía de Amparo de los nrocedimientos del juez local, "en cual· 
quier estado del proceso". (23) . 

. Si por desgracia se permitiera la interpretación amplia clel artí· 
culo 14, los juicios se harían interminables, pues la SuprPma Corte 
se llenaría de tanto trabajo, que no podría despachar los asuntos 
que se le presentaren, en una forma expedita. 

20.-FELIPE TENA RAMIREZ. Pág. 609. Op. Cit. 
21.-ICNACIO L. VALLARTA. Pág. 350. Tomo l. Op. Cit. 
22.-JCNACIO L. VALLARTA. Pág. 76. Tomo l. Op. Cit. 
23.-ICNACIO L. VALLARTA. Pág. 351. Tomo l. Op. Cit. 
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4.-ARGUMENTO FILOSOFICO.-Si la exacta aplicación de 
1a ley rigiera en la materia civil, se confuridirían los derechos del 
hombre, inherentes a la persona humana, con los derechos civiles 
instituídos por una ley positiva. 

Vallarta establece las diferencias entre los derechos del hombre, 
los derechos políticos y los dererhos civiles. Los primeros, llama­
dos tambi;én primitivos o naturales, son según Ahrens. Los dere­
chos que resultan inmediatamente de la naturaleza del hombre y 
que son la base y la condición para poder adquirir otros; estos de­
rechos primitivos nacen con el hombre y éste los puede hacer valer 
en todas las rircunstancias". (24). 

Los derechos políticos son concedidos por la Constitución de 
cada país a sus ciudadanos, los que pueden ser ampliados o res­
tringidos por las leyes fundamentales. 

Los derechos civiles son los que, no ya la Constitución, sino una 
ley de inferior jerarquía instituye, modifica o suprime con mayor 
libertad, según las circunstancias cambiantes de la época. 

Dice Vallarta, que la inexacta aplicación de la ley civil' no 
origina el amparo, por cuidar éste recurso sólo de los derechos del 
hombre, como garantías individuales consaf!I'adas en nuestra Cons­
titución. Lo cual, no quiere decir, que si en un juicio civil se vióla 
algún derecho fundamental del hombre, no procede el amparo. 

Este argumento, evita hacer del amparo una cuarta instancia, 
por medio del cual se revisen los juicios civiles de todos los tribuna­
les del país, lo que sería absurdo y contrario a la naturaleza de 
nuestro juicio Constitucional. 

e) TESIS DE El\fiLIO RABASA: 

En el año de 1906 Don Emilio Rabasa publicó un ooúsculo de· 
nominado "El Artículo 14", en donde hace una fuerte crítica a éste 
artículo, comiderfmdolo como espurio. por no haber existido en el 
pensamiento del Constituyente el crear la garantía de la Exacta Apli­
cación de la ley (legalidad), descub:erta por la práctica. · 

Rebate en su libro los argumentos del señor Vallarta y del señor. 
Lozano, que en defernsa de la aplicación limitada a la materia penal 
hacían. destruyendo sus argumentos gramatical .. interpretativo, cons­
titucional y filosófico de la siguiente manera: 

24.-IGNACIO L. VALLARTA. Pág. 364. Tomo l. Op. Cit. 
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.· 1.-ARGIBYiENTO GRAMATICAL.-Considcra Rabasa, que el 
Constituyente ignoro su idioma, por encontrarse la Constitución 
e~crita "en un lenguaje generalmente impropio y frecu2ntemente 
incorrecto". (25) Las inconecc~ones del lenguaje las comprueba ci­
tando vnrios nrtkulos de ella. los que intepretados de acuerdo con 
süs términos gramaticales, nos llevarían al absurdo. 

·El vicio de que habla Rabasa, se explica por el estilo de la época, 
en que predominaba la exaltación de la pasión, dándosele a cada 
precepto los vuelos e una cláusula de discurso parlamentario. 

El artículo 14 es malo en su redacción, pues contienp dos im­
po,rtantes errores de lenguaje: uno la palabra "sentenciado", otro la 
palabra "aplicadas" (26). 

El participio sentenciado, cuando se refiere a personas, es im­
propio y disparatado, tanto en la materia penal como en la civil. 
Pues en correcto español siempre se sentencia un juicio o en un 
proceso, üna causa o en un negocio . 

. · "Sentenciar" (27) es dictar sentencia, y ésta puede ser con­
denatoria o absolutoria, así si substituyéramos la palabra senten­
ciar del artículo 14, por las dos en que se descompone, el precepto 
diría: '-'Nadie puede ser condenado ·ni absuelto, sino por leyes dadas 
con anterioridad ... " (28) lo cual, no es una garantía, pues no se 
pueden dar. estas para los beneficios que otorga la autoridad, y una 
S:entencia· que absuelve no es menos sentencia que la condenatoria. 
El acusado absuelto. diriamos que fué sentenciado a la Jibertad ab· 
soluta, exprec;;ión contraria al sentido que se ha dado al verbo en 
el vulgo y en el foro. 

El error consiste, en suponer sinónimos los verbos sentenciar 
y condenar, poniendo el primero en lugar del segundo. La corrup­
ción ésta,. salió del lengua.ie de las prisiones, en donde dicen: "que 
X fué sentenciado a 10 años de prisión" (29). 

El error aludido, se encuentra por vez primera en las Siete 
Leyes de 1836, en su Ley 1 Art. 2, Fracción V que dice: "No po-

25 . .:_EMILIO RABASA. Pág. 25. Cap. 111. Op. Cit. 
26:-EMILIO RABASA. Pág. 36. Cap. V. Op. Cit. 
27 .-EMILIO RABASA. Pág. 37. Cap. V. Op. Cit. 
28.-EMIUO RABASA. Pág. 37. Cap. V. Op. Cit. 
29.-EMILIO RABASA. Pág. 37. Cap. V. Op. Cit . 
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der ser juzgado ni sentenciado por comisión ... " (30) de éste artí­
culo tomaron el suyo los legisladores de las Bases Orgánicas de 
1843 que decían: "Nadie podrá ser juzgado ni sentenciado ... " (31) y 
de ahí se copiaron las primeras palabras del artículo 14 que sólo 
cambió el tiempo del verbo "Nadie puede ser juzgado ni sentencia­
do ... ". 

Además de cometer un error son redundantes, al poner "juz­
gado ni sentenciado" (32) pues la primera comprende a la segunda, 
que es la parte principal del juicio. 

La frase "y exactamente aplicadas a él" (33) es propia de la co­
misión del proyecto de Constitución. El artículo quiere establecei: 
las condiciones de las leyes conforme a las cuales debe ser juzgada 
la persona y estas condiciones son intrínsecas. La primera es ser 
anterior al hecho; pero la segunda ser Pxactamente aplicadas, es una 
condición impuesta al juez o requerida en el fallo, pero no condición 
intrínseca de la ley. 

De acuerdo con el uso dado a las palabras; juzgado y sentencia­
do, se ha visto que nuestra práctica legislativa, aplica estos términos 
tanto a la materia criminal como a la civil. 

Troplong, citado por Rabasa, dice: "En una ciencia las palabras 
deben tomarse en el sentido que generalmente se les atribuye y 
~ería exponerse las partes a error, procurar someterlas a una acep­
ción más conforme a la etimología, pero contraria al uso. . . El 
lenguaje del derecho sufre metamorfosis como el lenguaje de la 
literatura y el de los salones; cuando una locución tiene una signi­
ficación convenida, no puede uno levantarse contra ella; por más 
que cien veces h1viere uno razón grnmaticRlmente hablando, cien 
veces no la tendría ante los Jueces del Derecho". (34). 

Lozano y Vallarta no aducen prueba para demostrar que las 
palabras juzgado y sentenciado, han sido consagradas por el uso, 
como aplicables sólo a las personas. Es decir, que se requieren 
''cnsos autorizado" (35) de empleo de estos términos, del modo que 
ello sostienen como usual. 

30.-FELIPE TENA RAMIREZ. Pág. 206. Op. Cit. 
31.-FELIPE TENA RAMIREZ. Pág. 407. Op. Cit. 
32.-EMILIO RABASA. Pág. 38. Cap. V. Op. Cit. 
33.-EMILIO RABASA. Pág. 39. Cap. V. Op. Cit. 
34.-Cita de EMILIO RABASA. Pág. 46. Cap. VI. Op. Cit. 
35.-EMILIO RABASA. Pág. 46. Cap. VI. Op. Cit. 
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La palabras juzgado, referido, a el Derecho Penal como al Civil, 
se ha usado entre nosotros desde la Constitución de Cádiz de 1812 
óe donde tomaro!'l los preceptos de las Bases Orgánicas, en la que 
además se agrega la palabra sentenciar, referida también a las cau· 
sas civles. La palabra sentenciar. significa co:idenar, que admite la 
la sustitución de un verbo por otro en materia civil. 

El Constituynte de 1856-57 al tomar de las Bases Orgánicas el 
artículo 14 en su segunda parte. conocía el signif'.cado de los térmi­
nos juzgar y sentenciar, la prueba es que suprimió la palabra delito 
para dejar sólo e1 término hecho; que es genérico. 

La palabra exactamente que aparece en el artículo 14 y que 
Vallarta consideró como sinónima de literalmente, dice Rabasa, que 
no es más que un adverbio que exagera el propósito y que acusa una · 
intemperancia en el lenguaje del legislador de esa época. 

Rabasa demuestra que el término, exactamente, en los tiempos 
de Carlos III no fué usado para señalar la literalidad en la aplicación 
de una ley, sino que éste fué empleado en el precepto que cita Va­
llarta como sinónimo de puntualidad, o sea, que se aplica exactamen­
te a la pena, tanto por equivalencia de razón, como por interpreta­
ción literal. 

Nuestro Constituyente en el articulo 26 del proyecto, conside­
ró ·que lo que se debía aplicar exactamente eran las formas del pro­
cedimiento, pues de exigir~e la aplicaclón de la letra de las formas, 
SP habría incurrido en un despropósito del buen sentido y del correcto 
lenguaje. 

2.-ARGUMENTO AUTENTICO INTERPRETA TIVO:-Emilio 
Rabasa nos dice, en contra del criterio interpretativo de Vallarta, que 
en la materia penal es imposible una aplicación literal, debído a la 
existencia de tres clases de leyes en esa disciplina: 

1.-Las que definen el delito; 2.-Las que señalan la pena apli­
cable a un hecho delictuoso; y 3.-Las que establecen el modo de 
investigación, para establecer que una persona ha ejecutado un deli­
to y las circunstancias en que lo ejecutó. 

En ésta última clase de leyes, que constituyen el procedimiento 
penal, interviene siempre el arbitrio judicial en forma suprema, por 
ejemplo: el juez es quien califica las pmebas; él supone en los casos 
que se le presenten. que una determinada persona es o no responsa­
ble, etc. Rabasa nos dice también, que en los jurados populares, la 
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conciencia de 'füs miembros es la que juzga al inculpado, sin some­
terse a ninguna ley que riga el procedimiento. 

Al determinar una pena, el juez hace uso de su arbitrio, pues la 
ley fija un mínimo y un máximo de penalidad a un delito, y es el 
juez quien dentro de éste margen fija la pena que considera cove­
niente al reo. 

La aplicación literal en estas dos clases de normas penales que 
hemos visto, no es posible, por encontrarse sujeta a la interpretación 
racional del juzgador. 

Para que la ley sea aplicada literalmente se requiere: "la iden­
tiad del hecho ejecutado y del previsto por la ley". (36) 

Las leyes que definen el delito. en dichas normas, se prohíbe 
una interpretación extensiva o restrictiva, por considerarse injusta 
y peligrosa. Siendo imposible por ello, penetrar en el sentido de la 
ley, el no consultarse la ciencia del Derecho Penal. 

El artículo 14 al decir que las leyes sean exactamente aplica­
bles, no consideró sinónimo éste término al de literalidad: pues lo 
que debemos entender es la puntualidad en la aplicación de las le­
yes. Sujetándose para realizarla a sus propias normas de aplica­
ción. 

Por lo anterior Rabasa demuestra que no es restrictiva la apli· 
cación del artículo 14 a la materia penal, sino que comprende a 
las normas civiles también, al exigir la puntualidad de la aplicación 
de las leyes. lo cual no quiere decir, aplicación literal de ellas, que 
sería imposible aún para el Derecho Penal. 

3.-ARGUMENTO CONSTITUCIONAL.-Son condiciones del 
estado Federal: 1.-La unidad nacional, que hace desaparecer la 
personalidad internacional de los estados miembros; 2.-La indepen· 
rlencia y libertad interior es conservada por Jos estados miembros, 
para regir su mejoramiento en cuanto no afecte los interese~ gene-
rales de la nación. · 

Si un artículo constitucional establece mandatos que rontra­
ríen los principios esenciales de Ja Federación, será destructor de 
ese sistema e implantará a un gobierno distinto del Federal. 

Por lo anterior nos dice Rabasa, que tanto en la revisión de los 

36.-EMILIO RABASA. Pág. 64. Cap. VJII. Op. Cit . 
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JUlcws penales. como en los civiles, hechas por la Suprema Corte, 
de la justicia impártida en los estados, será atentatoria del S'.stema 
Federal. Pues estando autorizados estos actos por artículos cons­
titucionales van en contra de n~1estro Sistema de Gobierno, y por 
ello propone la mcc'.ificación del artículo 14, que garantiza la exacta 
aplicación de las leyes comunes en todos los casos. 

Consideramos que no sucede lo mismo, cuando se condena a 
prisión por deud0.s civiles_. o no se dicta un auto de formal prisión 
de!ltro del término de ley, pues en estos casos son preceptos consti­
tucionales los que se violan. En cambio, lo que el artículo 14 garan­
tiza, es la Exacta aplicación de las leyes comunes, y los que deben 
vigilar de ella son los tribunales revisores de los Estndos y no la Su­
prema Corte. que sólo debe velar por la Constitucionalidad de los 
actos de las autoridades. 

El artículo 14 viola el Sistema Federal. ya se refiera sólo a la 
materia penal, o o la civil. 

4.-ARGUMENTO FILOSOFICO.-La diferencia establecida por 
Vallarta entre Jos derechos del hombre y los derechos civiles, la com­
bate Rabasa, diciendo, que la declarac:ón del artículo primero de la 
Constitución, donde se expresa que: "El Pueblo mexicano rrconoce 
que los derechos del hombre son la base y el objeto de las institu­
tiones sociales" (37), en ella se funda Vallarta para combatir la 
interpretación amplia del artículo 14, y ésta es una supervivencia 
de la idea de los derechos del hombre como un concepto metafisico, 
es decir, principio abstracto es el que se declara en éste precepto. 
sin que pueda tener aplicación práctica. 

El mismo Vallarta, en Ja Sesión del 11 de Julio de 1856, Com 
batió en el Congreso el artículo primero, diciendo, que una Consti· 
tución "debe contener sólo, disposiciones preceptivas, mandatos im· 
peraUvos, sin formular principios teóricos y abstractos. ni verdades 
científicas". (38). 

Los demás preceptos que hacen mención a las garantías indi­
viduales, no se refieren a los derechos del hombre en forma abs­
tracta, sino que tienen por objeto imponer limitaciones al Poder 
Público, en favor de los derechos individuales, con relación a abu­
sos habituales de aquél. 

37.-FELIPE TENA RAMIREZ. Pág. 607. Op. Cit. 
38.-EMILIO RABASA. Pág. 7 1. Cap. IX. Op. Cit . 
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Los derechos del Hombre, dice Rabasa, son imposibles de defi­
nir, por no poderse establecer en forma precisa la existencia de 
estos, en contraposición a los derechos civiles. 

La Constitución confunde a sus intérpretes, en el artículo pri­
mero, al establecer los derechos del hombre en forma abstracta, 
y en el rubro de la Sección Primera los refiere a las garantías indi­
viduales que son derechos concretos, Vallarta por eso también se 
confunde, al decir, que la teoría que defiende (en la cual niega la 
aplicación extensiva del articulo 14 a la materia c:vil) no desconoce 
la existencia de casos en que aún en estos juicios procede el ampa· 
ro, siempre que se violen los derechos del hombre; en ésta parte los 
refiere a las garantías individuales. 

Rabasa concluye diciendo: "Si en el argumento de que los de­
rechos civiles no son derechos del hombre, se da a éstos el sentido 
abstracto, aquél no tiene valor, porque estos derechos no están de­
finidos, ni pueden. por tanto, aceptarse seriamente en la práctica 
jurídica; si se les da significación concreta, única admisible, única 
empleada por la Constitución misma, en los artículos 1 (segunda 
parte), 15. 29 y 101, el argumento queda reducido a una petición 
de principio, pues equivale a decir oue los derechos civiles no son 
derechos del hombre porque no están comprendidos en el artículo 
14 que es precisamente lo que trata de demostrarse". (39). 

d} CONCLUSION. 

Rabasa debido a sus cuatro srgumento!'; en que combate la Te· 
~is de Lozano-Vallarta, propone la derogación del artículo 14 en 
su segunda pa•'te, por considerarlo nocivo. Pne~ de seguirse anli­
cando éste articulo se llegaría a hacer imposible la tarea de la Su­
prema Corte de Justicia. para resolver todos los amparos que se 
presenten, además de que. atenta contra el Sistema Federa1. forma 
de gobierno que adopta nuestro País. 

La garantía de Legalidad debe substituirse por Ja garantía 
de Audiencia, que fué la que desearon consignar nuestros Constitu­
yentes en el artículo 26 del proyecto. 

El amparo debido al artículo 14 decr,eneró, pasando de ser un 
juicio de control Constitucional a tomar la forma de un recurso en 
todos los juicios. 

En ésta forma pasamos a ID Constitución de 1917, la cual vol· 
vió a consagrar la garantía de la Exacta ApliC'ación de la ley, acep-

39.-EMIL!O RABASA. Págs. 73 y 74. Cap. IX. Op. Cit . 
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tándose en forma expresa la exacta aplicación en la materia civil, 
como así lo consigna el párrafo cuarto del artículo 14 en vigor. 

La centralización de la administración de justicia, de nuevo se 
realiza en nuestra actual Constitución. El Juicio de Amparo dice 
el maestro Alfonso Nmiega, en ésta forma sirve a "los intereses 
de nuestra tradición jurídica, social, política, que eran centralistas" 
(40). El Juicio cie Amparo prosperó y enraizó en México, por ser 
la única institución típicamente nacional, que responde al espíritu 
centralista del mexicano. 

Desde la época Colonial estamos acostumbrados a que los fa­
llos de los tribunales comunes sean revisados por el centro, pues 
en ese tiempo, teníamos ·las audiencias de México y Guadalajara, 
encargadas de revisar todos los asuntos que se ventilaban, en las 
distintas partes de nuestro territorio. En esos lugares fué donde se 
formó el Foro nacional, que produjo los mejores abogados de en­
tonces. 

A partir de la Constitución de 1857, se vió en la garantía de 
legalidad, la salvación de las causas, que por la influencia del ca­
ciquismo menguaba la administración de justicia en los Estados. 
Esta tradición hizo que la garantía de Exacta Aplicación de la ley, 
se volviera a consagrar en la Constitución de 1917, con una redac­
ción más explícita que en la anterior, ampliándose expresamente a 
la materia civil. 

40.-ALFONSO NORIEGA. Apuntes de Cla.aes. Parte l. Pág. l 74. 
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CAPITULO IV. 

LA ffiRETROACTIVIDAD DE LAS LEYES. 

SUMARIO. 

a) Introducción. b) Planteamiento del problema: 1.­
Teoria de los Derechos Adquiridos (Merlín); 2.-Teo· 
ría de Baudry-Lacantinerie y Houques-Fiorcade sobre 
los derechos Adquiridos; 3.-Crítica; 4.-Tesis de Peul 
Roubier; 5.-Fundamento de la regla de supervivencia en 
materia de contratos (Roubier); 6.-Crítica; 7.-Tesis 
Je Ignacio Burgoa; 8.-Crít1ca; 9.-Tesis de Bonnecase: 
10.-Crítica. c) ExcepcioneR al principio de la no re· 
troactividad de las leyes. d) Excepciones al principio de 
la irretroactivid'ld en la materia penal. e) El problema 
de la retroactividad en el derecho Procesal. f) La irre· 
troactividad de las leyes en el artículo 14 Constitucional. 



a) INTRODUCCION 

El párrafo primero del artículo 14, consagra la garantía de la 
Irretroactividad de las leyes, diciendo: "A ninguna ley se dará efec· 
to retroactivo en perjuicio de persona alguna ... " Este principio 
ha sido consagrado en nuestro Derecho Constitucional desde la épo­
ca Colonial, y no como acontece en otros países, que sólo lo mencionan 
en sus leyes secundarias. 

Nuestra Ley Fundamental no da un criterio sobre lo que :>e 
debe entender por irretroactividad de las leyes, pues sólo dice que 
queda prohibida ésta, por lo que debemos recurrir a la doctrina 
en busca de un concepto de lo que debemos entender por esa pro· 
hibición. 

b) PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 

La aplicación de las leyes ha originado dos tipos de problemas, 
que son: Los conflictos de leyes en el tiempo y los conflictos de 
leyes en el espacio. Los primeros surgen cuando exL.;;ten dos leyes, 
una antigua y una nueva, que rigen una misma situación jurídica. 
Ante éste problema se pregunta ¿cual ley se va a aplicar? 

Los conflictos de leyes en el espacio, son los problemas de De­
recho Internacional Privado, que también surgen por la existencia 
de dos o más leyes que rigen una misma situación jurídica, pero 
aquí el conflicto no está en la cronología de las leyes, sino en el 
espacio en que van a regir. 

Unicamente nos ocuparemos del primer tipo de conflictos. al 
cual se refiere el párrafo primero del artículo 14 Constitucional. 
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El problema de la retroactividad de las leyes se presenta, cuando 
do bajo la vigencia de una ley nacen consecuencias jurídicas que 
subsisten hastri ln expedic:ón de otra ley, que viene a regular el 
mismo supuesto clel que nacieron las consecuencias de la anterior 
norma que se derogó. No surge éste problema cuando las consecuen· 
cins jurídicas de ese be<:>'-o. ,·ealizacto durante la vigencia de la pri­
mera ley, nacen y se extinguen antes de que Ja nueva entre en vi­
gor. 

El pr;nciµio aue domina en materia de retroactividad y que 
nuestra Constitución acoge, es el de que la ley no debe aplicarse 
retroactivamente en per.iuicio de persona alguna, pero éste princi­
pio sufre excepciones admitidas por los tratadistas. 

Se nlantean dos cuestiones fundamentales en materia de retro­
actividad: 1.-0ue debe entenderse por aplicación retroactiva· de 
una ley; y 2.-En que casos debe una ley aplicarse retroactivamente 
te. 

La literatura jurídica que se ha elaborado acerca del primer 
problema, es muy extensa y con éste sólo tema se podría elaborar 
nna tesis. debido :i. ello. -=ólo no~ limitaremos a exponer en una 
forma elemental las doctrinas más difundidas al respecto. 

1.-TEORIA DE LOS DERECHOS ADQUIRIDOS (EX­
PUESTA POR MERLIN) .-Según ésta Teoría. una ley es retroac­
tiva cuando destruye o restringe un derecho adquirido, nacido bajo 
el imperio de una ley a:"lterior. Pero si lo aniquilado por la norma, 
es una facultad o una simple expectativa, no es retroactiva. 

Derechos Adquiridos son aquellos que han entrado en nuestro 
patrimonio y, en consecuencia, forman parte de él y no pueden ser­
nos arrebatados por aqné1 quien nos los confirió. Merlín cita como 
ejemplo de derecho adquiridos; los derivados de la celebración de 
un contrato. 

Algunas veces la ley no crea derecho adquiridos, sino que sólo 
concede facultades legales. que se transforman en derechos adqui­
ridos al ser ejercitadas. Estas facultades mientras no se ejerciten 
son siempre revocables. 

La expectativa se constituye por la esperanza de adquirir un 
derecho. "¿Constituye esa esperanza un derecho adquirido? Esto 
depende de la naturaleza del hecho, o sea, del estado de cosas de qué 
aquélla deriva. La esperanza puede derivar de la voluntad más o 
menos contingente del hombre, o de una ley que en todo tiempo 
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puede ser derogada. O bien de un testamento cuyo autor ha falle­
cido o, por último de un contrato". (1). 

En el primer caso no hay un derecho adquirido, por fundarse 
la expectativa en un acto revocable. En el caso de la expectativa 
fundada en un testamento, cuando su autor ya ha muerto y la ins­
titución o el legado son puros y simples, aquí no se trata ya pro­
piamente de una expectativa, sino de un derecho adquirido; pero si 
se trata de un testamento sujeto a condición y el testador ha muer­
to ¿puede hablarse de un derecho adquirido por los herederos o 
legatarios? Merlin contesta negativamente, diciendo, que al morir 
el testador, el instituido adquiere el derecho de heredar, siempre y 
cuando la condición se cumpla. Igual solución da a los d<>rechos 
contractuales cuyo nacimiento depende de una condición. Funda 
su tesis en que el vínculo engendrado por el negocio jurídico, sólo 
puede resolverse por la no realización de la condición, y nunca de 
otra manera. 

La Tésis de Merlin es considerada como la Teoría Clásica en 
materia de Irretroactividad de las leyes. 

2.-TEORIA SOBRE LOS DERECHOS ADQUIRIDOS DE 
BAUDRY-LACANTINERIE Y HOUQUEZ-FOURCADE.-La 
Teoría de los derechos adquiridos no ha permanecido inmutable a 
travéz de las doctrinas, que hacen de ella, el eje sobre el cual gira 
la retroactividad. Prueba de ello nos dan estos autores, que hacen 
la distinción entre facultad legal y ejercicio dn la misma. La facul­
tad legal no ejercitada, es una simple expectativa, en cambio ya ejer­
citada ésta, viene a constituir un derecho aquirido, que no puede ser 
revocado por una ley nueva, sin padecer el vicio de ser retroactiva. 

"Si esa ley atacara una facultad ejercitada, se destruiría a si 
misma al aniquilar la obra que ha permitido en el pasado, y ello con 
gran perjuicio de su autoridad personal y, enseguida, de los intereses 
de aquellos a quienes rige, ya que entonces nada estable habría en 
Ja vida". (2) Cuando la ley destruye o restringe una facultad legal 
no ejercitada_, la aplicación de ella no es retroactiva, según estos au­
tores. 

3.-CRITICA.-La Teoría de los anteriores juristas desnatura-

1.-Cita de GARCIA MA YNEZ. Introducción al Estudio del Derecho. Pág. 
3 79. Cap. XXX. Editorial Porrúa. México, 1951. 

2.-Cita de GARCIA MA YNEZ. Pág. 380. Cap. XXX. Op. Cit. 
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liza á la Teoría Clásica de los derechos adquiridos, al hacer depender 
estos del ejercicio de las facultades legales de las personas. El dere­
cno de una pers01in no puede depender de su ejercicio, pues el derecho 
no deriva de su ejercicio, ni depende de él. Sujetar la existencia de 
un derecho del hecho real de su ejercicio, resulta tan absurdo, 
como pretender derivar del hecho del cumplimiento la existencia de 
una obligación. 

4.-TESIS DE PAUL ROUBIER.-Este tratadista distingue el 
efecto retroactivo y el efecto inmediato de una ley. 

Tiene efecto retroactivo una ley cuando se aplica: 

a) a hechos consumados bajo el impero de una ley anterior 
(facta praeterita); 

b) a situaciones jurídicas en curso, por lo que toca a los efec­
tos 1·ealizados antes de la iniciación de la vigencia de la nue­
va ley (facta pendentia). 

Tiene efecto inmediato una ley -según Roub:er- cuando se 
aplica a consecuencias aún no realizadas de un hecho ocurrido bajo 
el imperio de una ley precedente. La ley aplicada a hechos futuros, 
nunca es retroactiva. 

Roubier distingue, los efectos realizados antes de la iniciación 
de vigencia de la nueva ley, de los que no se han realizado todavía 
al llegar esa fecha. El principio general que él establece, es de que la 
antigua ley debe aplicarse a todos los efectos realizados bajo su im­
perio, r la nueva a los efectos que se realicen a partir de su vigen­
cia. Este principio sufre excepciones, según éste autor, y así nos dice 
qµe la antigua ley sigue aplicándose a las consecuencias jurídicas de 
un contrato celebrado baio su imperio, aún cuando tales consecuen­
cias estén en currn al entrar en vigor una nuE>va norma. 

Las condiciones de constituciones o extinción de una situación 
jurídica, no pueden ser modificadas por una ley nueva, sin que sea 
retroactiva. 

Si las leyes crean situaciones desconocidas por la legislación an­
terior, estas leves deben asimilarse con las relativas a la constitución 
de una situación jurídica y. por ende, no pueden atribuirse a hechos 
o actos pretéritos el poder de constituir las nuevas situaciones. 

5.-FUNDAMENTO DE LA REGLA DE SUPERVIVENCIA 
EN MATERIA DE CONTRATOS (ROUBIER) .-Las partes en los 
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contratos tienen un amplio margen de libertad, dentro del cual r,·1e­
den manifestar su voluntad, con vista a la producción de efectos 
j9rídicos, aún cuando las condiciones de validez, las reglas sobre ca­
pacidad y las consecuencias jurídicas de los contratos se encuentren 
en gran medida prefijadas por la ley. Los contratos por lo primero, 
constituyen un acto de previsión. "Los contratantes, que vinculan 
a él sus intereses, saben qué pueden esperar del juego de las cláu· 
sulas expresas del acto. o incluso de la ley. Es evidente que la elec­
ción hecha por la e; partes seria inútil. si una nueva ley, modificando 
las disposiciones del régimen en vigor el día en eme el contrato 
fué concluido, viniese a hechar por tierra sus previsiones. ( +). Así 
cuando dos personas celebran una compra venta o un contrato de 
arrencfamiento. saben qne pueden insertar determinadas cláusulas, 
condiciones o modalidades del ar.to, y si algo esperan de la ley, es 
solamente una protección complementaria. en relacif'n con lo que 
hubieran dejado ~e preveer o de enunciar". (3). 

6.-CRITICA. La tesis de Roubier nos hace una distinción muy 
clara entre el efecto inmediato de la aplicación de una ley y el 
efecto retroactivo de la misma. Es necesario no confundir estos 
efectos para no tener un concepto equívoco de la retroactividad. 

Roubier nos dice, que las leyes pueden modificar o suprimir, sin 
ser retroactiva.;, los efectos de derecho (no realizados todavía) de 
hechos jurídicos producidos durante la vigencia de una ley anterior. 
Pero cuando habla de efectos no 1·ealizados todavía, no olude a la 
consecuencias de derecho consideradas en sí mismas, sino al hechos 
de su realización efectiva, es decir, al ejercicio del derecho ya exis­
tente, o al cumplimiento de obligaciones existentes también. Pues 

·>'. En contra de lo sostenido por Roubier, el Derecho Civil en lo referente a las 
obligaciones consagra la Teoría de la Imprevisión. La que sostiene que los 
tribunales tienen el derecho de modificar y aún de •uprimir las obligaciones 
cuya fuente sea un acto contractual, cuando las condiciones de la ejecución 
se encuentran ·modificadas por ciertas circunstancias, sin que las parte• 
hayan tenido la posibilidnd de prevcer en forma razonable e•a modificac"ón. 
La anterior teoría tuvo su desarrollo con posterioridad a la guerra de 191 4, 
en virtud del desequilibrio económico que trajo; aún cuando ya hab'a cido 
consagrada por los Canonistas de la Edad Media, por la Escuela de Bartola. 
en Italia y por los Códigos Germánicos, en cuyo derecho· positivo 1e 1eña-: 
!aba que en todo contrato quedaba sobreentendida la cláusula rebus sic 
stantibus que admitía la revisión en virtud de un acontecimiento extraordi· 
·nario.· 

3.-Cita de GARCIA MAYNE.Z. Pág. 383. Cap. XXX. Op. Cit . 

. 65. 



debemos ver que las consecuencb.s jurídicas existen desde el momen­
to de la realinción del supuesto, aún cuando la realización efectiva 
dependa de la producción de otroF. hechos juridicos nuevos. Así si 
un derecho o vm obligación han nac·do baio el imperio de una ley, :V 
el ejercicio de aquél o el cumplimiento de ésta puede prolongarse 
durante cierto tiempo, o se hallan diferidos de al~ún modo, la modi­
ficación o supre!>ión de tales consecuencias por una ley posterior es 
necesariamente retroactiva, ya que modifica o destruye lo existente 
antes de la iniciadón de su vigencia. Roubier nos diría que si bien 
los efectos ya existían, no se habían realizado, pero ha esto se le 
respondería, diciendole que la realización de una consecuencia jurí­
dica es un hecho. y que lo único que la lev puede modifina» y rnT)ri­
mir son Jos derechos u obligaciones derivados de la realización de un 
supuesto iurídico v no el hecho ne ejercicio o cumplimiento de esas 
consecuencias jurídicas. 

7.-TESIS DE IGNACIO BURGOA.-Nos dice que en le prác­
tica el, problema de la retroactividad. hay que resolverlo con un 
espíritu de equidad. Pues el problema de la retroactividad dt• las le­
yes no es un vicio interno de la norma, sino que surge con su apli­
cación práctica v es a la autoridad que aplica la ley, la que ha de 
resolver el conflicto que se presente. 

Sin embar.go, Burgoa se adhiere a la Teoría de Roubier, para 
formular un principio general, que nos. da la solución del problema 
de la retroactividad; y establece una diferencia entre el elemento 
causa y el elemento consecuente. para determinar qué norma ha de 
regir en caso de ronflicto. El elemento causal, es el hecho o acto 
jurídico que realiza el sunuesto jurídico y el e1emento cornecuente 
son las consecnencias jurídicas. 

Dice Burgoa, que si la consecuencia existe o se produce, sólo 
en función del acto causa, sin la concurrencia de otras causas (he· 
chos, actos, circunstancias), derivándose inmediatamente o directa­
mente de ese acto, la ley c=iplicable será la del acto causal. Pues si 
aplicamos la nueva ley, sería retroactiva su aplicación. 

Si los efectos o Jas consecuencias, para existir jurídicamente. 
requieren la realización de una concausa distinta del acto causa. se 
aplicará la nueva ley, en el caso de que dicha concausa se realice 
bajo su vigencia, sin adolecer del vicio, de retroactividad. 

8.-CRITICA.-Es aplicable a el jurista mexicano, la misma 
crítica que hicimos a Paul Roubier, pues las consecuencias jurídicas 
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existen desde la realización del supuesto, aún cuando su realización 
efectiva dependa de otros hecho8 supervenientes. Así la modifica· 
ción o supresión de tales consecuencias, por una ley posterior es ne: 
cesariamente retroactiva, ya que modifica o destruye lo existente 
antes de la iniciación de su vigencia. 

8.-TESIS DE BONNECASE.-Este autor nos dice, que situa· 
ción jurídica es la manera de ser de cada uno, con relación a una 
regla de derecho. Las situaciones jurídicas pueden ser abstractas o 
concretas. La primera es la manera de ser eventual o teórica de 
cada uno en relación con una ley determinada; así la ley establece 
todos los requisitos que drben Jlen1rse p~wa celebrar un contrato 
de cornproventa y en ésta forma crea una situación jurídica abstrae· 
ta, en cuanto cle~ermina de un modo general. qué req11isitos deben 
concurrir si queremos celebrar éste contrato. Si no,,otros celebra­
mos tm contrato de compraventa observando la ley, la situación 
jurídica se transforma de abstracta a concreta. 

La situación jurídica concreta es la manera de ser, derivada pa­
ra cierta perscna de un acto o un hecho jurídico, que pone en juego, 
en su provecho o a su cargo las reglas de una situación jurídica, 
concediéndosele las ventajas y obligaciones inherentes al funciona· 
miento de esa institución. 

La Ley es retroactiva, cuando afecta una situa~ión jurídica 
concreta. Para saber cuando esa situación es abstracta o concreta, 
bastará examinar si se ha producido o no el acto o hecho jurídico 
que condicionan el nacimiento de las facultades o deberes derivados 
de la misma ley. Si se ha realizado el supuesto de cuya realización 
nacen las consecuencias jurídicas estaremos frente a una situación 
concreta. Si por el contrario, la condición de Que dependa el nací· 
miento de facultades y deberes no se ha realizado, la situación jurí­
dica será abstracta y una nueva ley podrá modificarla o suprimirla, 
sin ser retroactiva. 

Bonnecase nos dice, c¡ue las situaciones jurídicas concretas deben 
ser resnefadas rior la nueva ley .únicamente en la hipótesis de que 
su aplicación retroactiva lesione un interés de los sujetos colocados 
en e:-:-is situaciones. Este principio ha sido acogido por nuestro artí­
culo 14, pues prohibe la aplicación retroactiva· de la ley en perjuicio 
de persona alguna, habiendo la posibilidad de aplicación retroactiva 
de l~. Jev. cuando no se nerjudique a ~Jguna persona. Continúa di­
ciendo Bonnecase, que si no hay lesión de intereses, la nueva ley 
debe aplicarse, aún cuando su anlicación sea retroactiva y noc:otros 
diríamos; con mayor razón cuando su aplicación es benéfica . 
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10.-CRITICA.-Optamos por adherirnos a la Tesis de Bonne­
case, por parecernos la más lógica, debido a que se apega más a los 
conceptos jurídicos fundamentales de los hechos, supuestos y conse­
cuencias jurídicas, que son sobre los cuales gira la aplicación de la 
ley. 

Consideramos también que la Teoría de Bonnecase es a la que 
más se acerca el párrafo primero de nuestro artículo 14, por admitir 
la posibilidad de la aplicación retroactiva de la ley, cuando no se 
perjudica a nadie, y sobre todo en los casos en que resulta benéfica. 
Ya que sólo constituye violación de una garantía de seguridad jurí­
dica, la aplicacón de la ley, cuando resulta perjud'c al para alguien. 

e) EXCEPCIONES AL PRINCIPIO DE LA NO RETROAC­
TIVIDAD DE LAS LEYES.-

Vamos a ver el segundo problema que planteamos al analizar 
la retroactividad de las leyes, que fué: ¿en qué casos debe una ley 
aplicarse retroactivamente? o en otras palabras ¿cuando una ley 
puede modificar o extinguir las consect!encias jurídicas de un hecho 
ocurrido bajo el imperio de una ley anterior, cuyo supuesto era idén­
tico al de la nueva ley? . Ya vimos que la aplicación es lícita en 
todos aquellos casos en que a nadie perjudica. 

Se ha dicho que el legislador está facultado para ordenar que 
un p1·ecepto se aplique retroactivamente, pues la prohibicVn es ~;61o 
para el juez, pero entre nosotros, no podemos aceptar ésta tesis, 
porque la regla de la no retroactividad de las leye3, constituye en 
nuestro derecho Constitucional una garantía individual. 

Unicamente en los casos en que a nadie periud'.que la aplicación 
retroactiva, o cuando a pesar de ello la Constitución Federal auto­
rice dicha aplicación, es posible hacer a un lado el principio de la 
irretroactividad de las leyes. 

El artículo 27. en su párrafo tercero, tácitamente autoriza la 
aplicación retroactiva de la ley, al decirnos: "La nación tendrá en 
todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las moda­
lidades que dicte el interés público así ccm0 el de regular el anrove­
chamiento de los elementos naturales susceptibles de anropiación. 
para hacer una distribución equitativa de la riqueza pública y para 
cuidar su conservación ... " En apoyo de esto citaremos al siguiente 
tesis de la Suprema Corte de .Jm:ticia: "Las leves retroactivas, o las 
dicta el legislador común, o las expide el constituyente al establecer 
los preceptos del Código Político. En el segundo, deberá aplicarse 



retroactivamente, a pesar del artículo 14 Constitucional, y sin que 
ello importe violación de garantía alguna individual. 

En la aplicación de los preceptos cons1 itucionales, hay que 
procurar armonizarlos y si resultan unos en oposición con otros, hay 
que considerarlos especiales como excepción de aquellos que estable­
cen principios o reglas generales. 

El legislador constituyente, en uso de sus facultades amplísi­
mas, pudo por altas razones políticas, ( *) sociales o de interés 
general establecer casos de excepción al principio de la no retroacti 
vidad, y cuando así haya procedido, tales preceptos deben aplicarse 
retroactivamente. 

Para que una ley sea retro::tctiva. se requiere que obre sobre el 
pasado y que lesione derechos adquiridos bajo el amparo de leyes an­
teriores y esta última circunstancia es esencial". ( 4). 

d) EXCEPCIONES AL PRINCIPIO DE ffiRETROACTIVI­
DAD EN LA MATERIA PENAL.-

A cºntra.riQ sen~·u podemos decir interpretando el párrafo pri­
mero del artículo 14 que establece la regla general de que ninguna 
ley puede producir efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, 
sí es lícito aplicar la ley retroactiva, cuando lejos de perjudicar bene­
ficia a las personas. Por esa razón se dice que en materia penal, las 
leyes que reducen una pena deben tener efectos retroactivos, por 
resultar benéficos sus efectos pa '.'a el condenado. 

Algunos autores dicen que la anterior regla vale no sólo en los 
casos en que al entrar la ley más benigna aún no se ha dictado 
sentencia firme. sino también en aquellos en que el reo ha sido con­
denado por sentencia irrevocable y se encuentra sufriendo su conde­
na. Esta tesis es adoptada por nuestro Artículo 56 del Código Pe~ 
nal para el Distrito y Territorios Federales. 

Para que la aplicación retroactiva de la ley sea posible. es ne­
cesario, que las consecuencias jurídicas no se hayan extinguido. 

* Según nuestro particular critorio, no creemoa que deba en ju1ticia •oatenor 
la Corte, que el legislador Constituyente pueda establecer casos de excep: 
ción por altns razones políticas al principio de In no retroactividad, si 1e 
considera la estructura teórico jurídica de nuestro paía, que tiende 11 menoa­
cnbnr el monopolio de !na resolucione1 por parte del Eatado, deade au · conr 
trucción política. (Véanse Art1. 39, 40 y 41 Consta.). 

4.-APENDICE al Tomo XCVII, tesis 932. Pág. 1725 . 
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Las leyes que regulan las medidas de seguridad, sí pueden 
aplicarse retroactivamcnte. pues los penalistas nos dicen que no tien· 
den a imponer una expiación de dolor,, sino a corregir o rehabilitar 
al que ha faltado. 

e) EL PROBLEl\?A DE LA RETROACTIVIDAD EN EL 
DERECHO PROCESAL. 

Hay que distinguir en ésta materia, los hechos jurídicos mate­
riales, de los hechos procesales. Se encuentra la aplicación retroac­
tiva de la ley procesal, sólo cuando ésta destruye o restrinje las 
consecuencias jurídicas de un hecho de naturaleza procesal ocurrido 
durante la vigencia de una ley anterior. 

f) LA IR.RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES EN EL 
ARTICULO 14 CONSTITUCIONAL. 

El artículo 14 en su primer párrafo, hace del principio general 
de la no retroactividad de las leyes, un derecho público individual 
protegido por el Juicio de Amparo, en vista de que la Seguridad Ju· 
rírlica resulte violada al aplicarse una ley retroactivamente en per· 
.juicio de alguien. 

Se interpretó en un p1 incipio éste párrafo, en el sentido de que 
la prohibición sólo era para Jos jueces y no la entrañaba para el 
legislador, pues en contra de lo que decía la Constitución de 1857, 
en que se prohibía la expedición de leyes retroactivas. nuestro pá· 
rrafo primero sólo prohibe la no aplicación de leyes retroactivas en 
perjuicio de alguien. 

. Consideramos que por constituir una garant;a individual la no 
retroactividad de las leyes que nos perjudique, el le';islador ordina· 
rio no cebe expedir leyes con el sólo fin de terier :rnJicación retroac­
tiva; pues si se presenta el problema de la retroactividad de una ley, 
éste sólo debe surgir por su apllciwión a un caso concreto, sin que 
exprofesamente se expida la ley para regir el pas3.do. 

La prohibición que hace nuestra Constitución, en su párrafo 
primero del artículo 14, nos parece más acertada que la que hacía 
la Constitución de 1857, pues en ésta se prohibía sólo la expedición 
de las leyes retroactivas. prohibición que correspondía al Poder Le· 
gis1ath~o Federal o Local; por tonto. cnando no se tratare de leyes 
auto aplicativas, cualquier autoridad administrativa o .iudicial podía 
aplicar una disposición legal retroactivamente, ya que la garantía 
respectiva se estableció para su aplicación. 
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Para que exista violación de la garantía de irretroactividad de 
las leyes, es necesario que haya perjuicio personal; por lo que inter­
pretando, como ya lo habíamos dicho, a contrario sensu el primer 
párrafo cl2l [.Ji'tículo 14, b prohlb~ción que el confüme no e .::mprende 
los casos en que la aplicación retroactiva de una ley, no produzca 
agravio o perjaicio a ninguna persona y en apoyo de esto citaremos 
la sigu'.ente .Jurisprudencia: "La retroactividad existe cuando una 
disposición vuc:>lve al pasado, cuando rige o pretende regir situac:ones 
ocurridas antes de su vigencia, retroobranc1o en relación a las con­
diciones jurídicas que antes no fueron comprendidas en la nueva 
ciisposlción y respecto de actos verificados bajo una disposición an­
terior. Ahora bien, la Constitución General de la República consa­
gra el principio de la irretroactividad, que causa perjuicio a alguna 
persona. de donde es deducible la afirmación contraria, de que puede 
darse efecto retroactivo a la ley si ésta no causa perjuicio, como su­
cede frecuentemente, tratándose de leyes :r;irocesales o de carácter 
penal, sea que, establezcan procedimientos o recursos benéficos, o 
que hagan más favorable la condición de los indiciados o reos de 
algún delito, Ya por elevados fines sociales o por propósitos de hu­
manitarismo". (5). 

5.-SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tomo LXXI. Pág. 3496. 
"Cía. del Puente de Nuevo Laredo", S. A . 
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CAPITULO V 

LA GARANTIA DE AUDIENCIA. 

SUMARIO: 

a) Introducción. b) Elementos integrantes de la G:irantía U<! 
Audiencia: 1.-Mediantc Juicio; 2.-Tribunales previamen· 
te establecidos; 3.-Las formalidades esenciales del proce· 
dimicnto; 4.-Lcyes expedidas con anterioridad ni hecho. 
c) El acto de privación. d) Bienes protegidos por la Ga­
rantía de Audiencia: 1.-La vida; 2.-La libertad: 3.-La 
propiedad; 4.-Las pos·~siones: 5.-Los derechos. e) Ex· 
cepciones a la Garantía de Audiencia: 1.-Excepción que 
lipifica el artículo 29 Constitucional a todas las garant;as 
individuales; 2.-Exccpción a la Garantía de Audienc:a que 
establece el artículo 2 7 Constitucional; 3.-Excepción a la 
Garantía de Audiencia consagrada en el articulo 33 Cons· 
titucional. 



a.) INTRODUCCION.-

Nuestro artículo 14 Constitucional tipifica la garantía de Au­
diencia, al decir en su segundo párrafo: "Nadie podrá ser privado de 
la vida, de la libertad, o de sus propiedades, posesiones o derechos, 
sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente estable­
cidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedi­
miento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho". 

Es una garantía de seguridad jurídica que nos concede la Cons­
titución para protegernos de las afectaciones que podamos sufrir 
por las autoridades. al querer ejecutar algún acto que afecte nuestra 
esfera jurídica. Pues impone por medio de esta garantía de Audien­
cia la necesidad de que para realizar un acto se tengan que llenar los 
requisitos que marca el seguno párrafo del artículo 14 Constitucional, 
para que esa actitud sea legal. 

b) EJ_,EMENTOS INTEGRANTES DE LA GARANTJA DE 
AUDIENCIA.-

Vamos a hacer el estudio de los elementos que comprende la 
garantía de Audiencia, pues ésta tiene un carácter complejo, al mar­
car cuatro reauisitos fundamentales. para no resultar violado el 
derecho subietivo público individu~l. r¡ue co11sagra la Constitución 
en la garantía de Audiencia. También estudiaremos los bienes que 
se protegen por medio de la Audiencia. así como veremos qué · carac­
ter debP. tener el acto de privación a que se refiere ésta garantía de 
Seguridad Jurídica. 

1.-MEDIANTE JVICIO.-El juicio oue debe preceder el acto 
privativo, entraña un procedimiento que debe ser llevado antes de 
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Ja realización de la privació de que va a ser objeto el particular, 
pues se requieren una serie de actos regulados por la ley y que son 
los que C'onstituyen propiamente el juicio. 

El fin que se persigue en el juicio es la realización de un acto 
jurisdiccional, o sea, un fallo que establezca la verdad legal en un 
conflicto jurídico, que origina el procedimiento sobre el cual recae 
el acto resolutorio. 

Burgoa dice: "El concepto "juicio" empleado en el artículo 14 
ConstitucicnaI. seP.:undo párrafo, es denotativo de función ,lnrisdic· 
cional, desarrollada mediante una serie de actos articulados entre 
sí convergentes tcdos ellos, según se dijo, a la decisión del co'.1flicto 
o controversia jurídicos". (1). Es necesario por tanto. que el acto 
de privación. esté precedido de la función iurísdiccional para no vio­
lar la garantía de Seguridad Jurídica de Audiencia; el acto juris­
diccional i:::e debe e.ie"cer a través de un procedimiento, en que el 
'afectado tenga la posibilidad de formular su defensa. 

La función jurisdiccional es uno de los atributos de la Sobera­
nia del Estado, encaminada a la aplicación del derecho. Esta fun­
ción consiste en una actividad lógica del método deductivo que se 
traduce en una operación silogística, en el que la premisa mayor es 
·la ley, es decir, la situación jurídica abstracta de que nos habla Bon­
necase: la premisa menor es el caso concre1o que se le presenta n.l 
juzgador, o sea, la situación jurídica concrt'ta; y la conclusión es la 
sentencia que se dicta. Para descubrir la nremisél menor, es nece­
sario que las partes y el juzgador realicen una serie de actos Insti­
tuidos en la misma ley: las partes tratarán de probar sus hechos: 
y el juez con el material conocido descubrirá la verdad y aplicará 
la ley. 

La función jurisdiccional puede ser materialmente iurisdiccio­
nal, y material y formalmente jurisdiccional. es ésta última cuando 
la actividad principal del órgano consiste en decir el derecho y ade­
más pertenezca al Poder Judicial Federal o Lo:::al. La actividad iuris· 
diccional puede ser sólo mater'.al y no formal, cuando el órgano que 
el· derecho. no pertenece al Poder Judicial o Local pudiendo estar 
subordinado al Poder Ejecutivo o Legislativo. 

El Licenciado Narciso Bassols, citado por el maestro Alfonso 
Noriega, nos dice., que en la tramitación de los asuntos agrarios se 

1.-lGNACIO BURGOA. Las Garant~as Individuales. Pág. 43 7. C11p. VIII. 
· Editorial Porrúa, S. A. Segunda Edición. 
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cumple con la garantía de Audiencia del artículo 14, pues en la tra­
mitación de un asunto agrario, se forma un expediente a solicitud de 
un poblado. en el que se formula el deseo de obtener la restitución 
o dotación de ejidos; dándosele vista a Jos posibles afectados de ésta 
petición de tierra. para que tengan oportunidad de defenderse, de­
mostrando la improcedencia de la solicitud. En seguida se deter­
mina la existencia del poblado, se hace el censo de las familias, se 
fija el quautum de la cantidad necesitada, y despúes de tooo esto se 
dicta una sentencia que puede ser recurrida ante un tribunal admi­
nistrativo de segunda instancia. Este procedimiento -dice Bassols 
-se ajusta a Jo previsto en el artículo 14. por no faltar nin~una 1ie 
las condiciones previas exigidas para que una persona, pueda ser 
privada de sus propiedades. (2). 

Bassols nos dice, que no es necesario que éste proceso se lleve 
ante las autoridades judiciales y se ajuste a las formalidades del 
procedimiento que se lleva en esos tribunales; pues lo que desea el 
artículo 14, es que se de a conocer al afectado la pretensión de pri­
vación de que va a ser objeto, para poder defenderse ante la autori­
dad que va a dictar el acto privatorio. Es decir, el artículo 14 pro­
tege a los miembros de la sociedad para no ser objeto ele un acto ::ir­
bitrario de privación, sino que haya una organización establecida 
por las leyes, conforme a Ja cual, y dentro de principios abstractos 
de aplicación general, se dicten resoluciones aienas a las personas 
que las motiven o las sufran y, por tanto, resoluciones equilibradas 
y justas. 

La Suprema Corte no ha sostenido siempre el mismo criterio 
sobre el concepto "juicio" a que se refiere el artículo 14 Constitucio­
nal, pues ha establecido la tesis general en el sentido de que por tal 
debe entenderse un procedimiento ante autoridades judiciales, al ne­
gar a las autoridades administrativas la facultad de "privar de sus 
posesiones o derechos a los particulares'. (3). 

En una ejecutoria posterior, admitió tácitamente Ja posib'lidad 
de que las autoridades administrativas pueden privar a alguna per­
sona de sus propiedades, posesiones o derechos: "El artículo 14 cons­
titucional, al garantizar la posesión. se refiere tanto a las autoridades 
judiciales como a las administrativas: por lo que éstas, lo mismo 
que aquéllas, no pueden privar a nadie de sus propidades, posesio-

2.-Cita de ALFONSO NORIEGA C. Pág. 225. Apuntes de Clases. 

3.-APENDICE ni Tomo XCVII, tesis 166, en relación con la No. 167 . 
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nes o derechos: sin haberle oído previamente en defensa si así proce· 
de según el ordenamiento aplicable ... " ( 4) . Posteriormente la Su· 
prema Corte corrobora su antigua jurisprudencia. 

Respecto de la facultad económico-coactiva de la administración, 
la Suprema Corte nos dice: "El uso de la facultad económico-coacti­
tiva por las autoridades administrativas no está en pugna con el ar· 
tículo 14 constitucional". (5). 

CONCLUSION: El imponer el artículo 14 la necesidad de un 
juicio previo al acto de privación, viene a ser una garantía que obli­
' ga tanto al Poder Judicial, a la Administración y al Poder Legisla­
tivo, que tiene la obligación de formular leyes, que permitan al par­
ticular un procedimiento previo, para atacar al acto de privación de 
que va a ser objeto. 

El espíritu de la Teoria moderna, consiste en dar a la persona 
una derecho supraestatal, para defender su vida, su propiedad, po­
sesiones y derechos contra cualquier acto arbitrario de las autorida­
des estatales. 

2.-TRIBUNALES PREVIAMENTE ESTABLECIDOS.-Va· 
mos a analizar el segundo elemento constitutivo de la garantía de 
Audiencia, que es el de tribunales previamente establecidos. 

De acuerdo con el espíritu del artículo 14, tribunal es cualquier 
autoridad estatal que realice una actividad jurisdiccional y que tien· 
da a conceder al hombre un derecho de defensa. Por lo que no se 
debe entender, para los efectos contitucionales, que sólo los órganos 
adscritos al Poder Judicial Federal o Local son los únicos tribunales 
del País. 

Por lo anterior, la garantía de Audiencia es operante no sólo 
frente a los tribunales propiamente dichos (formales). s;no, en 
contra de actos de autoridades administrativas, que normal o excep­
cionalmente realicen actos jurisdiccionales, a favor de esto citare­
mos una tesis de la Suprema Corte: "Las garantías individuales del 
artículo 14 constitucional se otorgan para evitar que se vulneren los 
derechos de los ciudadanos sujetos a cualquier procedimiento, bien 

4.-SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tomo XX. Pág. 38, 
Camua y Teja, 

5.-APENDICE al Tomo XCVII, tesis 480. 
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sean administrativos, civil o penal. por lo que es errónea la Rprecia· 
ción de que sólo son otorgadas para los sujetos del último". (6). 

La exigencia de que los tribunales sean previamente establecidos 
está de acuerdo con el artículo 13 que expresa: "Nadie puede ser 
juzgado por tribunales especiales", entendiénd0$e por tribunales 
especiales los que carecen de los principios de generalidad .. 8bstrac­
ción y permanencia, que deben regir a las instituciones ·jurídicas. 
La Suprema Corte, nos dice, qué son tribunales especiales: "Por tri· 
bunales especiales se entienden aquellos que se crean exclusivamente 
para conocer, en un tiempo d'ldo de ciertos delitos o respecto de de­
terminados delincuentes". (7). 

El adverbio PREVIAMENTE empleado en el segundo párrafo 
del artículo 14, es denotativo de una preexistencia de los tribunales 
al caso que pudiere provocar el acto de privación, dotados de una 
capacidad genérica para resolver los conflictos que se les presenta· 
ren, en un número indeterminado. 

CONCLUSION: Todas las autoridade3 Estatales pueden cons· 
tituirse en tribunales, si con ello se trata de que el hombre pueda 
satisfacer su derecho de defensa, antes de ser afectado. 

3.-LAS FORAMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDI­
MIENTO.-Vamos a estudiar el tercer elemento de la garantía de 
Audiencia, que son las formalidades esenciales del procedimiento. 

La intención del segundo pá~·rafo del artículo 14, es el conceder 
al hombre dentro de la sociedad, el derecho de ser oído al ser afee· 
tado, es decir, el derecho de defensa: la posibilidad del actor o reo 
de alegar lo que pueda constituir su defensa. Por esto, las forma­
lidades esenciales del procedimiento son las que permiten al hombre 
la realización racional e instintiva de su defensa. 

Por el contrario, si un acto procesal no impide ni mengua el 
derecho de defensa, lo podemos considerar como forma secundaria 
procesal. La Suprema Corte corrobora ésto, al expresar: "El auto 
que admite la demanda en determinada vía, no constituye violación 
substancial a las Jeyes de! procedimiento, ya que no priva de defensa 

6.-SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tomo L. Pág. 1552. 

7.-SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tomo XXVI. Pág. 1644. 
Tomo II. 
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al demandado, que tiene durante el transcurso del juicio, amplio 
campo para defenderse". (8). 

Como en toda resolución jurisdiccional se debe decir el derecho 
en el conflicto que se presente, apegándose a la verdad. Es necesa­
rio que la autoridad que va a aplicar la ley conozca 103 hechos sobre 
los cuales se funda el derecho, para ello es necesario conceder a las 
partes el derecho de probar los hechos, en que se funda la discusión. 
Esta oportunidad de probar, vine a ser otra formal~dad esenc'al r1el 
procedimiento, impuesta a cualquier autoridad, inclusive a la legisla­
tiva. Pues sí una ley no da oportunidad de defenderse y de probar 
a alguna de las partes que vaya a resultar afectada por el acto 
jurisdiccional, se podrá tachar de inconstit1.1c'onal ésta ley, por v·o­
lar la garantía de Audiencia de nuestro Artículo 14. 

El artículo 34 del Código Civil apoya el tercer elemento de !a 
garantía de Audiencia, al decir: "Las actuaciones serán nulas cuando 
falte alguna de las formalidades esenciales, de manera que queden 
sin defensa cualquiera de las partes, y cuando la ley expresamente 
lo determine, pero no podrá ser invocada esa nulidad por la parte 
que dió lugar a ella"_ 

CONCLUSION: son formalidades esenciales del procedimiento, 
todas aquellas instituciones procesales, que den oportunidad a las 
pactes de ser oídas en el juicio y puedan realizar su defensa probando 
Jos· hechos ante una posible afectación. Ejemplo: notificaciones, ac­
ciones, periodos probatorios, etc. 

Son formalidades secundarias. aquellas que no tienden directa­
mente a conceder oportunidad de defensa, ejemplo: la competencia, 
las vías, los términos, etc. 

4.-LEYES EXPEDIDAS CON ANTERIORIDAD AL HE· 
CHO.-El cuarto requisito de la garantía de Audiencia. se encuentra 
constituido por la necesidad de "leyes expedidas con anteriori-1ad al 
hecho". del cual nos vamos a ocupar. Este elemento de la garantía 
de Audiencia corobora el primer párrafo del artículo 14, que se refie­
re a la irretroactividad de las leyes en perjuicio de perrnna alguna. 

Como ya vimos la garantía de la irretroactividad de las leyes, 
es fundamental entre las garantías jurídicas, pues viene a darnos 

8.-SEMANARJO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tomo XXI. Pág. 986. La· 
croix Matil de 
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la pauta, para saber cuál es el orden eficáz al cual debemos sujetar­
nos. Es necesario conocer el orden jurídico que está vigente, para 
actuar conforme a él, pues si supiéramos que las situaciones jurídi­
cas nacidas de nuestros actos, pueden ser cambiadas por una ley 
posterior. viviríamos en una completa inseguridad jurídica, injusta 
l:or demás, ya que no tendría estab:Jidad nuestra vida privada y !;O­

cia!, lo cual llevaría a una completa anarquía. Ya vimos cómo es 
necesario que el derecho realice los fines que le son propios, para 
tener la categoría. de tal. Fines que al ser destruidos, dan fin tam­
bién él 1 derecho. Es debido a ello que nuestra Constitución ha con­
sagrado como garantía fundamental a la Irretroactividad de las le­
yes en perjuicio de persona alguna, para dar estabilidad a la vida 
social por medio del derecho; consagrando sólo algunas excepciones, 
que ya estudiamos, cuando se beneficia al interés general. 

La garantía de Audiencia ha hecho suya también la necesidad 
de una ley expedida con anterioridad al hecho, que regule al acto de 
privación, para evitar la inseguridad en que vivían los hombres, 
sujetos a cualquier ley arbitraria, que los privara de alguno de sus 
bienes fundamentales: la vida, la libertad, propiedad. posesiones o 
derechos. 

e) EL ACTO DE PRIVACION.-

El acto de privación a que se refiere el segundo párrafo del 
artículo 14 Constitucional, es un acto de carácter definitivo, el cual 
SP. diferencia de la simple molestia a que alude el artículo 16 Cons­
titucional. 

El acto de privación puede consistir en un daño o perjuicio que 
~P. le ocasione al particular, por una autoridad estatal, (-X·) n se:i que 
debe haber una merma o mensocabo en la esfera jurídica de la per­
sona afectada. El ataque del acto privativo, tiene que ser definitivo 
es decir, tiene que ser éste acto la finalidad definitiva perseguida por 
la autoridad. Así por ejemplo: el auto de exequenclo que afecta la 
esfera jurídica del ejecutado, no aueda comprendido dentro de la 
privación de que nos habla el artículo 14, por no ser el fin perseguido 
por la autoridad, sino un simple medio para alcanzar otro fin. 

CONCLUSION: es necesario que el acto a que se refiere el ar-

* Es la característica esencial del acto de privación a que alude el artículo 14 
Constitucional. 
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ticulo 14, para que tenga el carácter de privativo, sea el fin perse­
guido por la autoridad; pues, sí éste acto sólo es el medio para alcan­
zar otros propósitos, tendrá el carácter de un acto de molestia y 
quedará por tanto, comprendido dentro de los términos del artículo 
16 Constitucional. 

d) BIENES PROTEGIDOS POR LA GARANTIA DE AUDIENCIA. 

Estudiaremos a continuación los bienes protegidos por la garan­
tía de Audiencia y el concepto que debemos tener de ellos a la luz 
del artículo 14 Constitucional. 

Los bienes i;rotegidos por la garantía de Seguridad Jurídica de 
Audiencia son: Lu vida .. libertad, propiedades, posesiones y d9rechos. 
Estos conceptos son fundamentales para el perfeccionamiento del 
hombre, y por ello nuestra Constitución, comprendiendo lo funda­
meiltal de 103 mismos, los ha salvaguardado de las arbitrariedade3 
de ios gobernanles por medio de la ¡:rnrant;a de Aud'e'icia. Pue' 
la vida, es necesaria para la satisfacción física del hombre: la li­
bertad es fundamental para el perfeccionamiento racional y moral 
de la persona: la propiedad satisface la economía el hombre; las 
posesiones y derechos constituyen el fundamento patrimonial del 
hombre y de la sociedad. 

· 1.-LA VIDA-Mediante el concepto de vida del artículo 14 
en su segundo párrafo. se protege la existencia individual del suje­
to, es decir, la s!lstantividad psíquica, física y moral de h persona 
humana. 

'El artículo 14 Constitucional impone al legislador, la obli~ación 
de dictar leyec;, en las que se r.onsigne la posibilirlad de ser oído 
preViamente el acusado. así como de contener l?¡:; formalidades 
esenciales del procedimiento, y que se lleve ante tribunales previa­
mente establecidos, la secuela del nrocedimiento por la rine Se pre· 
tenda ordenar la privación de la vida de un suieto. S"! rlefiende en 
ésta forma. la privación de la vida en contra de las arbitrariedades 
del Poder Público. 

El artículo 22 en su párrafo tercero, al decir: ". . . Queda 
también prohibida la pena de muerte por delitos políticos, y en 
cuanto a los demás, sólo podrá imponerse al traidor a la Patria en 
guerra extranjera, al parricida, al homicida ron alevosía, preme­
ditación y ventaja, al incendario. al plagiario. al salteador dP cami­
nos, al pirata y a los reos de de1itos graves del orden militar", esta-
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blece una garantía de Legalidad, prohibiendo al legislador que die· 
te leyes privativas de la vida, cuando no sean a los casos previa· 
mente establecidos en éste articulo. 

2.-LA LIBERTAD.-El problema que tenemos por solucionar, 
es el saber a que clase de libertad se refiere el artículo 14 en la 
garantía de Audiencia. Pues en la Suprema Ley existen una serie 
de Iibert::ides que son: la libertad política, la dP. trabajo, la de aso­
ciación, la de pensamiento y la física. 

Sobre éste punto han surgido dos teorías: una afirma que se 
refiere sólo a la física, en su significado meramente corporal, por 
considemr que las demás libertades están nrotegidas nor otros ar­
tículos de la Constitución. E! maestro Alfonso Norie.e:a. va más 
adelante en ésto, nues nos dice. aue sólo la libertad privada. como 
imposición de pena, es la protegida nor el artículo 1( medi::inte la 
garantía de Audiencia, ya que la libertad afectada nor orden rle 
aprehensión. y de detención está protegida por el artículo 16. y lo 
mismo acontece con la prisión preventiva, que protege el artículo 19 
Constitucional. 

La otra teoría. a la cual nos adherimos, considera que toda cla­
se de Iibert::ides del hombre, son protegidas por la garantía de Au· 
c'!.iencia, debido aun principio jurídico aue dice: donde la lev no dis· 
tir.gi1~. n'l <lebem01s distinguir. Además aue cuántos más bienes se 
nroteian de Jas arbitrariedades de Jas autorid~des. es mejor, para 
una realización más completa de la Seguridad Jurídica. 

3.-LA PROPIEDAD.-La propiedad. es el derecho real por 
exceJP.ncia y del cual se desprenden tres clases de beneficios: elfus 
utendi (uso), el Ju" fruendi (disfrute), y el jus abutendi (la dispo· 
sición de la cosa). El primero es la facultad que tiene el propietario 
de utilizar Ja cosa en su propio beneficio, el segundo es la posibildad 
que tiene el dueño de hacer suyos los frutos producidos por el bien, 
los que oueden ser civiles o naturales. y el tercero es el derecho de 
disposición que tiene sobre el bien el prooietario. que consiste en 
la celebración de actos de dominio sobre la cosa( venta, donación, 
constitución de gravámenes, etc). 

La propiedad es el poder jurídico que se tiene sobre un::i cosa, 
oponible a un si.ijeto pasivo universal, qup tiene la obligación de 
abstenerse, de no vulnerar. afectar o entorpecer su ejercicio. 

El problema que tenemos por resolver es, sí las propiedades 
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protegidas por t:!l artículo 14 Constiutcional, con la Seguridad Jurídi­
ca de Audiencia, se refieren sólo a la verdadera propiedad o también 
se p:iede hacer extensivo el término a toda clase de prop'edade:; 
(falsas, aparentes, ilegítimas). 

Analicemoc; 21 espíritu del ::trtículo 14 Constitucional. para so-
lucionar el problema pl::>.nteado. · 

La garantía exigida a las autoridades, es que: "Nadie puede 
ser privado. . . de sus propiedad<:>s, sino mediante un juicio seguido 
ante tribunales í)reviamente establecidos, en él que se cumphan las 
formalidades esenciales del procedimiPnto y conforme a las leyes 
expedidas con a~terior!dad al hecho". En otros términos, el artí­
culo 14, exige a la autoridad una serie de formalidades de Seguridad 
Jurídicá, para que. en caso de proceder la privación, sea legal y 
justa; luego el fin a que tiende la Audiencia, es conceder Seguridad 
Jurídica al individuo, tal como lo hemos entendido en la primera 
parte de nuestro estudio; es decir, como la garantía que tiene el 
hombre, de que su esfera jurídica no c;erá objeto de ataques vio~en­
tos, deberán reahzan:e por procerlimiento legales. apegad'.Js a la Cons· 
titución. De tal manera que el fin del artículo 14, es evitar actos ar­
bitrarios de las autoridades en contra de los individuos. 

De lo anterior deducimos, que el artículo 14 no tiene aplicación 
para deci.dir c11estiones de dC'minlo. en 1o referente a la garantía rle 
Aud;encia. En efecto, el juicio de Amparo no tiende a resolver cues­
tfones de dominio, pues para tal efecto se instituyen los juicio.;; rei­
vindicatorios, posesorios, las tercerías, etc. Los efectos de la sen­
tencia de Amparo, son de restitu;r al agravi11do enel goce de la g'l.r'ln· 
tía Violada, o de cbli,gar a Ja autoridad resnonsable a respetar la ~­
rantía individual de que se trata, y no riesolver C!}ntiendas ele prOpie­
dad. 

La Suprema Corte ha reconocido expres::imente. que la natura­
leza del juicio de amparo, no es ventilar conflictos sobre a quién de 
los contendientes corresponde la propiedad de un bien. pues su fin 
es fundamentalmente hacer respetar los preceptos constitucionales. 
Sin embargo, éste juicio puede ocuparse de cuestiones de propiedad, 
cuando con anterioridad se les ha seguido un juicio sobre esa materia 
y se ha interpuesto el amparo contra sentencia definitiva, alegándose 
la inexacta aplicación de la ley, aue el artículo 14 también nrotege, 
por medio de la garantía de Legalidad. En éste caso también existe 
la restitución de la garantía violada. 

De esta manera podemos concluir, que la garantía de Audienda 

• 84 -



protege el hecho de la propiedad, la propiedad en sí misma, la pose­
sión. y en úitimo término los derechos que se puedan tener sobre 
un bien, sin analizar si la propiedad ha sido formalmente legitimada, 
pues el efecto de la garantía de Audiencia es evitar un acto de priva­
ción arbitrario. 

4.-LAS POSESIONES.-Vamos a analizar las dos doctrinas 
tradlcionales, que han estudiado la. posesión. La primera es la Teoría 
Subjetiva de Savigny, según la cual, la posesión se encuentra integra­
da por dos elementos que son: el corpus, que es la tenencia material 
o poder fáctico de disposición de una cosa y el animus que es la inten­
ción de conducirse como dueño de la cosa. Es necesario nara ésta 
teoría la existencia de estos dos elementos, para haber · posesión. 
pero el elemento animus era muy d fic:il de probar y en oca-:;iones 
imposible, debido a ello, Savigny pretendió objetivarlo en hechos o 
actos que lo prernpusieran y que fueran imputables al derecho de 
propiedad. A pesar del deseo de constatar la existencia o no exis­
tencia del animus domini que hizo Savigny, perduró la dificultad de 
probar ese elemento subjetivo, por lo que surgió la teoría que es de­
nominada objetirn y cuyo pricipal expositor es Ihering. 

En la teoría Objetiva se abandona el elemento subjetivo por 
inútil y perjudicial para explicar la posesión. Pues en ésta teoría 
basta un poder de hecho ejercido sobre una cosa por una persona, 
pero para que ese poder tmeda considerarse como posesión, se re­
quiere que quién lo desempeñe pueda ejercitar todos. o alguno de los 
derechos normalmente atribuídos a la propiedad, es decir, que quién 
ejerce el poder, pueda desempeñar conjunta o separadamente, el jus 
utendi, el jus fruendi o el jus abutendi. 

Es necesario que el poder de hecho que se ejerza sobre la cosa, 
tenga una causa jurídica y, sí tiene ésta causa puede por su propia na­
turaleza generar cualauier derecho normalmente atribuído a la l)ropie­
dad. exceptuando el de disposición de la cosa, en éste caso, la pose­
sión será deriv::ida o precaria. En cambio si la causa possesionis, 
comprende también al jus abntend1 tendremos, que la posesión será 
originaria. 

Nuestro Cóáigo Civil adopta la teoría Objetiva al decir: Art. 
790 "Es poseedm· de una cosa el que ejerce sobre ella un poder de 
hecho, salvo lo dispuesto en el artículo 793. Posee un derecho el 
que goza de él". 

Al no distinguir nuestro artículo 14 sobre sí la garantía de Au-
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diencia tutela a la posesión originaria o a la dedvada, es convenien· 
te concluir, quf' protege a ambas, ya que el articulo 791 del Código 
Civil considera como poseedor tanto al originario como al derivado 
o precario. Apoyando nuestra opinión cit::\remos la siguiente tésis 
de la Suprema Corte: "De acuerdo con las disposiciones citadas 
(arts. 790 y 791 del Código Civil vigente en el Distrito y Territorios 
Federales), para considerar poseedora n una persona, ya no se nece· 
sita que acredite la tenencia material y la intención de efectuar esa 
tenencia a titulo de propietario, como exigía la jurisprudencia de 
esta Suprema Corte de Justicia .. sino que basta que justifique ejercer 
una posesión de hecho sobre la cosa, y habiendo ya dos clases de po­
sesiones, o se&n. la originaria, que es la que tiene el propietario, y 
la derivada .. que es aquella que se considera para qu'.ene, como el 
usufructuario, el arrendatario y el de¡;os1tario, les asiste el derecho 
de retener temporalmente la cosa en su poder. no puede considerar­
se aplicable aquella jurisprudencia, sino para las entid:i.des federati­
vas en las que estén aún en vigor legislnciones que contengan el con­
cepto de posesión que en el sentido de la relacionada jurisprudencia 
daba el Código Civil para el Distrito y Territorio de la Baja Califor­
nia de 1884". ( 9) 

·La Suprema Corte. para establecer el concepto de que la f-{a· 
rantía ele Audiencia protege a ambas posesiones se apova en el Có­
digo Civil para el Distrito y Territorios Federales. por lo que r;e 
deduce. nue si al?;una lep;islación local únicamente resp'.)ta como po­
seedor al originario, entonces la protección Constitucional sólo ne 
:impartirá a éste tipo de posesión. 

Viendo que es necesaria la causa po«•sesionis, para imputar a un 
sujeto como poseedor, si llega a faltar esa causa y sólo se tiene la 
tenencia matenal del bien. tendri'i. la calidml ile po:;eedor e·~a per­
sona para los efecto:; c1e la garantía de Audiencia; criterio dado por 
la Suprema Corte en el nue expresa: "Para que exista posesión dig­
na le ser protegida en el juicio de garantías. es necesario v b<istq 
que se reúnan estos dos requisitos: 1) que haya tenenc~a. rn derir, 
poder de hecho sobre la cosa; 2) que esa tenencia no constitnva 
una mera ocupación material, sino que deba su origen a algún titulo 

9:-SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tomo LXIX. Pá,.. 5153. 
Salclaña Jorge, y en el mismo sentido las tesis suatentadas en las "jecutoria'I 
siguientes: Tomo LXXVI. Pág. 4536. Ornelas Juan NP.pomuceno; Torno 
LXXVII. Pág. 211. Vega Jiménez Macario y coag.·.; Tomo XCVI. Pág-. 
355. Ayala Hernández Rosario; Tomo LIV. Pá:;:;. 1917. f33rragá, Gutié­
rrez Salvador. 
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que no sea notoria e indiscutiblemente ilegítimo, ni se haya decla­
rado nulo por la autoridad competente".(10) 

La garantía de Audiencia protege la posesión independiente­
mente del título o la causa conforme a la cual se haya constituido, 
siempre que no se trate de actos notoriamente ilegítimos o delic· 
tivos es decir, que la garantia no trata de conflictos posesorios 
entre diversos sujetos, pues como dijimos cuando tratamos de 
la propiedad, para dilucidar esas controversias existen juicios 
comunes, que i.Jara el caso serán: los interdictos retinendi y 
recuperandi possesionis, y la acción plenaria de posesión. Y, 
si después de haberse afectado a una persona en estos juicios, inter­
pusiere amparo, los agravios que podrá alegar ante los tribunales 
Federales, serán por una inexacta aplicación de la ley, protegida 
también por el artículo 14 Constitucional. pero no será por violar 
la garantia de Audiencia, que se l evise el título del poseedor. Trae­
mos a colación la siguiente jurisprudencia: ''Demostrado el hecho 
de la posesión, ésta debe ser repetada en acatamiento al artículo 14 
Constitucional, sin que los jueces federales tengan facultades para 
decidir si esa posesión es buena o mala". (11) 

"Cuando el amparo se pide por violación de las garantías que 
la Constitución otorga al poseedor, no es dable al juez, en la vía de 
amparo. estatuir nada sobre la ligitimidad de los títulos en que se 
funda la posesión". (12) 

Es preciso estudiar si la garantía de Audirmcia protege al que 
posea por cuenta y a nombre de otro, por ejemplo: al depositario, 
albacea, al síndico, etc. 

Si bien encontramos que éste poseedor, que podríamos llamar 
alieni juris está en contacto directo con la cosa, no consideramos con. 
veniente que se proteja, pues para que proceda el juicio de Amparo, 
es necesario que exista un agravio y en éste caso, el perjuicio 110 
existe para éste detentador del bien, sino para su representado. Pues 
todos los actos que ejecute, los realizará representando al titular 
de la posesión. Sin embargo la Corte no ha tenido un criterio firme 
sobre el particular. pues en una tésis apoya nuestra apinión, pero 
en otra la contradice. 

10.-REVISION 6906/47/lo. en relación con la número 4082/41/20. _ 
1 1.-APENDICE al tomo XCIJ, tesis 813. 
12.-SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tomo LXVII. Pág. 2370. 

Jiménez Apolonio. 
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5.-LOS DERECHOS.-La protección que hace el artículo 14 en su 
segundo párrafo de los derechos, sólo la refiere a los derechos sub· 
jetivos, es decir, a la facultad derivada de la norma que tiene una 
persona, para exigir una obligación, a cargo de un sujeto pasivo, que 
puede ser un particular, el estado o una univer.salidad de p~rsonas. 
Sólo se protejen los derechos que tenga una persona. en un?. situa­
ción jurídica concreta. 

El derecho objetivo no es tutelado por la garantía de Audien· 
cia, pues éste es la norma misma, la situación jurídica abstracta. 
Es decir. que Jos derechos objetivos. están comprendidos dentro de 
la situación ,iuríd:ca abstracta, y no han entrado a la esfera jurídica 
de nadie, por lo que no se puede proteger lo que es abstracto, lo que 
no pertenece a nqdie, y como ya vimos. es un requisito esendal en 
la garantía de Seguridad Jurídica de Audiencia, el evitar se cause 
un perjuicio a unR persona en forma arbitraria. 

Existen muchas clases de derechos. los que pueden ser absolu· 
tos, constituidos por los que se hacen valer ante un sujeto pasivo uni· 
versal (derechos reales y garantías individuales); y relativos, que 
sólo se pueden exigir a determinadas personas derechos de crédito 
o ,personales). Y aún sobre ésta clasificación podemos hacer una 
subclasificación distinguiendo, los derechos privados y los derechos 
públicos. 

No haciendo ninguna distinción nuestro artículo 14, sobre los 
derechos. debemos concluir que protege toda clase de derechos sub­
jetivos, en una forma amplia y general. 
. Se ha presentado el problema de si los derechos poEtiros que­
dan protegidos por la garantía de Audiencia, y :-"Obre el particular 
la Suprema Co1ie ha sostenido durante largo t;empo un criterio ne­
gativo, cambiando en la actualidad sólo en matices. pero sostenien· 
do en el fondo su criterio negativo. 

Durante la vigencia de la Constitución de 1857 y de acuerdo con 
el criterio de Vallarta, dijo la Corte que los derechos polítir.os, no 
podían ser protegidos por el amparo, por no constituir derechos 
naturales; ya que el título primero de esa Constitución, solo prote­
gía los derechos del hombre, que rnn los inherentes a la person!:! hu­
mana. Además que la redacción del antiguo artículo 14 era: "Nadie 
puede ser juzgado ni sentenciado sino por leyes dadas con ante­
rioridad al hecho y exactamente aplicadas a él por el tribunal que 
precisamente haya establecido la. ley". Asi que, de acuerdo con 
ésta terminología, no era posible que los derechos políticos fueran 
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juzgados, ni que se dictara sentencia sobre su existencia; de tal' 
manera que el artículo citado, se refería únicamente a los derechos 
que podían ser discutidos por los órganos jurisdiccionales. 

La Constitución de 1917 cambió el texto del artículo 14 al de­
cir: "Nadie puede ser privado de. . . y derechos, sino mediante jui­
cio ~egttido ante los tribunales previamente establecidos. en el que 
se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. . ", qui­
tándose las palabras de juzgado y sentenciado a que aludía el an­
tiguo artículo 14. así como también en la nneva Constitución, ya 
no se habla de los derechos del hombre. sino de garantías individua­
les. por lo que en el nuevo precepto se protegen todos los derechos 
públicos subjetivos del hombre. 

No obstante lo anterior, la Suprema Corte ha seguido soste­
niendo la improcedencia del Juicio de Amparo para tutelar los de­
rechos políticos, por medio del artículo 14 Constitucional, y para 
tal efecto transcribimos la siguiente tésis: "Los derechos políticos, 
no nueden ser obieto de protección federal, porque el artículo 14 de 
la Constitución, al proteger los derechos clara y expresamente se 
refiere aquellos que son susceptibles de controversia ante los tri­
bunales. es decir, a los derechos privados de Ja persona o de la pro­
piedad privada, que caen dentro de la jurisdicción del Poder Judicial, 
y como Jos derec110s poJíticos no son justificables ante los tribunales 
y no puede hRber contienda judicial Robre ellos. es inconcuso que 
no h::in riuecfarlo pro~egicfoc;: por el citado preceoto constitucional; 
üinto más. cuanto, que conforme al ~rtículo 1.03 ne h misma Cons­
titución. el amnaro sirve para v.arantizar el derecho de los derechos 
naturales o civiles del hombre". (13). 

Posteriormente la Corte encontró casos en que además de vio­
larse Joq derechos políticos, se afectaba ::i. otras gi:irantías individua· 
les. por el misMo 2cto de autoridad. También se presentó el caso 
de aue la autoridad resnons~1ble no era 11na autorid::id política. En 
estos caroR en nue ln violación de 11n ne1·ecl'lo nolíticn traía apare­
jadA. la afectaciñn de otra garantía individtrn.1. v r.11A11do hs FJutori­
dadr~ resnom::ibles no de~empeñaban funciones oolític!'l.s, la Supre­
ma Corte resolvió en la siguiente forma: "Si bien la Corte ha esta­
bleclrln eme coritrFJ lri violación de de,,.echos oolíticos es imnroce­
dente el amparo, tal :iuri::;prudencifl se refiere a los cBsos en que se 
pida la protección federal contra las autoridades que ejercitan fun-

13.-SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tomo XXIV. Pág. 598. 
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ciones políticas y cuyos actos se relacionen directamente y exclu­
sivamente con la realización de derechos de la misma n:tturaleza; 
pero no puede aplicarse a los casos en que se pida amparo contra 
determinaciones juiciales que imponen una pena. que, si bien puede 
afectar ·los derechos políticos también puede violar garantias indi­
viduales". (14). 

"Aun cuando se trate de derechos políticos, si el acto que se 
reclama puede entrañar también la violación de garantías ind\vi· 
duales, hecho que no se puede juzgar a priori, la demanda de am­
paro relativa debe admitirse y tramitarse para establecer, en la 
sentencia definitiva, las proposiciones conducentes". (15). 

La Suprema Corte al ver que algunos actcs de autoridad. al 
violar los derechos políticos, pueden a su vez afectar garantías iÍldi­
viduales) a sustentado el criterio de admitir la demanda de amparo, 
para. establecer cuales son las garantías violadas y conceder la pro­
tección de la Justicia de la Unión. 

'Creemos, que dentro de un criterio estrictamente jurídico, to­
dos los derechos deben ser tutelados por la garantía de Audiencia. 
P'ués al vivir en un Estado Constitucional, tanto los derechos inhe· 
rentes·· ar hombre, como los que adquiere dentro de la comunidad 
política deben ser respetados por las autoridades. La Seguridad Ju­
rídica de Audiencia, debe operar por lo tanto, protegiendo toda cla­
se de derechos subjetivos. 

e) ·EXCEPCIONES A LA GARANTIA DE AUDIENCIA. 

Las excepciones a la Garantía de Aud~encia y a las demás ga­
rantias inividuales, siempre· deben consignars8 en la Constitución; 
pues la fuente única de donde derivan los derechos públicos indi­
viduales, es la Constitución, así que ella es la única que les puede 
imponer· limitaciones a estos derechos. 

Vamos a analizar en primer término la limitación que impone 
el artículo 29 Constitucional a todas las garantías individuales, que­
dancio comprendida la de Audiencia, para después estudiar las li-

14.-:-SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tomo X. Pág. 475. 

15.-:-SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tomo XIII. Pácr. 523: 
Tomo XIV. Págs. 1190 y 1802: Tomo XV. Pág. 1344: Tomo XVI. Pág. 
92: Tomo XVII. Págs. 748 y 1509 . 
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mitaciones dirigidas en especial a la garantía de Audiencia, que 
preveen los artículos 27 y 33 Constitucionales. 

' 1.-EXCEPCION QUE TIPIFICA EL ARTICULO 29 CONS­
TITUCIONAL A TODAS LAS GARANTIAS INDIVIDUALES.­
El Estado como persona que es, necesita defenderse cuando su inte­
gridad política y jurídica se encuentra afectada ,pues su vida en 
esos casos se encuentra en peligro, y tiene el derecho de defender­
la con todos los medios de que disponga. Por tanto, el Estado puede 
en un momento dado encontrarse con problemas, que re::¡uieran una 
rápida e inmediata resolución para satisfacer la vida misma de 
los individuos que lo integran, y no podrá en estos casos suspender 
sus resoluciones, para dar c1ebido cump1imiento a las garantías in­
dividuales. En uso de su Soberanía, podrá en estos casos, sin juicio 
previo afectar la esfera de los particulares, cuando con ello se pro­
p,onga la defensa de su integridad. 

Para evitar, que so pretexto de circunstancias extraordinarias 
se suspendan las garantías individuales, la misma Constitución de­
be establecer, los casos en que proceda ést3. suspensión, así nuestra 
Ley Fundamental siguiendo éste principio para. evitar la tiranía, 
dice: Art. 29 "En casos de invasión, perturbación grave a la paz pú­
blica o cualquiera otro que ponga a la sociedad en grande peligro 
o conflicto, solamente el Presidente de la República Mexicana, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros y con la anrobación del Congre­
so de la Unión y en loe:; recesos de éste, de la Comisión Permanente 
podrá susoender en todo el país, o en lugar determinado. las garan­
tías que fuesen obstáculo para hacer frente, rápida y fácilmente, a 
la situación, pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por medio 
de prevensiones generales y sin que la suspensión se contraiga a 
determinado inividuo. Si la suc:;oensón tuviei;;c> lugar hallándose el 
Congreso reunido, éste concederá las autorizaciones que estime ne­
cesarias para one el Ejecutivo haga frente a la s"tuación. Si Ja sus­
pensión se verificase en tiempo de receso, se convocará sin demora 
al Congreso para que las acuerde''. 

En consecuencia el Estado Mexicano sólo podrá suspender las 
garantías individuales, cuando se encuentra en a}guno de loe; casos 
del artículo 29, y con las formalidades que el mismo artíqulo se­
ñala. 

2.-EXCEPCIONES A LA GARANTIA DE AUDIENCIA. 
QUE ESTABLECE EL ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL.-La 
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expropiación de que habla éste artículo, es una institución de de- : 
recho público, por la cual el E:::tado puede unilateralmente adqui­
rir bienes de la propiedad privada para satisfacer las necesidades 
públicas. En la expropiación existe una necesidad pública que e3 
indispensable satisfacer, por lo que no pueden las autoridades, mu­
chas veces, sujetar a las formaEdades de un juicio a la expropia­
ción, pues el mismo artículo 27 no establece la necesidad de un jui­
cio previo, que preceda a el acto expropiatorio. Por la naturaleza ju­
rídica de la expropiación, se deduce que el interés colectivo que re­
quiere solución inmediata, justifica la excepción a la garantía de 
Audienca; por lo que en éste caso el interés particular ce:\e ~mte el 
interés público que comprende la expropiación. 

Lo anterior no significa, que el Estado pueda actuar en forma 
arbitraria en cuestiones expropiatorias, pues su actuación tiene que 
ser regulada por la ley, es decir, conforme al artículo 27 Constitu­
cional, que expresa: "Las expropiaciones sólo podrán hacerse por 
causa de utilidad pública y mediante indemnización". De tal suerte 
que cuando el particular ve violado éste precepto, puede interponer 
amparo, porque el acto expropiatorio no es conforme a lo marcado 
por la Constitución. 

CONCLUSION: Dentro de un marco de legalidad constitucio­
nal, todas las autoridades están obligadas a respetar en favor del 
particular la garantía de Audiencia; just!ficándose en ciertos casos, 
como la expropiación, el hecho de afectar la esfera jurídica de los 
particulares, sin ioeguir un juicio previo. cuando se trate de salva­
guardar el interés público sobre el particular. La Suprema Corte 
ha establecido la siguiente jurisprudencia: "En materia de expro­
piación no rige la garantía de previa audiencia consagrada en el ar­
ticulo 14 Constitucional. por que este requh;ito no está comprendido 
entre los que señala el artículo 27 de la misma carta fundamen- · 
tal". '(16). 

3.-EXCEPCION A LA GARANTIA DE AUDIENCIA CONSA · 
GRADA EN EL ARTICULO 33 CONSTITUCIONAL.-Este artí· 
CtJlo al establecer que: " ... el Ejecutivo de la Unión tendrá la fa­
cultad exclusiva de hacer abandonar el territorio nacional, inmedia­
tamente y sin necesidad de juicio previo a todo extranjero cuya 
permanencia juzgue inconveniente". Está otorgando a la Adminis-

16.-APENDICE al Tomo CXVll. Tcaia 473. 
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tración Pública una facultad discrecional, para poder hacer aban­
donar el país a los extranjeros perniciosos y expresamente nos 
dice éste precepto, que no es necesario un juicio previo que pre­
ceda éste acto. En efecto, un extranjero puede en un momento dado 
poner en peligro la integridad del país, por lo que es posible a la 
autoridad Administrativa, dada su naturaleza política, poder tomar 
las medidas que juzgue convenientes para defender a la nación . 
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CAPITULO VI. 

LA GARANTIA DE LEGALIDAD. 

SUMARIO: 

a} lntroducci6n. h) La Garantía de Legalidad en la mate· 
ria penal. 1.-La analogía; 2.-La Mayoría de razón. e} 
La garantía de Legalidad en materia civil: 1.-La interpre­
tacion e integración de la ley en materia civil (latu aen,.5u), 
laboral y administrativa; 2.-Los principios generales del 
derecho. 



a) 1 N T R O D U C C 1 O N . 

En los párrafos tercero y cuarto del artículo 14 Constitucional, 
el- Constituyente de Querétaro confirma, la garantía de Legalidad 
tipificada en nuestra antigua Constitución, al decir, que es aplicable 
dicha garantía tanto para la materia penal (párrafo tercero), como 
para la materia civil (párrafo cuarto) y dái:donos en forma expresa 
las reglas de interpretación, que deben seguirse en cada una de es· 
tas disciplinas. Es el artículo 14 Constitucional, en ésta garantía, el 
que marca las reglas de interpretación que deben observarse en el 
Sistema Jurídico Mexicano. 

La oposición de Rabasa a la garantía de Legalidad queda des· 
cartada, al tipificar de nuevo nuestra Constitución dicha garantía, 
adhiriéndose a la realidad Centralista Mexicana. Es la tradición que 
nos viene desde la época Colonial, la que vuelve a triunfar en nuestro 
sistema jurídico, desechándose la fría lógica del jurista Chiapaneco, 
esgrimida en contra del anterior artículo 14, por considerarlo espu­
rio ~ nocivo a nuestras instituciones. 

Vamos a hacer el exámen de la garantía de la exacta aplicación 
de la ley en nuestra Constitución para ver en qué forma funciona 
en nuestro sistema jurídico, regulando tanto la hermenrutica ju­
rídica, como la integración de la ley. 

b) LA GARANTIA DE LEGALIDAD EN .LA MATERIA PENAL. 

El párrafo tercero del artículo 14 expresa: "En los juicios de 
orden ·criminal queda prohibido imponer, por simple analogfa y aún 
por mayoría de 1'azón pena alguna que no esté decretada por una 
ley exactamente aplicable al deEto de que se trata" . 
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Como vemos, en ésta parte de nuestro articulo 14, se apoya el 
principio de dtrecho Penal universalmente aceptado de Nullum 
crimen, uulla poena sine lege. Es decir: no hay más hechos delic· 
tuosos que aquellos que las leyes penales definen y castigan. Ni 
más penas que las que las mismas leyes establecen. El anterior prin· 
cipio queda impu-:sto en nuestro Sistema jurídico en materia penal, 
al prohibir la im11osición de penas por analogía y por mayoria de 
razón. 

La garantía de Legalidad que tipifica nuestra Constitución, en 
la materia penal se bifurca sobre los elementos: delitos. y penas. En 
virtud de ésta garantía, un hecho que no esté reputado como delito, 
no será delictuos0, o sea, susceptible de engendrar una pena para 
su autor. De la garantía de la exacta aplicación de la ley en la ma­
ter:ia penal, desprendemos que se extiende a la actitud delictiva, 
por una interpretación que hacemos del concepto delito, de que nos 
habla el párrafo tercero del artículo 14, en su última parte. Si re­
lacionamos ésta disposición con el artíiulo 7 del Código Penal para 
el Distrito y Territorios Federal, en que nos dice: "delito es todo 
acto u omisión que sancionan las leyes penales", vemos que es ne­
cesario que el acto u omisión, para que sea delictivo, necesita estar 
sancionado por las leyes penales. Es decir, que es necesario para 
que un hecho sea considerado como delito --Según nuestro articulo 
14- que se le considere como tal por una disposición legal. En ésta 
forma nuestra Constitución acepta, con la garantía de Legalidad 
a la tipicidad como un elemento esenC'ial del delito, acogiendo por 
tanto a la Teoría del delito. que nos dice, son elementos esenciales 
del delito: 1.-Una conducta: 2.-Antiiurídica; 3.-Tipica; 4.-Im­
putable; 5.--Culpable; y 6.-Punible. En efecto, a ninguna persona 
podrá castigarse Eino por los hechos que la lev haya definido como 
delictuosos, ni con otras penas que la'3 establecidas legalmente. 

De acuerdo con lo anterior, se contiene con la garantía de Le­
galidad en materia penal, una doble garantía individual: no ser pe­
nado más que por los hechos previamente definidos por la ley como 
delitos, GARANTIA CRIMINAL; no ser penado con penas ni en 
clase ni medida diversas de las establecidas previamente por la ley 
para el hecho en cuestión, GARANTIA PENAL. 

Nuestro artículo 14, al no permitir la analogía, ni la mayoría 
de razón en la materia penal, nos está expresando que la ley, es ta 
única fuente del derecho penal, o en otras palabras, que la ley penal 
carece de algunas. La ley penal debe aplicarse exactamente, como 
nos dice la Constitución, pero ello no significa, que no sea posible 
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interpretarla. Pues la ley al ser una forma de expresión del derecho, 
demuestra la necesidad de ser interpretada, para descubrir su sen· 
tido, es decir, la norma jurídica que encierra esa ley. El artículo 14, · 
no prohíbe la interpretación en el derecho penal, sino la integración 
de la ley, ya que ésta, por definición, carece de lagunas. 

1.-LA ANALOGIA. 

Es preciso hacer notar que la analogía, no es un método de 
interpretación sino de integración, pues ésta se utiliza cuando no 
existe un precepto aplicable al caso que se trata de resolver. 

Es necesario aclarar, para no dejar lugar a confusiones, que el· 
de1'€cho no tiene lagunas, pues un ordenamiento juridico es una 
plenitt1d hermética que carece de ellas. Pero e!1 h. ley, que e':l una de 
1as formas de expresar el derecho, sí existen las lagunas, que es 
menester llenarlas por el juzgador, cuando se le presenta un caso 
no previsto v, 11no d_e los métodos para desempeñar ésta función 
de integración, es la analogía. 

En la analogía no interviene> sólo un procedimiento puramente 
lógico, sino que en él intervienen también juicios de valor. 

El razonamit:nto analógico funciona en la forma siguiente: ,, 
Cnando un objeto X' coincide con otro objeto X" en ciertas no­

tas a. b. c. que son comunes a ambos y se concluye que X" poseerá 
también lá nota p que posee X'. Es un razonamiento de lo particu­
lar a lo particular análogo. El razonamifmto analógico reviste la 
forma de un silogismo, pero no tiene la fuerza de un silogismo le­
gitimo, pues éste debe su rigor "l. que se funda en leyes idE'ales evi· · 
dentes que rigen los pensamie1tos; en cambio en el raz-mamiento 
analógico se admite que a ciertas correspondencias entre dos ob· 
:ietbs deben seguir otras, la cual, si b'.en goza de cierta verosimili· 
tud, carece en absoluto de seguridad. 

La inseguridad del razonamiento analógico la demostramos, 
al -ver que por éste razonamiento, sólo tendriamos la certpza de que 
Ja nota p contenida por X' y que consideramos Ja tiene X", sólo la 
podríamos afirmar. si hubiéramos establecido antes que la nota p 
est~ normalmente ligada a las notas a, b, e, o a alguna de ellas. 

La analo?;Ía, podemos concluir, supone una identidad parcial, 
pues dos objetos son análogos cnando presentan algunas notas co­
munes. 
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Aplicando estos conceptos, a los preceptos legales, descubri­
mos dos posibilidades de analogía, pues puede existir una analogía 
ele supuestos o analogía de disposiciones. Es necesario recordar 
para esto. que los preceptos legales constan de dos partes: el su­
puesto y la disposición. El primero es la hipótesis de cuya realiza­
ción depende el nacimiento de determinadas consecuencias jurídi­
cas. La segunda e>xpresa qué consecuencias jurídicas se encuentran 
entrelazadas a la realización del supuesto. 

Cuando en los supuestos de dos proposiciones jurídicas existen 
elementos comunes, decimos que son análogos. Y en éste caso la 
analogía es de supuestos. 

Si los elementos comunes, son de la segunda parte de dos pro­
posiciones jurídicas, la analogía que exista entre ellas será de dis· 
posiciones. 

Para conocer el funcionamiento de la aplicación por analogía, 
no basta examinar la analogía de las normas, sino que es preciso 
tomar en cuenta también, la de situaciones. Dos situaciones jurí· 
dicas son análogas cuando entre ellas existe una identidad parcial, 
o sea, cuando presentan ciertos elementos comunes. 

La aplicación analógica supone J.a existencia de dos situado· 
nes análogas, una prevista y la otra no prevista por la ley. Aclare­
mos esto. mediante un ejemplo: s1 un precepto enuncia; sl a. b, c. :' 
d son, debe ser X. Significa que al realizarse el supuesto a. b. e y d 
se actualiza la consecuencia jurídica X, expresada en la disposición. 
Si 'un juez debe resolver el caso a, b, c, e, no previsto en la ley, y 
encuentra la misma razón jurídica para resolverlo de fo;ua1 manera 
que el caso a, b, e y d análogo al primero. al resolver el caso no 
previsto en igual forma que el previsto, hace uso del razonamiento 
analógico. 

Han afirmado, que la norma que rige el caso previsto, se aplica 
analógicamente al no previsto; pero nosotros consideramos, que és­
ta forma de expresión es impropia, porque lo q,ue se aplica al caso 
imprevisto no es el precepto legal que resuelve el caso análogo, 
sino una norma nueva, que posee un supuesto jurídico diverso. La 
disposición formulada analógicamente es idéntica a la del precepto 
que prevé el caso semejante, mas los supuestos difieren entre si. 
Volviendo al ejemplo podemos decir, que el caso a, b. c v d se en­
cuentra previsto por un precento legal que enlaza la disposición, 
debe ser X, a la realización del supuesto a, b, e y d; en tanto que 
el caso imprevisto (a, b, e, e), es resuelto por aplicación de una 
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norma cuyo supuesto es el de que se realicen las condiciones a, b, 
c Y e mientras que su disposición coincide con la de la regla legal. 

La analogía consiste, pues en atribuir a situaciones parcial­
mente idénticas (una prevista y otra no prevista por Ja ley), las 
consecuencias jurídicas que señala la regla aplicable al caso pre­
visto. Ello equivale a formular una nueva norma cuyo suouesto 
expresa en abstracto las características del caso no previsto, y a 
atribuir a éste las consecuencias que prnduciría la re<lliz::lCión del 
previsto. si bien entre uno y otro sólo hay una identidad parcial. 
La conclusión que de lo anterior se infiere. es oue no debe hablarse 
de aplicación analógica de un precepto Jeg-al a -un caso no previsto, 
sino de una creación o formuJac!ón anP.ló<:>:ica de una norma nueva, 
cuya disposición es idéntica a la de aquel precepto, pero cuyos su­
puestos sólo son semejantes. 

Además del razonamiento lógico, que es necesar:o en la analo­
gía, para establecer la seme.ianz11 entre los obietos, es necesaria, 
para la aplicación de Ja ley por Ja analoi:i:ía un juicio de valor, que 
establezca la existencia de razones iguale.;; en las situaciones que 
se van a resolver (una no prevista y otra prevista en la ley). 

Después de estudiar la analogía y de comprobar que es un 
método de integración podemos concluir: que por estar prohibida, 
en nuestro artículo 14 en la materia penal. se asegura la integri­
dad de las personas. de no ser afectadas por las autoridades en for­
ma ::irbitraria, so pretexto, de haber realizado un hecho que ellas 
consideran como delictU0".0, Pues, es requisito e-::encial, para cas­
tigar a una persona, que la ley diga oue hechor; son los que cons· 
tituyen los delitos y además Ja pena que se lP. debe imponer al :m· 
jeto que realice un hecho delictivo. para one lq antnridad. cori base 
en el precentn leR"al, realice la garantía de Le:-i:alid3d qu= im:oone 
nuestra Constitución. 

La analogía es peligrosa en la materia penal, pues éste razona­
miento si bien goza de cierta verosimilitud, carece en absoluto de 
seguridad, por quedar sujeta al arbitrio del tribunal, que en oca­
siones podría actuar impunemente, afectando Ja integridad perso­
nal de un sujeto. 

2 -LA MAYORIA DE RAZON.-La ley se encuentra moti­
vada por un conjunto d~ factores q~e ~l legislador !ama en cuenta, 
para regularlos y eso viene a const1tmr la causa fmal dp esa ley, 
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social, econonuco o político, éste sería la causa de su expedición, a 
la vez que constituiría su finalidad, ya que propendería la norma 
a solucionar cualquiera de los problemas que dió motivo a su na· 
cimiento. 

Así puede suceder, que una situación jurídica revele los atri­
butos de los factores de motivación y teleología de otra situación 

·prevista en la ley, con mayores proporciones o mayor magnitud 
que la prevista. Entonces, tomando en cuenta la causalidad final rle 
la rtorma ·jurífüca, con vista a tales atributos y la presentación de 
estas en la situación no prevista. el juzgador puede aplicar la mis- · 
ma disposición de la situación prevista, al crear una norma por me­
dio de la mayoría. de razón. Por ejemplo: si un hecho es considerado 
por la ley como delito y está sancionado con determinada pena, obe­
deciendo a determinados factores sociales. económicos, de peligro-

. sidad el sujeto, que toma en cuenta el precepto legal. Y un hecho 
concreto, que es substancialmente diverso al tipificado en la ley, 
pero que presenta con mayor gravedad, intensidad o trascenden­
cia los factores que la ley trata de resolver. se le debe aplicar la 
misma disposición que marca la ley a la situación prevista, para 
tratar de resolver el mismo problema que originó la ley y que pre­
senta -la situación imprevista con mayor intensidad. Es decir. que 
en la mayoría de razón no es necesaria la semejanza entre la situa­
ción imprevista y la prevista en Ja ley, sino que lo que se toma en 
consideración. i:::on los elementos que concurren a integrar la. causa 
final. de la norma, que presentan la situación prevista y la impre­
vista en la ley. 

En conclusión: el artículo 14, al prohibir la imposición dC' penas 
por mayoría de razón, impide qne la ley que contenga una sanción 
penal se tome en cuenta nara flplicar su dispor.;idón a hechos. que 
aunque de mayor gravefü1d. pe1icrrosidad o antijuricidad que el de­
lito previsto. no estén comprendidos en ella y sean diferentes en 
cuanto a semeianza, ase~urándose. medhmte tal prohibición la efec­
tividad del principio nuUa pºena sine Je;~e. Protegiéndose P.n ésta 
forma la seguridad jurídica de la integridad de la persona humana. 

e) LA GARANTIA DE LEGALIDAD EN MATERIA CIVIL. 

El párrafo cuarto del artículo 14 Constitucional, expresa: "En 
los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser confor­
me a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta, 
se fundará en los principios generales del derecho" . 
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Nuestro articulo 14, de acuerdo con el anterior párrafo, no es 
sólo regla de interpretación, sino de integración en nuestro Siste­
ma Jurídico. 

El acto de autoridad a que se refiere expresamente la garantía 
de . Legalidad. en la materia civil, es a la sentencia definitiva, re­
solución jurisdiccional que da fin a la controversia planteada ante 
los tribunales (en sentido formal). La jurisprudencia ha extendido 
el alcance de nuestra garantía de Legalidad a todas las de~isiones 
interlocutorias y demás autos o proveídos en un juicio. Considera­
mos que es necesario esto, pues, para que sea legal una sentencia 
es necesario que todos los actos que la antecedan lo sean también, 
para que el acto cumbre del juicio. ten~a un apoyo de legalidad en 
todo el procedimiento. El artículo 1.4. nos marca en ésta forma que 
todas las resoluc!ones judiciales. aunque no sean sentencias defini­
tivas, se funden en una norma jurídica aplicab'.e. 

De los términos literales del artículo 14. se concibe que la ga­
rantía de Legalidad sólo debe versar sobre los juicios de orden civil 
(!atu sen.su), es decir sobre los juicios civiles Stricto sensu y los 
juicios mercantiles. Sin embargo, la ley de Amparo y la Jurispru­
dencia de la Suprema Corte, hacen extensiva· dicha garantí,a a la 
materia procesal laboral, obligando a que los laudos y las resolucio­
nes en el procedimiento laboral, queden sujetas a las reglas que 
m;;irca el artículo 14, sobre la interpretación e integración de la 
ley . 

. Consideramos que esa interpretación del artículo 14, para ex­
tender su aplicación. es muy lógica, pues de acuerdo con el espíritu 
de ·éste artículo se trata de defender a las per;-onas de las arbitra­
riedades, que pretendan cometer las autoridades jurisdiccionales 
y que de acuerdo con nuestro estudio.. hemos comprobado que las 
Juntas de Conciliación y Arbitraje son materialmente autoridades 
jurisdiccionale8. aunque formalmente sean órganos de la. adminis~ 
tración. El artículo 14. de acuerdo con ésta interpretación, nos pa~ 
rece que realiza el postulado de Seguridad Jurídica, a que dP.be as­
pirar todo ordenamiento jurídico. 

Por lo que toca a las resolnciones de órganos de la adminis­
tración, que materialmente sean jurisdiccionales, o sea, a las que 
recaen sobre el procedimiento contencioso administrativo, la Su-. 
prema Corte ha hecho extensiva la garantía de Legalidad consa­
grada en el último párrafo de nuestro artículo 14, a esta clase 
de juicios. En ésta materia .. como en la procesal laboral, se consi­
deró el mismo motivo, para extender la garantía de Legalidad, pues 
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tanto en una como en la otra, existe un conflicto por resolver, y la 
resolución que debe caer sobre él, debe estar fundada en la ley, para 
evitar injusticias. 

En conclusión: la garantía de Legalidad consagrada en el pá­
rrafo cuarto del artículo 14 Constitucional, rige a toda materia ju­
risdiccional, con excepción de la materia penal, que se encuentra 
regulada por el párrafo tercero del mismo artículo como ya lo vi­
mos. 

- 1.-LA INTERPRETACION E INTEGRACION DE LA LEY 
EN LA MATERIA CIVIL (LATU SENSU), LABORAL Y ADMI­
NISTRATIVA-Nos dice el artículo 14, que la sentencia deberá 
ser conforme a la letra de la ley o que se base en la interpretación 
jurídica de la misma. 

En lo que respecta a la aplicación conforme a la letra de ia 
ley que debe hacer el juzgador, opinamos que es necesario, coi:lfor­
me a nuestra Constitución, que el juez se encuentre ligado en pri­
mer término a los textos legales, sí estos le brindan la solución que 
busca. Es decir, que la autoridad jurisdiccional ha de resolver, de 
acuerdo con la ley, las controversias de que conoce, cuando aquella 
prevé la situación juridica controvertida. 

Cuando el sentido de la ley es dudoso, sí la interpretamos con­
forme a sus términos gramaticales, deberemos hechar mano en 
éste caso de la otra regla que nos marca el ;:irtículo 14, que es, la 
jnterpretación jurídica de la ley. El arte de !a interpretación nos 
sirve para desentrañar el sentido y alcances reguladores de la ley, 
pues la ley al ser una de las formas de expresión del derecho, en­
cierra una norma jurídica que es la que nos da la solución del con­
flicto que se presenta, al decir que es, lo que debemos hacer. 

Los métodos de interpretación son muy variados y así tene. 
mos: la interpretación histórica; la interpretación exagética; la in­
terpretación lógica e interpretación sistemática. Nosotros debemos 
interpretar la ley, de acuerdo con el método que más convenga para 
desentrañar el sentido de la ley. 

En caso de que la autoridad jurisdiccional omita aplicar una 
norma aplicable a la cuestión que soluciona o trata de solucionar, 
se violará también la garantía de Legalidad. Pues tal resolución, 
no solo, no es conforme a la letra o interpretación jurídica de la 
ley, sino contraria a ésta misma, que impone a la autoridad la obli­
gación de observar sus mandamientos . 
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. Las soluciones anteriores suponen la existencia de una ley, que 
prevea la situación que se trata de resolver; pero las soluciones de 
las controversias en muchas ocas!ones, no se pueden hacer median­
te la invocación de una ley que prevea el caso concreto, en derredor 
del cual surge el conflicto. Esto ha originado el problema que ya 
tratamos en cierta forma, en la garantía de Legalidad en materia 
penal, al estudiar la analogía y la mayoría de razón y que es el 
de las lagunas de la ley. 

Previendo nuestra Constitución, la existencia de las lagunas 
la ley, otorga en el artículo 14, la facultad a la autoridad jurisdic­
cional. para acudir a los principios generales del derecho, a efecto 
de resolver el caso que se le presente cuando no exista una ley apli­
cable al mismo. 

Es prudente tratar el problema, de sí en determinados casos 
no previstos por las leyes (civiles latu sensu: laborales o adminis­
trativos), es posible recurrir a Ja costumbre. Las reglas que nos da 
el Código Civil rlel Distrito y Terri+orios Federales nos dicen que 
Ja costumbre rólo puede ser tomada en cuenta, como pauta para 
solucionar conflictos. cuando la ley expresamente lo autoriza. Es 
decir, aue sólo se admite la costumbre delegada, pnes Ja costumbre 
no puede ser derogatoria de la ley, como así lo afirma nuestro Có­
digo Civil que tiene vigencia en toda la República en materia Fe­
deral, en sus artículos 9 y 10. que expresan: Art. 9 "La ley sólo 
queda abrogada o derogada por otra posterior aue así lo declare 
expres9mente o aue contenga c'\ 1 spo~;c;ones t.rital o parcialmente 
hcommülbles con la ley ~nterior". y Art.10 "Co,,tr::i lo observancia 
rle h ley no puede alegarse desuso, costumbre o práctica en con­
trario". 

La afirmación, de que la costumbre sólo es aplicable si la ley 
así lo dispone, la fundamos en las siguientes razones: en primer lu­
gar, el artículo 14 Constitucicnal, establece en forma muy clara, 
que a falta de ley; el caso se resolverá de acuerdo con los princi­
pios generales del derecho, lo cual significa, que el recurso a ellos, 
es el único procedimiento de integración autorizado por nuestra 
Ley Fundamental; en segundo lugar, en los códigos civiles del país 
hay una serie de preceptos que exprernmente remiten a Ja costum­
bre o al uso, para la solución de determinados conflictos. Y ésta for­
ma de delegación expresa, sí corresponde perfectamente, al sistema 
consagrado en el artículo 14, pues en estos casos, so:i las leyes las 
que expresamente nos remiten o la costumbre y no el juzgador, 
que en caso de laguna de la ley nos lleva a ella, haciendo uso sólo 
de su arbitrio judicial. 
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Otro de los problemas que nos plantea el artículo 14, en su 
párrafo cuarto, consiste en determinar si las lagunas de la ley pue­
den llenarse por analogía. Pues ya hemos demostrado que la analo­
gía no es un método de interpretación, sino de integración y no de­
be confundirse con los principios generales del derecho. Considera­
mos que el problema debe resolverse, en lo que toca a la solución 
de las contiend;:i.s, del siguiente modo: los lagunas de la ley pueden 
llenarse analógicamente, en cuanto que la base del razonamiento 
por analogía, sea un principio general del derecho, que se habría 
de formular en estos términos: la justicia exige que dos casos igua­
les sean tratados igualmente. Pero como el artículo 14. no habla 
expresamente de Ja :=malogía como método rle integr;:ición c;ino que 
alude en síntesis a los principios generales del derecho. infirlese de 
aquí que. el juez no está obligado entre nosotros, a recurrir en pri­
mer término a ella, pudiendo resolver el caso imprevisto de acuerdo 
con un principio general distinto del que sirve de fundamento a la 
analogía. 

2.-LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO.-Te­
nemos que hacer el estudio de los principios generales del derecho, 
por. ser el recurso que marca nuestro artículo 14, para que el juz­
gado~ pueda llenar las lagunas de la ley. 

Determinar qué debe entenderse por princip1os generales del 
derecho, ha sido una de las cuestiones má~ discutidas en la litera­
tura jurídica. Así, se ha afirmado, que dicho concepto equivale a 
lcis postulados que informan un determinado derecho positivo, ob­
teniéndose mediante el análisis inductivo de sus principale-:; normas, 
y, a través de la extracción de las notas comunes y uniformes en 
éllas, se han elaborado reglas con aplicación a las mismas. 

Para otros tratadistas los principios generales del derecho, son 
los del Derecho Romano. como acontecía en Aleman1a, en que tal 
derecho, era supletorio al nacional. 

Por último, los que afirman que los principios generales del 
qerecho, son los que derivan del derecho natural. Esta tésis, es 
sostenida por Del Vecchio, quien dice, que por derecho natura'! debe 
entenderse; el conjunto de normas que emanan de la naturaleza del 
hombre y que aspiran a la realización de la justicia. (1). 

1.-IGNACIO BURGOA. Las Garantías Individuales. Pág. 456. Cap. VIII. Edi· 
torial Porrúa, S. A., 1954. 
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Vamos a explicar la primera tésis, en la que se estima que los 
principios generales del derecho, son los que se obtienen inducti· 
vamente de uno o varios sistemas de derecho positivo, sistemas que 
a su vez se encuentran informados por múltiples factores cultura­
les de los que participan los pueblos que reconozcan un común ori­
gen histórico. 

La teoría que afirma que los princip:os generales del derecho; 
son los del derecho natural, nos dice, que a falta de una disposición 
legal, debe el juzgador formular un principio de validez intrínseca, 
a fin de resolver la cuestión concreta sometidn a su conocimiento. 
Quedando exrluída, p01· lo tanto. la posibilidad .. de que el juez falle 
de acuerdo con su opinión personal. 

Otra limitación que ha de aceptar, es que, los princ'pio3 ¡;ene· 
rales que le sirven de base para llenar las Jagun:i.s df' la ley, no de­
ben estar en opo~ición con los otro::; preceptos contenidos en ésta. 
Pues un sistema jurídico debe formal' un todo homogéneo y sin 
contradicciones, como ya lo vimoc;; en m!estro primer capítulo al 
estudiar el concepto de orden jurídico. 

En los casos en que las fuentes formales resulten insuficien­
tes para procurar al juzgador un criterio de solución, queda colo­
cado el tribunal en una situación muy semejante a Ja del legislador. 
Pues así como éste, al realizar su actividad, ha de preocuparse por 
transformar en preceptos los principios generales del der2cho, o sea, 
las exigencias de justicia, el juez está obligado a establecer la nor­
ma decisoria para los casos imprevistos. no de manera arbitraria; 
sino en Ja misma forma en qne el legislador lo habría hecho, de ha· 
berlos tenido presentes. 

Si se admite que el legislador no debe nunca perder de vista 
esos principios generales, habría que aceptar, igualmente, que el 
orden jurídico es en mayor o menor medida, una realización de 
tales principios. y qué el volver a ellos cuando el legislador guarda 
silencio, equivale a completar, de una manera armónica y coheren­
te la obra legislativa. Resolver una cuestión imprevista de acuerdo 
con los principios generales del derecho. significa fallarla del mismo 
modo en que el legislador lo habría hecho, si hubiera podido co­
nocer el caso concreto. 

La tésis anterior es la que nos parer~e más adecuada para de­
finir el criterio de los principios gener2.ies del derecho, por encon­
trarse en consonancia con la Teleología Jurídica y a su vez con la 
realidad social que va a regular . 
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La Suprema Corte no ha establecido un criterio uniforme so­
bre Jos principios generales del derecho, como lo veremos en las 
siguientes tésis: 

a) "Son principios generales del derecho, los consignados en 
algunas de nuestras leyes, teniendo por tales no sólo las mexicanas 
que se hayan exped\do después de la Constitución Federal del país, 
sino también las anteriores". (2). 

En ésta tésis, como vemos se adopta la primera teoría que ana· 
lizamos sobre los principios generales del derecho. o sea, que es· 
tos se deben obtener inductivamente de los sistemas legislativos. 

b) "Lo~. principios generé1.les del derecho, ~on verdarle::; ;;urídicqi:; 
notorias, indiscutibles_. de carácter general. como su mismo nombre 
lo indica. elaboradas o seleccion~das por la ciencia del derecho, de 
tal manera que el juez pueda dar la solución que el mismo legis· 
lador hubiera pronunciado si hubiese estado presente, o habría es­
tablecido si hubiera previsto el caso; siendo condición <le los alu· 
d1dos principios, que no desarmonicen o estén en contradicción con 
el conjunto de normas legales cuyas lagunas u omisiones han de 
llenar ... ". (3). 

En la anterior tésis, se hace una síntesis de diversas opiniones, 
a pesar de no ser compatibles entre sí; pues por una parte se afir· 
ma que lo principios generales del derecho, son las verdades jurí· 
d.icas notorias, indiscutibles elaboradas por la cii;ncia del derecho. 
Y ::-riuí conviene hacer ls crítica. de qne la do~trina no tiene entre 
nosotros el carácter de fl1ente formal del derecho. lo cual equivale 
a sostener, que los principios formulados por los autore<; no pue­
den, por sí mismos servir de base a una sentencia, cuando el caso 
no ha sido previsto en la ley. 

En la segunda parte de la misma tesi.s se afirma, que al apli­
car los principios generales del derecho, el juez ha de dar la solución 
que el mismo legislador hubiera pronunciado si hubiere previsto el 
caso. Y por último siguiendo la opintón de Del Vecchio, concluye, 
diciendo que los prncipios generales deben ser congruentes con el 
conjunto de normas legales, cuyas lagunas u omsiones se trata de 
suplir. Esta parte, sí corresponde al criterio que tenemos sobre los 

2.-SEMANARIO JUDICIAL DE LA FE.DERACION. Tomo XLIII. Pá~. 858. 
María Angélica López de Chávez; Tomo L. Pág. 283. Otilia Razgado. 

3.-SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. Tomo LV. Pág. 2641. 
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principios generales del derecho, pues tanto el juez como el legis­
lador, deben im;pirarse en los mismos principios (uno para llenar 
las lagunas de la ley y el otro pc.ra formularlas) y, además porque 
los criterios adoptados por los tribunales, para suplir las deficien­
cias de la legislnción, deben armonizar con los preceptos del sistema 
legal. 

Los principios generales del derecho desde el punto de vista 
de nuestro articulo 14 en su párrafo cuarto, no deben estar aco­
gidos en ninguna disposición escrita, para considerarlos como ín­
dice directivo de las resoluciones jurídicas, pues suponer lo con­
trario equivale a aplicar la norma legal en que tal principio se 
contuviera. 
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CONCLUSIONES. 



PRIMERA.-N arma jurídica es la regla de conducta de obser· 
vancia obligatoria que postula un deber ser y que tiende a la reali­
zación de la justicia, la seguridad jurídica y el bien común, para 
regular en la forma debida las relaciones sociales. 

SEGUNDA-Derecho positivo, es aquél ordenamiento jurídico 
que impuesto por el poder estatal, es observado en forma más o 
menos general por el pueblo a quien va a regir. 

TERCERA-El orden jurídico es una unidad armomca inte­
grada por un conjunto de normas jurídicas. Unidad dada por los 
fines que persigue, que son: la justicia, la seguridad jurídica y el 
bien común. Si un orden jurídico no tratara de alcanzar estos fi· 
nes, carecería de validez objetiva. 

Por formar una unidad el orden jurídico debe ser un todo her­
mético sin contraposiciones, de otra manera se rompería su inte­
gridad. 

CUARTA-La justicia es el fin al que tiende el derP.cho para 
regir las relaciones humanas con un criterio de igualdad y armo­
nizar las acciones al bien común de la sociedad. 

La igualdad es la esencia de la justicia, y esa igualdad puede 
ser absoluta o proporcional, de ahí derivan la justicia conmutativa 
que realiza el primer tipo de igualdad, la justic!a legal y la distri­
butiva que realizan el segundo tipo. 

Tanto la iusticia legal como la distributiva se constituyen en 
relaciones de int~gración de la sociedad. 

La justicia conmutativa rige las operaciones de cambio reali­
zándose en relaciones de coordinación. 
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QUINT A.-La seguridad jurídica, es un valor esencialmente 
positivo a que tiende el derecho, pues se funda en la efectividad del 
orden jurídico. Por medio de la seguridad jurídica se afirma la nitua· 
ción de la persona en la vida relacional, evitándose la anarquía social. 

La seguridad jurídica, viene a ser el elemento de hecho, que 
garantiza la justicia e>n las relaciones sociales. La seguridad juri­
dica presupone un ordenamiento jurídico eficéJ.z, para poder reali­
zar la justicia, valor absoluto perseguido por el derecho. 

SEXT A.-El bien común es el bien especifico de la sociedad, 
que consiste en 1a conservación de la unida social y tod:> lo que 
a ella concierne. 

El derecho, por ser de naturaleza social, regula la convivencia 
humana, realizando el criterio de justicia en las re!aciones, por 
medio de la eficacia de sus normas. Tiene que tender a Ja realiza­
ción del bien común de la sociedad, para evitar en ésta forma ir 
en contra del bien específico de la sociedad objeto de re6Ulación. 

SEPTIMA.-Entre la justicia, la seguridad juridica y el bien 
común no pueden existir contradicciones, pues cada uno de estos 
fines, se complementan para que el derecho ejerza su cometido, 
que consiste en regular las relaciones sociales para llevar a los hom­
bres a una perfecta armonía en la vida relacional. 

OCTAVA.-Consideramos que, el artículo 14 Constitucional, 
está en consonancia con los fines perseguidos por el derecho, aun­
que al examinar cada una de sus garantías, vemos como acentúa 
más alguno de estos tres fines sin dejar de realizar los otros. 

NOVENA.-La garantía de Irretroactividad de las leyes se 
funda sobre todo en la seguridad jurídica; sin ella, las personas, 
en sus relaciones sociales, quedarían siempre sujetas a cambios 
bruscos impuestos por nuevas leyes que afectaran sus intereses. 

Es necesario, conocer el orden jurídico que está vigente para 
actuar conforme a él, pues si, supiéramos que las situaciones jurí­
dicas nacidas de nuestros actos, pueden ser cambiadas por una ley 
posterior, viviríamos en una completa inseguridad jurídica, injus­
ta por demás, ya que no tendría estabilidad nuestra vida privada 
y social, lo cual conduciría a una completa a!larquía. 

Ya vimos, como es necesario que el derecho realice los fines 
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que le son propios, para tener validez objetiva. Es debido a ello, 
que nuestra Constitución ha consagrado como garantía fundamen· 
tal la Irretroactividad de las leyes en perjuicio de persona alguna, 
para dar estabilidad a la vida social por medio del derecho, hacien­
do valer la seguridad jurídica. 

DECIMA.-Los conceptos de vida, libertad, propiedad, pose­
siones y derechos, protegidos por la garantía de Audiencia, son 
fundamentos para el perfeccionamiento de la persona humana. 

El derecho de defensa que consagra la Audiencia, debe consi· 
derarse como una prerrogativa natural del hombre, como la sa­
tisfacción de su categoría racional frente a los actos que tiendan a 
afectarlo. En los modernos regímenes Constitucionales se ha consa­
grado la defensa como una garantía fundamental del individuo. En 
lo particular, el 2rtículo 14 de nuestra Constitución, al establecer 
el derecho de defensa, realiza los fines que persigue el derecho, que 
vienen a darle validez. 

DECIMA PRIMERA.-El artículo 14, en la garantía de Lega· 
lidad nos da las reglas de interpretación e integración que deben 
regir en el Sistema Jurídico Mexicano, controlando así. la actividad 
jurisdiccional, para evitar las injusticias en las resoluciones que 
se dicten. 

DECIMA SEGUNDA.-El párrafo tercero del artícu10 14, al 
prohibir la aplicación de pena a persona alguna por analogía y aún 
por mayoría de razón. asegura que la integrid::td de las personas no 
será afectada en forma arbitraria por las autoridades, pues es me­
nester que la ley diga qué conducta se tipifica como delictiva y ade­
más la pena con que ha de s8nc!o!larse. De lo anterior declucimos 
que en el Derecho Penal Mexicano no es posible recurrir a los mé­
todos de integración para suplir el silencio de la ley. 

En la garantía cte Legalidad, en materia penal, volvemos a 
ver como nuestra Constitución realiza los fines del derer.:10. 

DECIMA TERCERA.-El párrafo cuarto del artículo 1.4, ga­
rantiza a las personas que todas las resoluciorn~s judiciales. en ma­
teria civil Iatu sensu (1abo1·aJ y administrativas), así como también 
las srntenciDs definitivas, se funden en vna norma jurídica aplica· 
ble. Señalándose. a su vez. los métodos de interpretación que debe 
Reguir el iuzgador para emitir sns resoluciones, evitándose que el 
tribunal obre· arbitrariamente al fallar. 
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Conociendo nuestro Constituyente, la existencia de lagunas le­
gales en materia civil Iatu sensu (laboral y administrativa), y no 
queriendo que se dejará sin ventilar ningún asunto ante los tribu­
nales, por deficiencias de la ley aplicable al caso concreto, ordena 
al juzgador recurrir a los Principios Generales del Derecho para 
integrar las leyes cuando contengan lagunas, evitándose dejar sin 
solución multitud de casos, que nos darían la pauta para volver al 
régimen de la autodefensa. 

Los principios generales del derecho, se fundan en la naturaleza 
del hombre y aspiran a la realización de Ja justicia. En ellos se 
debe inspirar tanto el juzgador al emitir la norma resolutiva del 
caso imprevisto, como el legislador para crear las leyes. 

Comprendemos por lo anterior, que la garantía de Legalidad 
en materia civil no pierde tampoco de vis1a los altos postulados n 
que tiende el derecho para obtener su validez intrínseca. 
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